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¿Mito o realidad? Influencia de la ideología en la percepción social del acoso sexual

Antonio Herreraa*,  Afroditi Pinab, M. Carmen Herreraa y Francisca Expósitoa

a Universidad de Granada, España
b University of Kent, United Kingdom

R E S U M E N

El acoso sexual se ha convertido en un problema de gran importancia en la actualidad social, que sin em-
bargo está invisibilizado. El objeto de este trabajo se centró en indagar posibles factores que influyen en la 
percepción social del acoso. En un primer estudio, 177 participantes leyeron un escenario de acoso sexual 
donde un jefe acosa a una trabajadora. Posteriormente contestaban las medidas de interés. En un segundo 
estudio 65 participantes leyeron un escenario, donde un profesor acosa sexualmente a una estudiante, y 
después contestaban las medidas de interés. Los  principales resultados mostraron que los participantes 
que toleraban más el acoso, poseían más mitos hacia el acoso sexual y actitudes sexistas, atribuían una 
mayor culpabilidad a la víctima y percibían la conducta como menos acosadora. Estudios como este po-
drían ayudar a crear una mayor conciencia social acerca del acoso sexual, con el objetivo de poder detectar 
e intervenir sobre tales situaciones.
© 2014 Colegio Oficial de Psicologos de Madrid. Producido por Elsevier España, S.L. Todos los derechos reservados.

Myth or reality? Influence of ideology in the sexual harassment perception

A B S T R A C T

Sexual harassment has become an issue of great social importance today. However, it is an invisible 
problem. This study aimed to investigate possible factors that influence the social perception on sexual 
harassment. In the first study, 177 participants read a sexual harassment scenario where a boss performs 
sexually harassing behavior towards a female worker. Then, participants answered the interest measures. 
In the second study, 65 participants read a harassment scenario where a teacher performs harassing 
behavior towards a student, and after that, participants answered the interest measures. Main results were 
that the more tolerance toward sexual harassment, myth acceptance and sexist attitudes had the 
participants, the more they attributed blame to the victim, and perceived the behavior as less harassing. 
Studies like this could help to create a bigger social conscience about sexual harassment, with the aim to 
detect and prevent this situation.
© 2014 Colegio Oficial de Psicólogos de Madrid Production by Elsevier España, S.L. All rights reserved.

El acoso sexual se ha convertido en un problema de gran impor-
tancia en la actualidad social, y más concretamente dentro del ámbi-
to organizacional, como consecuencia de la cada vez mayor inclusión 
de la mujer en el mundo laboral (Cunningham y Benavides-Espinoza, 
2008; Leskinen, Cortina, y Kabat, 2011; Silverschanz, Cortina, Konik 
y Magley, 2008; Smith y Konik, 2011).

A pesar de que existen distintas aproximaciones para definir el 
acoso sexual, la mayoría de los investigadores coinciden en que se 
trata de “una experiencia psicológica basada en un comportamiento 

sexual no deseado, ofensivo y amenazante, que tiene lugar en el contex-
to laboral” (Topa, Morales y Depolo, 2008). Su etiología parece estar 
relacionada con los roles atribuidos a hombres y mujeres (Acker, 
2009; Cantera y Blanch, 2010; Pina, Gannon y Saunders, 2009) y tie-
ne más que ver con un mecanismo de subordinación y control de las 
mujeres por parte de los hombres, que con algún tipo de expresión 
del deseo sexual de los hombres como con frecuencia se ha dado a 
entender, lo que pone de manifiesto la persistente desigualdad entre 
unos y otras en nuestra sociedad (Hersch, 2011). 

Si bien el acoso sexual se trata de una situación que podrán sufrir 
tanto hombres como mujeres, la  investigación señala que son las 
mujeres, de forma abrumadora, las víctimas de este fenómeno, y los 
hombres, en la mayoría de los casos, los acosadores (Berdahl, 2007; 
Berdahl y Moore, 2006; Cortina et al., 2002). De hecho, una de cada 

La correspondencia sobre este artículo debe enviarse a Antonio Herrera. 
Departamento de Psicología Social. Centro de Investigación Mente, Cerebro y 
Comportamiento (CIMCYC). Universidad de Granada. Campus de Cartuja, s/n. CP: 
18071. Granada. España. E-mail: aherrer@ugr.es
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dos a tres mujeres ha experimentado alguna forma de acoso sexual o 
comportamientos no deseados en su vida (European Comission, 
1998; Pina et al., 2009), aunque resulta difícil estimar su incidencia 
real, entre otras razones, porque se trata de uno de los problemas 
sociales menos informados (Temkin y Krahé, 2008). 

Para combatir esta realidad, la primera condición es que los casos 
de acoso sean percibidos como tales, habiendo mostrado las investi-
gaciones que las percepciones sobre el acoso sexual dependen de 
múltiples factores como el género, el contexto, la ideología, e incluso, 
la relación que mantienen la persona que lleva a cabo la conducta de 
acoso y quien la recibe o sufre, por citar algunas (Benavides-Espinoza 
y Cunningham, 2011; Campbell, Wasco, Ahrens, Sefl y Barnes, 2001; 
Pina et al., 2009). 

Con respecto al género, la investigación muestra que las mujeres 
tienden a percibir, en mayor medida que los hombres, los comporta-
mientos de acoso sexual como tales, así como también consideran 
más negativas las consecuencias derivadas de estos (Benavides-Espi-
noza y Cunningham, 2011; Escartin, Salin y Rodriguez-Carballeira, 
2013; Herrera y Expósito, 2013). 

Como se ha comentado anteriormente, la mayoría de los autores 
sitúan el acoso sexual en un contexto laboral. Incluso determinados 
autores señalan que una situación de acoso sexual sólo puede ocurrir 
en el contexto laboral o en el académico (Fairchild y Rudman, 2008). 
Sin embargo, una de las condiciones que parece favorecer que se pro-
duzca acoso sexual es la proporción de mujeres en relación a la de 
hombres que se de en un determinado contexto, sea éste laboral, aca-
démico o interpersonal, en el que puedan llevarse a cabo determina-
do tipo de conductas por parte de los hombres (Willness, Steel y Lee, 
2007). Con respecto al acoso sexual en el contexto académico (con-
ductas de acoso sexual dirigidas hacia estudiantes, en su mayoría 
mujeres), éste puede darse en forma de conductas sexuales explíci-
tas con el fin de controlar, influir o afectar las oportunidades educa-
tivas, calificaciones y/o aprendizaje de las estudiantes (Imonikhe, 
Aluede e Idogho, 2012). 

Pero sin duda, una de las posibles causas de la invisibilización del 
acoso sexual pueden ser las actitudes que las personas mantienen 
acerca de las víctimas, acosadores, y la conducta de acoso en sí mis-
ma, lo que influye negativamente en la percepción del fenómeno 
(Ménard, Nagayama Hall, Phung, Erian Ghebrial y Martin, 2003). 

La influencia de dichas actitudes sobre la invisibilidad de otras for-
mas de violencia contra la mujer ha sido constatada por la investiga-
ción (Gracia, 2002; Herrera y Expósito, 2009). Así, determinadas actitu-
des incluyen, por ejemplo, culpar a la víctima, minimizar el impacto 
psicológico del problema y justificar las acciones del acosador (Lon-
sway, Cortina y Magley, 2008). Todas ellas llevan a aumentar la toleran-
cia hacia dicha situación y consecuentemente, a repercusiones negati-
vas sobre las víctimas, obstaculizando su proceso de recuperación 
(Campbell et al., 2001) y disminuyendo la probabilidad de que estas lo 
denuncien. La investigación ha mostrado que cuanto más se adhieren, 
tanto hombres como mujeres, a los roles de género tradicionales, más 
propensos son a considerar ciertos comportamientos de acoso sexual 
como aceptables o dentro del rango de normalidad (Quinn, 2002). 

Concretamente, la literatura muestra que la ideología sexista está 
fuertemente relacionada con una mayor tolerancia hacia el acoso 
sexual (Sakallı-Uğurlu, Salman y Turgut, 2010). Aunque la mayoría de 
las personas identifican el sexismo con actitudes negativas hacia las 
mujeres (sexismo hostil), también es cierto que el sexismo con fre-
cuencia incluye una visión positiva de éstas y limitada al desempeño 
de ciertos roles tradicionales como madre, esposa o ama de casa 
(sexismo benévolo) (Glick y Fiske, 1996). En definitiva, el sexismo, 
tanto en su versión hostil como benevola, es una ideología o conjun-
to de creencias que contribuye a mantener la desigualdad entre 
hombres y mujeres, y que es sostenido por ambos sexos. La impor-
tancia del sexismo en la percepción del acoso sexual ha sido amplia-
mente documentada en la literatura psicosocial (Wiener, Reiter-Pal-
mon, Winter, Richter, Humke y Maeder, 2010). 

Así por ejemplo, Russell y Trigg (2004) estudiaron la posible in-
fluencia del sexismo ambivalente, tanto hostil como benévolo, sobre 
la tolerancia hacia el acoso sexual, medida a través de la Escala de 
Actitudes hacia el Acoso Sexual - SHAS (Mazer y Percival, 1989). Los 
resultados mostraron que cuanto mayores eran las actitudes sexistas, 
mayor era la tolerancia de los participantes hacia el acoso sexual.    

En la misma línea, Lonsway et al. (2008) estudiaron la influencia 
de los mitos hacia el acoso sexual, encontrando que tanto la ideología 
como las actitudes sexistas, influían sobre el perceptor social, llegan-
do éste a atribuir una mayor responsabilidad/culpabilidad de lo su-
cedido a la víctima de acoso que al acosador, creyendo que la víctima 
“deseaba” o “disfrutó” con lo sucedido, o que el acosador” no tenía 
intención” de hacer daño alguno. 

En base a la evidencia empírica, el principal objeto de estudio de 
este trabajo se centró en indagar los posibles factores que influyen en 
la percepción social del acoso sexual.

Estudio 1

El objetivo del primer estudio fue analizar la percepción social de 
un episodio de acoso sexual en el trabajo, concretamente la atribu-
ción de culpabilidad y gravedad de la situación descrita, así como la 
influencia de la tolerancia del perceptor social hacia el acoso en di-
cho proceso. 

Para llevar a cabo estos objetivos se plantean las siguientes hipó-
tesis:

1) En primer lugar, se espera encontrar que los participantes, en 
general, atribuyan mayor culpabilidad al acosador que a la víctima de 
acoso, así como que consideren el comportamiento de acoso como 
una situación grave. 

2) En segundo lugar, se espera encontrar un efecto de la tolerancia 
hacia el acoso, de manera que los participantes que tengan mayor 
tolerancia hacia el acoso sexual, tenderán en mayor medida a culpar 
a la víctima, culparán menos al acosador y percibirán el acoso como 
una situación menos grave que quienes tengan menos actitudes to-
lerantes hacia el acoso.

3) En tercer lugar, se espera un efecto del género del participante, 
de manera que los hombres, en comparación con las mujeres, culpa-
rán más a la víctima de acoso que al acosador, percibirán la situación 
como menos grave y presentarán una mayor tolerancia hacia el aco-
so sexual.

Método

Participantes

La muestra estuvo compuesta por 177 estudiantes de la Universi-
dad de Kent (Canterbury, UK) y población general (17.5% hombres, 
82.5% mujeres), con edades comprendidas entre los 18 y los 48 años, 
con una medida de edad de 20.43 años (DT = 4.77).

Procedimiento 

Los participantes contestaron un cuestionario mediante la websi-
te del Departamento de Psicología de la Universidad de Kent: QMS. 

La muestra correspondiente a la población general fue recogida 
mediante muestreo no probabilístico incidental. Las instrucciones, 
tanto verbales como escritas, garantizaban el anonimato y la confi-
dencialidad de sus respuestas. Todos los participantes aceptaron 
contestar el cuestionario de manera voluntaria.

Instrumentos

Se construyó un cuestionario en el que se recreó un escenario fic-
ticio, donde un jefe realiza hacia una empleada un comportamiento 
sexualmente acosador:
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“María trabaja para una compañía como secretaria. Un día, se queda 
trabajando hasta tarde en la oficina a solas con su jefe, Francisco, cuan-
do éste se sienta junto a María y empieza a tocarle las piernas. María 
está muy sorprendida e intenta alejarse, pero Francisco insiste e intenta 
abrazarla y besarla, a pesar de que María se niega”.

A continuación, se presentaron las siguientes medidas: 

–  Culpabilidad hacia la víctima: ¿Cree que María ha provocado este 
comportamiento? (1 = En absoluto, 7 = Totalmente).

–  Culpabilidad hacia el acosador: Cree que el comportamiento de 
Francisco es (1 = Apropiado, 7 = Inapropiado).

–  Gravedad de la situación: ¿En qué medida considera el comporta-
miento de Francisco hacia María como un incidente serio? (1 = 
Nada serio, 7 = Extremadamente serio).  

–  Escala de Actitudes hacia el Acoso Sexual (SHAS, Mazer y Percival, 
1989). Consta de 19 ítems que miden el grado de acuerdo o des-
acuerdo con frases que reflejan actitudes hacia el acoso sexual, en 
una escala de 5 puntos tipo Likert, desde 1 = Totalmente en des-
acuerdo, a 5 = Totalmente de acuerdo.  Diez de los ítems correspon-
den al Inventario de Tolerancia hacia el Acoso Sexual – TSHI (Lott, 
Reilly, y Howard, 1982; Reilly, Lott, y Gallogly, 1986); de los 9 res-
tantes, 3 los crearon los autores de la escala SHAS y 6 (Beauvais, 
1986). Estos 9 ítems miden conceptualizaciones feministas con-
temporáneas de acoso y definiciones de acoso. Un ejemplo de ítem 
es: “La mayoría de las mujeres que son acosadas sexualmente por 
un hombre, lo provocan a través de su forma de hablar, actuar o 
vestirse”. El SHAS demostró una buena consistencia interna con un 
coeficiente α = .75. Cuanto mayor es la puntuación en esta escala, 
mayor aceptación y tolerancia hacia el acoso sexual, y menor 
acuerdo con las causas feministas del problema. 

Resultados 

Con el objetivo de obtener las puntuaciones de los participantes 
(hombres y mujeres) en las diferentes medidas del estudio, se realizó 
un análisis descriptivo así como un análisis correlacional. Los resul-
tados se muestran en la tabla 1.

Como se puede observar en la tabla 1, la medida de culpabilidad 
de la víctima correlacionó positivamente con la tolerancia hacia el 
acoso sexual (SHAS) (r = .29, p < .01), (Hipótesis 2) y negativamente 

con la culpabilidad del acosador (r = -.31, p < .01), y la gravedad de la 
situación (r = -.23, p < .05). La culpabilidad del acosador correlacionó 
positivamente con la gravedad de la situación (r = .42, p < .01) y ne-
gativamente con el SHAS (r = -.26, p < .01) (Hipótesis 2). 

En general, los participantes culpan más al acosador que a la víc-
tima de la situación de acoso, consideran dicho comportamiento 
como un incidente serio, y muestran unas actitudes de baja toleran-
cia hacia el acoso sexual, cumpliéndose la hipótesis 1. Además, los 
resultados mostraron que los hombres (M = 2.64) en comparación 
con las mujeres (M = 2.41) toleran más el acoso sexual,  p = .025, 
ηp

2 = . 029 (Hipótesis 3).

Género y Tolerancia hacia el Acoso Sexual como predictores de la 
atribución de culpabilidad y percepción de gravedad

Con el objetivo de comprobar el efecto de la tolerancia hacia el 
acoso y el género de los participantes sobre la atribución de culpa-
bilidad en la situación de acoso sexual, así como sobre la percep-
ción de gravedad de dicha situación, se realizaron varios análisis de 
Regresión lineal por pasos, utilizando en el primer paso el género 
del participante así como la variable de tipo ideológico (SHAS), y en 
el segundo paso las interacciones de segundo orden; y como varia-
ble criterio, las variables culpabilidad de la víctima, culpabilidad 
del acosador y la percepción de gravedad de la situación de acoso, 
respectivamente. Los resultados se recogen en la tabla 2.

Como puede observarse en la tabla 2, en todos los casos única-
mente la variable ideológica tuvo peso significativo en la ecuación de 
regresión. Así, el que los participantes presenten una mayor toleran-
cia hacia el acoso sexual, predice una mayor atribución de culpa a la 
víctima de la situación de acoso (β = .30, p < .001), menor culpa al 
acosador (β = -.28, p < .001), y una menor percepción de la situación 
como grave (β = -.30, p = .005), confirmando la hipótesis 2.

Discusión

En general, y según los resultados del estudio 1, los participantes 
atribuyen mayor culpabilidad al acosador en comparación con la víc-
tima de acoso, y consideran el acoso sexual como un incidente serio. 
Sólo se encontraron diferencias de género en las puntuaciones del 
SHAS, siendo los hombres los que presentan actitudes más tolerantes 
hacia el acoso sexual en comparación con las mujeres. 

Tabla 1
Puntuaciones medias (y desviaciones típicas). Correlaciones entre variables

Medidas Total (DT) Hombres (DT) Mujeres (DT) 2 3 4 p

1. Culpabilidad de la víctima 1.42 (.87) 1.32 (.59) 1.44 (.92) -.31** -.23* .29** .505

2. Culpabilidad del acosador 6.34 (1.08) 6.42 (1.14) 6.33 (1.07) - .42** -.26** .675

3. Gravedad de la situación 5.91 (1.05) 6.05 (.84) 5.87 (1.10) - -.29 .514

4. SHAS 2.45 (.52) 2.64 (.42) 2.41 (.53) - .025

Nota.  SHAS: Escala de Actitudes hacia el Acoso Sexual. * p < .05, ** p < .01.

Tabla 2 
Actitudes y Género como predictores de la atribución de culpabilidad y percepción de gravedad en la situación de acoso sexual

V. Criterio Culpabilidad hacia la víctima Culpabilidad hacia el acosador Gravedad Acoso

Predictor beta t p R2 ∆R2 beta t p R2 ∆R2 beta t p R2 ∆R2

PASO 1 .084 .095 .066 .077 .074 .095

Género .10 1.44 .150 –.06 –.87 .385 –.10 –1.04 .302

SHAS .30 4.18 .001 –.28 –3.77 .001 –.30 –2.91 .005

PASO 2 .080 .001 .061 .001 .064 .001

GéneroxSHAS .033 .42 .675 .025 .31 .753 .038 .36 .721

Nota. SHAS: Escala de Actitudes hacia el Acoso Sexual.
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Cuando se estudiaron los factores que podían predecir la percep-
ción de la situación de acoso sexual, se encontró que únicamente las 
actitudes de tolerancia hacia el acoso sexual (SHAS) de los partici-
pantes, tuvieron influencia sobre dicho proceso, de manera que 
cuanto más tolerantes son los participantes hacia el acoso sexual, en 
menor medida culpan al acosador de los hechos, culpan a la víctima 
en mayor medida y consideran la situación de acoso como un inci-
dente poco grave. 

Por lo tanto, los resultados apuntan a que es la ideología y actitu-
des sexistas, y no tanto el género del participante, la variable que 
estaría jugando un papel fundamental en la percepción del acoso 
sexual. Concretamente, la atribución de culpa y responsabilidad en 
una situación de acoso sexual podría estar relacionada con ciertos 
mitos presentes tanto en hombres como en mujeres, a través de los 
cuales se atribuiría cierta culpabilidad a la víctima de acoso sexual 
amparados en la creencia de que ella permitió que ocurriera o “pro-
vocó” de alguna manera al hombre (Lonsway et al., 2008). La litera-
tura sobre acoso sexual señala la posible influencia de creencias 
sexistas en la percepción del acoso sexual, haciendo que los partici-
pantes resten importancia a la situación de acoso, incluso normali-
zándola (Sakallı-Uğurlu et al., 2010). 

A la luz de estos resultados, en el siguiente estudio se pretende 
indagar en el papel que juegan los mitos hacia el acoso sexual así 
como la ideología sexista en la percepción del acoso sexual.

Estudio 2

Con el segundo estudio se pretendía comprobar si la Aceptación 
de los Mitos del Acoso Sexual (ISHMA), así como la Ideología Sexista 
(ASI), influían sobre la percepción de una conducta de acoso sexual 
en el contexto académico, así como sobre las atribuciones de culpa y 
responsabilidad hacia víctima y acosador.  

El acoso sexual no tiene porque producirse sólo en el ámbito la-
boral, sino en cualquier contexto donde se den las condiciones pro-
picias para que un hombre acose a una mujer (Willness et al., 2007), 
y en este sentido, el contexto académico es uno de los escenarios 
más proclives a mostrar situaciones de acoso, tal y como indica la 
literatura (De Souza, 2011). El escenario usado en este segundo estu-
dio se sitúa en el contexto académico.   

Para comprobar estos objetivos se plantean las siguientes hipótesis:
1) En primer lugar, se espera encontrar que los participantes con-

sideren la conducta como acoso sexual, así como que atribuyan ma-
yor culpabilidad y responsabilidad al acosador que a la víctima de 
acoso.

2) En segundo lugar, se espera encontrar un efecto de la ideología 
sobre la percepción de la conducta como acoso sexual así como sobre 
la atribución de culpa y responsabilidad. Concretamente, cuanta más 
aceptación de los mitos del acoso sexual y mayor ideología sexista 
tengan los participantes, en menor medida percibirán la situación de 
acoso como tal, en menor medida culparan y responsabilizaran al 
acosador y en mayor medida a la víctima.

Método

Participantes

La muestra estuvo compuesta por 65 participantes (15.4% hom-
bres, 84.6% mujeres), estudiantes de la Universidad de Kent (Canter-
bury, UK) así como población general, con edades comprendidas 
entre  18 y 59 años, con una media de edad de 21.18 años (DT = 6.55).

Procedimiento 

La muestra de estudiantes fue recogida mediante la website del 
Departamento de Psicología de la Universidad de Kent: Research Par-
ticipation Scheme’s (RPS). 

La muestra correspondiente a la población general fue recogida 
mediante muestreo no probabilístico incidental. Las instrucciones, 
tanto verbales como escritas, garantizaban el anonimato y la confi-
dencialidad de sus respuestas. 

Instrumentos

Se construyó un cuestionario donde se recreó un escenario ficticio 
en el que un profesor realiza hacia una estudiante a la que imparte 
clase, un comportamiento sexualmente acosador:

“Antonio es un estudiante de doctorado que se encuentra en su últi-
mo año de beca. El está impartiendo clases de una asignatura de psico-
logía social, por lo que una parte de sus tareas docentes consiste en eva-
luar al alumnado al que enseña. Un día María, una de las estudiantes de 
Antonio, va a su despacho para comprobar los resultados del último exa-
men. Antonio se muestra encantado de recibirla y enseñarle su examen, 
por lo que María toma asiento y comienzan a hablar sobre la nota que 
ésta tiene. Durante la revisión del examen, María empieza a sentirse 
cada vez más incómoda. Antonio se sienta cerca de María y empieza a 
tocarle la pierna y a intentar abrazarla y besarla”.

A continuación, se presentaron las siguientes medidas:

–  Culpabilidad de la víctima: ¿Crees que María ha provocado el com-
portamiento? (1 = En absoluto ha provocado el comportamiento, 7 = 
Totalmente ha provocado el comportamiento). 

–  Culpabilidad del acosador: ¿En qué medida consideras que el com-
portamiento de Antonio fue más allá de los limites de un compor-
tamiento aceptable? (1 = En absoluto sobrepasó los límites de lo 
aceptable, 7 = Totalmente sobrepasó los límites de lo aceptable).

–  Responsabilidad: ¿En qué medida consideras que la persona respon-
sable de lo sucedido fue Antonio o María? (1 = María 100% responsa-
ble de la situación, 7 = Antonio 100% responsable de la situación). 

–  Percepción de Acoso Sexual: ¿En qué medida crees que el comporta-
miento de Antonio constituye un comportamiento típico de acoso 
sexual? (1 = En absoluto es acoso sexual, 7 = Totalmente es acoso sexual).

–  Inventario de Sexismo Ambivalente (ASI) (Glick y Fiske, 1996). Esta 
escala consta de 22 ítems, con un formato de respuesta tipo Likert 
de 6 puntos (desde 0 –totalmente en desacuerdo- hasta 5 –totalmen-
te de acuerdo). Puntuaciones elevadas revelan actitudes más sexis-
tas. La mitad de los ítems están relacionados con sexismo hostil y 
la otra mitad con el benévolo. El coeficiente α obtenido con los 
participantes en este estudio para el total de la escala fue de .78; de 
.72 en la subescala de sexismo hostil fue y de .65 en la subescala de 
sexismo benévolo.

–  Escala Illinois de Aceptación del Mito del Acoso Sexual (ISHMA) 
(Lonsway et al.,  2008). Esta escala consta de 20 ítems, con un for-
mato de respuesta tipo Likert de 7 puntos (1 = Fuertemente en des-
acuerdo, 7 = Fuertemente de acuerdo). Puntuaciones elevadas reve-
lan una mayor aceptación de los mitos del acoso sexual. El 
coeficiente alpha obtenido con los participantes en este estudio 
para la escala fue de .90.

Resultados 

Con el objetivo de obtener las puntuaciones de los participantes 
en las diferentes medidas del estudio, se realizó un análisis descrip-
tivo así como un análisis correlacional. Debido al escaso tamaño 
muestral de este estudio, no fue posible estudiar las diferencias se-
gún género en las medidas de interés. Los resultados se muestran en 
la tabla 3.

Como se puede observar en la tabla 3, la medida de culpabilidad 
de la víctima correlacionó negativamente con la medida de respon-
sabilidad (r = -.32, p < .01), y positivamente con la aceptación de los 
mitos sobre el acoso sexual (ISHMA) (r = .42, p < .01) (Hipótesis 2). La 
percepción de acoso correlacionó negativamente con el sexismo be-
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névolo (SB) (r = -.45, p < .01) (Hipótesis 2). Finalmente, el sexismo 
hostil (SH) correlaciona positivamente con el SB (r = .32, p < .05) y 
con el ISHMA (r = .44, p < .01).

A su vez, los participantes consideran que lo que hizo Antonio fue 
un comportamiento de acoso sexual, culpan más al acosador que a la 
víctima de la situación de acoso, y consideran al acosador como más 
responsable de lo sucedido que a la víctima, cumpliéndose la hipóte-
sis 1. Los resultados también revelaron una baja aceptación de los 
mitos hacia el acoso sexual, así como puntuaciones medias en sexis-
mo (tanto benévolo como hostil). 

Discusión

En general, y en la misma dirección que mostraban los resultados 
del estudio 1, los participantes culpabilizan en mayor medida al aco-
sador en comparación con la víctima, y perciben la conducta de An-
tonio como acoso sexual. Sin embargo, este resultado se ve influido 
por la aceptación de los mitos del acoso sexual y la ideología sexista 
(ISHMA, ASI), de manera que cuanto más sexistas benévolos son los 
participantes, menos consideraban la conducta como acoso. Igual-
mente, cuanto mayor es la aceptación de los mitos del acoso sexual 
de los participantes, mayor es la tendencia a culpar a la víctima de la 
situación descrita. 

Por lo tanto, con este resultado se confirma lo apuntado en el pri-
mer estudio así como en anteriores investigaciones, destacando la 
influencia de los mitos y el sexismo a la hora de hacer atribuciones 
de culpa y responsabilidad en una situación de acoso sexual (Lon-
sway et al., 2008; Wiener et al., 2010).

Discusión General

Con esta investigación se pretendía una aproximación psicosocial 
a la percepción social del acoso sexual, así como estudiar  la influen-
cia de la ideología en dicho proceso.

En el primer estudio, se esperaba encontrar que ante la situación 
de acoso sexual presentada, los participantes atribuyesen mayor cul-
pabilidad al acosador que a la víctima, así como que percibiesen el 
acoso como una situación grave. Además, se esperaba que la toleran-
cia de los participantes hacia el acoso sexual influyera en la percep-
ción de la situación de acoso sexual. Finalmente, se esperaba que los 
hombres, en comparación con las mujeres, culparan más a la víctima 
que al acosador, percibiesen la situación como menos grave y pun-
tuasen más alto en la tolerancia hacia el acoso sexual. 

En general, los resultados apoyaron las hipótesis, de manera que 
los participantes atribuían mayor culpabilidad al acosador que a la 
víctima, y percibían la conducta descrita como una situación grave. 
Además, cuanto más tolerantes eran los participantes ante el acoso, 
más culpaban a la víctima, menos al acosador y menos grave perci-
bían la conducta de acoso. Sólo hubo diferencias de género con res-
pecto a la tolerancia hacia el acoso en general, siendo los  hombres 
los que puntuaron más alto que las mujeres.

Dado que no se encontraron diferencias en la atribución de res-
ponsabilidad y culpa en función del género tal y como se esperaba, 
sino solamente en función del nivel de tolerancia hacia el acoso, in-
dependientemente de si se trataba de hombres o mujeres, este resul-
tado llevó a estudiar la posible influencia de ciertas creencias gene-
ralizadas y mitos hacia el acoso sexual, presentes tanto en hombres 
como en mujeres, así como la importancia de ciertas actitudes sexis-
tas que forman parte del imaginario colectivo, y que se usan para 
explicar determinados hechos, como el acoso sexual.

Por lo tanto, con el segundo estudio se trató de plasmar una situa-
ción más cercana a  los participantes, una situación de acoso sexual 
en el ámbito académico, y se incluyó una medida de mitos hacia el 
acoso sexual, además de las medidas dependientes usadas en el es-
tudio 1. Además de esperar que los participantes percibieran la situa-
ción descrita como acoso, culpasen y responsabilizasen más al aco-
sador en comparación con la víctima, también se esperaba que los 
mitos hacia el acoso y las actitudes sexistas influyeran en dicha per-
cepción.

Los resultados apoyaron las hipótesis planteadas, de manera que 
los participantes consideran que lo que hizo Antonio fue acoso 
sexual, culpan más al acosador que a la víctima de la situación de 
acoso, y consideran a Antonio responsable de lo sucedido.  

Como se esperaba, los participantes que sostenían más mitos ha-
cia el acoso sexual y tenían mayores actitudes sexistas benévolas, 
percibían la conducta como menos acosadora y atribuían mayor cul-
pabilidad a la víctima. Resultados similares refrendan el papel de la 
ideología sexista en la percepción de otras formas de violencia contra 
la mujer (Fernández, 2004; Herrera, Valor-Segura, y Expósito, 2012; 
Lila, Gracia, y García, 2010). 

Este resultado es sumamente interesante, ya que el hecho de te-
ner una ideología sexista benévola, que enmascara la desigualdad de 
género mediante conductas con tintes “positivos”, conlleva una me-
nor tendencia a percibir como acoso conductas que son susceptibles 
de serlo. Una de las principales implicaciones de este resultado es el 
efecto de la aceptación por parte de las mujeres, potenciales vícti-
mas, del sexismo benévolo y los mitos sobre el acoso sexual, lo que 
puede llevarlas a restringir sus ambiciones para no enfrentarse a si-
tuaciones de acoso, por lo que en ocasiones eligen sacrificar la igual-
dad por la seguridad (Expósito, Herrera, Moya, y Glick, 2010; Herrera, 
Expósito, Moya, y Houston, 2012). El sexismo benévolo y ciertos mi-
tos sobre el acoso, pueden ser considerados como una lente que dis-
torsiona la realidad y que debilita la resistencia de la mujer ante 
cualquier situación de desigualdad, discriminación o violencia de la 
que es objeto. Este dato resalta la necesidad de estudiar la ideología 
entre las mujeres, considerándolo un factor importante que dificulta 
el cambio social en los grupos que sufren el prejuicio y la discrimina-
ción, haciendo que los miembros de estos grupos asuman y estén de 
acuerdo con su situación de inferioridad.

En ambos estudios, se han descrito comportamientos de acoso lo 
suficientemente explícitos como para que sean percibidos como ta-
les, que no deberían ser minimizados ni normalizados, salvo, que los 

Tabla 3
Puntuaciones medias (y desviaciones típicas). Correlaciones entre variables 

Medidas Total (DT) 2 3 4 5 6 7

1. Culpabilidad de la víctima 1.58 (.90) -.19 -.32** -.10 .11 .10 .42**

2. Culpabilidad del acosador 5.82 (2.05) - .024 -.035 -.12 -.021 -.12

3. Responsabilidad 6.17 (1.27) - .19 .073 -.15 -.072

4. Acoso Sexual 6.25 (1.09) - -.023 -.45** -.22

5. SH 2.64 (.76) - .32* .44**

6. SB 2.60 (.74) - .21

7. ISHMA 2.66 (.77) -

Nota. SH: Sexismo Hostil; SB: Sexismo Benévolo; ISHMA: inventario Illinois de Aceptación de los Mitos hacia el Acoso Sexual.* p < .05, ** p < .01.
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perceptores los valoren desde una óptica sexista o impregnados de 
creencias y mitos. 

El estudio 2, pese a sus limitaciones, ha conseguido mostrar el 
efecto que los mitos hacia el acoso sexual tienen en la atribución de 
culpa, responsabilidad de las victimas, y la percepción de un episodio 
como acoso sexual. Como en otros ámbitos, la inexistencia de defini-
ciones consensuadas sobre determinados constructos, favorece la 
existencia de creencias generalizadas y mitos sobre ellos. La propia 
definición de acoso sexual deja abierta la posibilidad de una valora-
ción subjetiva generando confusión a la hora de interpretar qué con-
ductas son consideras acoso y cuáles no (Bosch y Ferrer, 2000; Topa 
et al., 2008). Todo ello, junto a la existencia de ciertos mitos, contri-
buye a crear un obstáculo en la visibilización del problema, impi-
diendo la puesta en marcha de posibles conductas de ayuda hacia las 
víctimas (Lonsway et al., 2008). 

Este trabajo presenta algunas limitaciones que con seguridad, 
podrán ser subsanadas en un futuro. Entre estas se encuentran el 
tamaño de la muestra empleada, sobre todo en el segundo estudio, 
lo que hace imposible extrapolar los resultados a la población gene-
ral; además de la restringida nacionalidad de las mismas (muestra 
inglesa). Pero no podemos dejar de resaltar la importancia del mis-
mo, ya que hasta el momento, no se disponía de ningún instrumen-
to sobre Mitos hacia el acoso sexual en castellano que pudiera ser-
vir para realizar este tipo de estudios en países de habla hispana. 
Esta fue la razón de optar por realizar un estudio con población 
inglesa que pudiera responder a un instrumento validado en este 
país. En próximos estudios, se podrá disponer de esta medida que 
ya se encuentra adaptada al castellano, la Escala de Mitos hacia el 
Acoso Sexual de Illinois (ISHMA; Expósito, Herrera, Valor-Segura, 
Herrera, y Lozano, 2014), lo que permitirá obtener datos de mues-
tras más numerosas aumentado así su capacidad de generalizar los 
resultados aquí obtenidos. 

Por otro lado, se tratarán de incorporar otros comportamientos 
acosadores más sutiles, tales como comportamientos sexistas, que 
son más difíciles de percibir como acoso (Barak, 1997; Fitzgerald, 
Drasgow, Hulin, Gelfand, y Magley, 1997).

A pesar de estas limitaciones, este trabajo puede contribuir a con-
seguir esclarecer, en la medida de lo posible, los factores que se es-
conden tras la percepción de un comportamiento explícito de acoso 
sexual. El acoso es un problema social, que no solo atañe a los hom-
bres (en su mayoría perpetradores de acoso sexual), o a las mujeres 
que lo sufren, sino también a las instituciones en las que se da este 
tipo de comportamiento que no contemplan en sus políticas empre-
sariales, protocolos de prevención contra el acoso sexual. Por lo tan-
to, es de capital importancia trabajar sobre ciertas actitudes e ideo-
logías como el sexismo o los mitos hacia el acoso, con el objetivo de 
poder detectar este tipo de conductas, algunas muy sutiles e incluso 
reforzadas socialmente. 

En el ámbito de la justicia, este tipo de actitudes y creencias pue-
den afectar la toma de decisión, pudiendo llegar incluso a producir 
en la víctima una doble victimización, la que conlleva el hecho de ser 
una víctima de un delito, y la que supondría el no encajar en el ima-
ginario de víctima de acoso que el jurado o juez tiene en su mente. 

Su adecuada percepción ayudaría a una mayor identificación de 
las consecuencias negativas que suponen, y contribuiría a su denun-
cia y erradicación.
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Valoración psicológica en delitos de violencia de género mediante el Inventario 
Clínico y Multiaxial de Millon III (MCMI-III)
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R E S U M E N

Se pretende valorar el estado psicológico de 127 mujeres que denuncian maltrato por parte de su expareja, 
y de 55 hombres denunciados, a través del MCMI-III, analizando asimismo la influencia de las variables so-
ciodemográficas y del maltrato sobre las puntuaciones del MCMI-III. Las mujeres presentan edad media de 
36.25 años (DT = 10.48), y los varones 42.54 años (DT = 12.93). Ambos grupos fueron remitidos al Instituto 
de Medicina Legal de una provincia española por parte del Juzgado de Violencia sobre la Mujer. Se les ad-
ministró el MCMI-III, obteniendo perfiles característicos en función de la edad, duración del maltrato y 
años de convivencia. Las mujeres obtienen puntuaciones altas en deseabilidad social, personalidad compul-
siva, ansiedad, distimia, somatomorfo y depresión. Los varones presentan rasgos narcisistas, depresión y 
dependencia de sustancias. A mayor duración del maltrato aumentan en las mujeres las puntuaciones en 
personalidad esquizoide, depresiva y autodestructiva, junto a distimia y estrés postraumático, con puntua-
ciones más bajas en deseabilidad social e histrionismo. 
© 2014 Colegio Oficial de Psicologos de Madrid. Producido por Elsevier España, S.L. Todos los derechos reservados.

Psychological assessment of gender-based violence (GBV) crimes by The Millon 
Clinical Multiaxial Inventory-III (MCMI-III)

A B S T R A C T

In this study, psychological assessment of 127 women presenting charges of gender-based violence (GVB) 
and 55 male suspects, were analyzed by the MCMI-III, as well as the influence of sociodemographic data 
and GVB features on these MCMI-III scores. Average age of women was 36.25 (SD = 10.48) and average age 
of men was 42.54 years old (SD = 12.93). Both groups were referred to the Legal Medicine Institute by the 
Woman Violence Court and all of them were administered the Millon Clinical Multiaxial Inventory III 
(MCMI-III). Differential profiles according to age, maltreatment duration and years of cohabitation were 
obtained. Women presented high scores in Social desirability, Compulsive personality, Anxiety, Dysthymia, 
Somatization and Depression. Men presented Narcissistic features, Depression and Substance abuse. As 
maltreatment extended in time, Schizoid, Depressive and Self-destructive features increased in women, as 
well as Dysthymia and PTSD, obtaining lower scores on Social desirability and Histrionic personality. 
© 2014 Colegio Oficial de Psicólogos de Madrid Production by Elsevier España, S.L. All rights reserved.

En violencia de género se contemplan tres grandes categorías de 
maltrato, violencia física, sexual y psicológica. El maltrato físico abar-
ca conductas que, de forma intencional, implican la utilización de 
algún instrumento o procedimiento con la finalidad de dañar a otra 
persona de modo que aparezcan riesgos de lesión, enfermedad o do-
lor, con independencia de los resultados de dicha conducta. El mal-

trato sexual comprende conductas de intimidad sexual forzada, ya 
sea por amenazas, intimidación, coacción o por llevarse a cabo en 
estado de indefensión. El maltrato psicológico atenta contra la inte-
gridad emocional de la víctima, con la finalidad de producir intimi-
dación, desvalorización, sentimientos de culpa o sufrimiento (Do-
mínguez, García y Cuberos, 2008). Este tipo de violencia es más 
difícil de evaluar e identificar, por lo que se sugiere que su severidad 
sea estimada en función tanto de la frecuencia con la que se da como 
del impacto subjetivo que supone para la víctima. En cualquier caso, 
el maltrato conlleva una relación asimétrica en la que el agresor se 
encuentra en situación de dominio permanente, produciéndose cir-
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cularidad de los procesos y actos violentos, siendo su habitualidad 
una característica esencial. 

En este ámbito de actuación, las Unidades de Valoración Integral 
de Violencia de Género, dependientes de los Institutos de Medicina 
Legal y enmarcadas en la Ley Orgánica 1/2004 de 28 de diciembre, de 
medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género, (Jefa-
tura del Estado, 2004) analizan la problemática de maltrato sobre la 
mujer en las relaciones de pareja aportando una valoración de la uni-
dad familiar, con abordaje psicosocial y médico forense. En base a 
ello, la presente investigación analiza el estado psicológico de las 
mujeres que denuncian maltrato por parte de su expareja, así como 
de los varones denunciados, a través de un instrumento de medida 
estandarizado, el MCMI-III, y contemplando la posible influencia que 
variables sociodemográficas y del maltrato puedan ejercer sobre las 
puntuaciones obtenidas. La simultaneidad en el análisis de ambos 
colectivos, supuestas víctimas y maltratadores, permitirá compren-
der de forma más amplia la dinámica de violencia de pareja, los efec-
tos que esta vivencia traumatizante genera y los posibles factores que 
afectan en su proceso. 

La vivencia de una situación de maltrato en la pareja ocasiona 
consecuencias físicas y psicológicas en las víctimas (Amor, Eche-
burúa, Corral, Zubizarreta y Sarasua, 2002; Johnson y Zlotnick, 
2009; Labrador, Fernández-Velasco y Rincón, 2010; Sarasua, Zubi-
zarreta, Echeburúa y Corral, 2007). Habitualmente, suelen coexis-
tir diversas formas de maltrato, interrelacionándose sus conse-
cuencias. Resulta complejo delimitar los síntomas que presentan 
las mujeres maltratadas y estudiarlos de forma aislada porque 
muchos de ellos se mezclan entre sí y no son excluyentes. Además 
de las consecuencias psicológicas que genera un maltrato, cuando 
las circunstancias requieren el ingreso en un centro residencial se 
puede incrementar el estrés psicosocial que padecen estas muje-
res debido a la incertidumbre sobre cuestiones básicas de su vida 
y entorno. En estas condiciones, las reacciones emocionales son 
diversas: ansiedad, temor, desesperanza, desconfianza, senti-
miento de incapacidad, etc. Las agresiones recurrentes pueden 
desestabilizar su ajuste emocional y debilitar su autoestima. Tras-
tornos de ansiedad, fobias, depresión, disfunciones sexuales y di-
versas alteraciones en los rasgos de personalidad son algunas de 
las consecuencias (Krause, Kaltman, Goodman y Dutton, 2008; La-
cey, Dilworth, Samuel, Powell y Head, 2013). Por ello, el presente 
estudio contempla los efectos que esta experiencia victimizante 
ocasiona en las mujeres que denuncian esta problemática. Tam-
bién adquiere importancia la identificación de las características 
psicológicas de los maltratadores, reto de gran interés en la inves-
tigación de los últimos años, con la finalidad de minimizar el ries-
go al que se enfrentan las víctimas.

Las consecuencias emocionales no se manifiestan necesariamen-
te a corto plazo. Muchas de estas conductas abusivas tienen repercu-
siones en el desarrollo psicológico posterior (Bonomi et al., 2006; 
Calvete, Estévez y Corral, 2007), destacando el daño en la percepción 
de intencionalidad de las agresiones provocadas por una persona con 
la que se realiza una vida en común. Entre los factores que predicen 
la aparición de sintomatología asociada al maltrato se encuentran la 
frecuencia, severidad y duración de la violencia vivida, interviniendo 
variables personales como la existencia de victimización previa, 
edad, estabilidad emocional, recursos psicológicos, apoyo social, etc. 
(Hegarty et al., 2013). De ahí la relevancia de considerar la influencia 
de diversas variables de análisis en el impacto psicológico de la vio-
lencia de pareja. Calvete et al. (2007), indican que la experiencia de 
maltrato crónico provoca síntomas de estrés postraumático capaces 
de modificar los esquemas cognitivos de las víctimas produciendo un 
cambio en la percepción de sí mismas y del entorno. El trauma pro-
duce una desconfirmación masiva de sus expectativas, ya que las 
creencias y supuestos previos no pueden dar cuenta de la experien-
cia traumática y se presentan como inadecuados para entender su 
nueva realidad postraumática. 

La mujer víctima de maltrato de larga duración tiene un riesgo 
importante de experimentar un cuadro depresivo prolongado en el 
tiempo. Este estado psíquico causado por la cronicidad de la violen-
cia sufrida puede implicar cambios en su personalidad que las hace 
más vulnerables a sufrir nuevas victimizaciones (Villarejo, 2005). En 
trabajos previos se observa cómo la temporalidad del maltrato afecta 
a las características de personalidad de las mujeres maltratadas, ob-
teniendo puntuaciones más altas en las escalas de personalidad De-
presiva y Negativista del MCMI-III conforme aumenta la duración del 
maltrato (Ballester y Ventura, 2010). Otros estudios señalan que en 
las mujeres maltratadas se intensifican rasgos de personalidad de-
pendiente, esquizoide y fóbico (Davins, 2005; Pico-Alfonso, Eche-
burúa y Martinez, 2008). Una vez que ha surgido el primer episodio 
de maltrato, la probabilidad de nuevos episodios se incrementa, ha-
ciéndose más frecuente el uso de la violencia como estrategia de 
control. De ahí la relevancia de detectar este tipo de problemáticas y 
evitar futuras victimizaciones. 

Tradicionalmente se alude a factores culturales y de desigualdad 
de género como responsables del comportamiento violento. Corsi 
(1995), señala que los agresores a la mujer en el hogar tienden a pre-
sentar habilidades de comunicación pobres, estrategias inadecuadas 
para solucionar los problemas y baja tolerancia a la frustración. Otros 
indicadores de psicopatología, como el consumo de drogas y alcohol 
o comportamientos de celos podrían facilitar episodios de agresión 
física y configuración de la violencia. La impulsividad y la falta de 
regulación emocional están implicadas en todos los trastornos de 
personalidad relacionados con la violencia. Los síntomas de los tras-
tornos de personalidad han mostrado ser mejores predictores de la 
violencia que los trastornos de personalidad por sí mismos (Boira y 
Jodrá, 2010; Esbec y Echeburúa, 2010). En el maltrato hacia la pareja 
resulta esencial contemplar los factores de riesgo del denunciado, de 
la denunciante y de la dinámica relacional creada entre ellos (Hilton, 
Harris, Rice, Houghton y Eke, 2008). De ahí la importancia de tener 
en cuenta la personalidad de los implicados y su estado psicológico, 
entre otras variables, medidos a través de pruebas estandarizadas 
que han sido sometidas a los estudios psicométricos pertinentes para 
obtener una medición fiable. 

Entre la gran variabilidad de características de los maltratadores 
los estudios señalan inestabilidad emocional, descontrol de la ira, 
problemas de asertividad, ideas distorsionadas sobre la mujer y la 
violencia, rasgos de personalidad antisocial, límite y narcisista, así 
como adicciones o consumo de alcohol y/o drogas (Amor, Eche-
burúa, y Loinaz, 2009; Fernández-Montalvo y Echeburúa, 2008; 
Johnson et al., 2006;  Redondo, 2010). Según Torres, Lemos-Girál-
dez y Herrero (2013), dentro de la heterogeneidad de los grupos 
encontrados en las distintas investigaciones existen determinadas 
características que se repiten de forma recurrente, en concreto ca-
racterísticas del tipo antisocial, narcisista, límite y abuso de sustan-
cias. La inmensa mayoría de los estudios inciden sobre los factores 
de riesgo, enfatizando que los rasgos antisociales predicen la apari-
ción de ira y problemas con el alcohol, cada uno de los cuales pre-
dice la agresión psicológica y con ella, la física (Andrés-Pueyo y 
Echeburúa, 2010; Echeburúa, Amor y Corral, 2009; Loinaz, Eche-
burúa y Torrubia, 2010; Stuart et al., 2006). Recientes trabajos (Loi-
naz, Ortiz-Tallo, Sánchez y Ferragut, 2011; Loinaz, Ortiz-Tallo y Fe-
rragut, 2012; Ortiz-Tallo, Cardenal, Ferragut y Cerezo 2011), hablan 
de tres tipologías de maltratadores caracterizadas por puntuacio-
nes altas en la tríada Histriónica- Narcisista- Compulsiva del MCMI-
III, por puntuaciones altas en personalidad Antisocial o bien un 
perfil caracterizado por rasgos Paranoides, Agresivo-sádicos, Anti-
sociales, Negativistas y Límites, destacando entre los síndromes 
clínicos las puntuaciones altas en Trastorno del Pensamiento, De-
pendencia de alcohol y sustancias. 

Para comprender de forma más global este tipo de situaciones de 
violencia se requieren estudios que analicen la gran diversidad de 
variables que influyen entre sí, con el fin de poder explicar e interve-
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nir en estas problemáticas. Asimismo, escasos estudios analizan de 
forma conjunta y con el mismo instrumento de medida a ambos co-
lectivos. Echeburúa, Fernández-Montalvo y Corral (2009), en base a 
una muestra compuesta por 1.081 sujetos analizan la gravedad de la 
violencia de pareja denunciada, obteniendo en víctimas y agresores 
una edad media de 36 años, nacionalidad española principalmente, 
clase social medio- baja o baja, nivel de estudios básicos y profesio-
nes poco cualificadas o en situación de desempleo. Las denuncias de 
violencia surgen en parejas jóvenes, pero con una convivencia ya 
prolongada (en torno a los 9 años), con hijos, y en situación de trámi-
tes de separación. Los autores señalan que los resultados de su estu-
dio deben considerarse con cautela ya que se trata de un trabajo ba-
sado en cuestionarios realizados por evaluadores múltiples que han 
podido mostrar criterios diversos respecto a la cumplimentación de 
las pruebas. 

Debido a la necesidad de objetivar en la medida de lo posible las 
variables implicadas en estas temáticas, se analiza en el presente es-
tudio de forma conjunta a un grupo de mujeres que denuncian mal-
trato así como a los varones denunciados, a partir de un instrumento 
estandarizado. Ambos colectivos se encuentran en el mismo contex-
to de evaluación (ámbito judicial). Se propone como objetivo princi-
pal valorar el estado psicológico de los participantes a través del In-
ventario Clínico y Multiaxial de Millon III (MCMI-III). A su vez, de 
forma más específica, se pretende detectar la influencia que puedan 
ejercer las variables sociodemográficas y del maltrato sobre las pun-
tuaciones obtenidas en el MCMI-III.

Las hipótesis planteadas fueron las siguientes: en primer lugar, la 
vivencia de malos tratos en la relación de pareja generará un efecto 
emocional en las mujeres, apareciendo mayoritariamente puntua-
ciones altas en las escalas de Depresión y Ansiedad del MCMI-III. En 
segundo lugar, en los varones predominarán rasgos de personalidad 
Narcisista y del tipo Antisocial, así como puntuaciones altas en las 
escalas de Dependencia de alcohol y/o sustancias del MCMI-III. Por 
último, se obtendrán perfiles característicos en el MCMI-III en fun-
ción de variables sociodemográficas y del maltrato. 

Método

Participantes

Los participantes fueron 127 mujeres que denuncian maltrato en 
su última relación de pareja y 55 hombres denunciados, remitidos a 
la Unidad de Valoración Integral de Violencia de Género del Instituto 
de Medicina Legal de una provincia española por parte del Juzgado 
de Violencia sobre la Mujer nº 1, a lo largo de tres años (enero de 
2010 hasta diciembre de 2012). La edad media de las mujeres se sitúa 
en 36.25 años (DT = 10.48), con un rango que oscila entre 18 y 77 
años. Los varones presentan una edad media de 42.54 años (DT = 
12.93), siendo el rango de 20 hasta 83 años. Como criterios de inclu-
sión en el estudio se tuvo en cuenta que los participantes presenta-
ran un nivel adecuado de comprensión de nuestro idioma con la fi-
nalidad de poder realizar la prueba psicométrica, así como ausencia 
de limitaciones cognitivas importantes o síntomas psicóticos que im-
pidieran su ejecución.  

Instrumentos

Entrevista Semiestructurada para Víctimas de Maltrato Doméstico y 
para Agresores (Echeburúa y Corral, 1998): herramienta de recogida 
de información de los datos personales y sociodemográficos, tales 
como la edad, nacionalidad, estado civil, años de convivencia, nivel 
de estudios o situación laboral. Igualmente se recogen los datos refe-
rentes a las características del maltrato (tipo, duración y presencia de 
hijos). La información que se obtiene en este aspecto es aportada por 
el propio evaluado, a excepción de la variable tipo de maltrato, en la 
cual se ha tenido en cuenta el objeto de denuncia, es decir, el tipo de 

maltrato que la mujer denuncia haber padecido, dato registrado ex-
clusivamente a partir de la denuncia judicial que presenta la propia 
mujer. 

Inventario Clínico y Multiaxial de Millon III (MCMI-III) (Cardenal y 
Sánchez, 2007): instrumento de evaluación sobre problemas de 
personalidad, identificación de dificultades emocionales y persona-
les, trastornos comportamentales o síndromes clínicos. Ofrece un 
esquema teórico sobre las alteraciones de personalidad y los proce-
sos subyacentes al comportamiento, pensamiento y sentimiento 
disfuncional de las personas. Consta de 175 ítems con formato de 
respuesta verdadero/falso. Incluye 24 escalas clínicas, junto a las 
escalas de control o estilo de respuesta de Sinceridad, Deseabilidad 
social, Devaluación y Validez. Incluye la medición de los prototipos 
de personalidad Esquizoide, Evitativa, Depresiva, Dependiente, His-
triónica, Narcisista, Antisocial, Agresivo-sádico, Compulsiva, Nega-
tivista, Autodestructiva, Esquizotípica, Límite y Paranoide. En sín-
dromes clínicos se ofrecen mediciones sobre Trastorno de Ansiedad, 
Somatomorfo, Bipolar, Distimia, Dependencia de alcohol, Depen-
dencia de sustancias, Estrés Postraumático, Trastorno del Pensa-
miento, Depresión mayor y Delirante. La puntuación transformada 
del Inventario superior a 85 indica presencia de Trastorno o promi-
nencia del mismo. 

Procedimiento

Las evaluaciones se llevaron a cabo en la Unidad de Valoración 
Integral de Violencia de Género del Instituto de Medicina Legal. Con-
sistieron en una entrevista individual, con la mujer que denuncia 
maltrato o bien con el varón denunciado, en la que estaban presentes 
dos profesionales, psicólogo y médico forense, así como una segunda 
sesión de exploración en la que los participantes realizaban el Inven-
tario MCMI-III. Los datos referentes a las variables cualitativas del 
estudio (nacionalidad, estado civil, nivel de estudios o situación labo-
ral, tipo de maltrato, duración y presencia de hijos) fueron categori-
zados en la base de datos del estudio, procediendo a los análisis es-
tadísticos mediante el paquete estadístico SPSS para Windows 
(versión 17.0) y consistentes en análisis descriptivos (frecuencias, 
medias, porcentajes), correlaciones bivariadas de Pearson y compa-
raciones de medias en las variables cuantitativas (pruebas T de Stu-
dent y pruebas U de Mann-Whitney).

Resultados

Mujeres que denuncian maltrato

Mayoritariamente presentan nacionalidad española (77.2%), resi-
den en la vivienda familiar o domicilio habitual (70.9%), se encuen-
tran en situación laboral de desempleo (40.2%), nivel de estudios 
básico (50.4%), estado civil casada (39.4%), con hijos (77.1%), apoyo 
social (91.3%) y ausencia de antecedentes médicos, consumo de alco-
hol y/o drogas. La duración media de la convivencia de pareja es de 
9.8 años (DT = 10.32), con un máximo de 54 años. En la totalidad de 
los casos se trata de una denuncia judicial interpuesta por la propia 
mujer (90%). El 85.8% de las participantes denuncia maltrato de tipo 
físico, sexual y psicológico, mientras que el 14.2% denuncia única-
mente maltrato psicológico. La duración media del maltrato es de 5 
años (DT = 5.4), con un valor máximo de 30 años. El 79.5% de las 
mujeres comenta que la violencia ha sido ejercida únicamente sobre 
ella, mientras que el 20.5% de las mujeres refiere extensión del mal-
trato a sus hijos (tabla 1).

En la tabla 2 se presentan las puntuaciones medias, desviaciones 
típicas y el rango de puntuaciones que han obtenido las participantes 
en el Inventario MCMI-III, así como las frecuencias y porcentajes de 
los diferentes perfiles con puntuaciones superiores a 85 (la suma de 
las mujeres que presentan puntuaciones superiores a 85 en las dis-
tintas escalas supera la cantidad total de la muestra debido a que 
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muchas de ellas obtienen puntuaciones superiores a 85 en más de 
una escala). La puntuación media más elevada se obtiene en De-
seabilidad social (70.36), con un rango que oscila entre 12 y 100 pun-
tos. Existen 45 casos (35.4%) con puntuaciones superiores a 85 en 
dicha escala. En las escalas de personalidad se obtienen las puntua-
ciones medias más elevadas en Compulsiva (68.62), Histriónica 
(53.03), Dependiente (52.91) y Esquizoide (52.02). En síndromes clí-
nicos, las puntuaciones medias más elevadas se sitúan en Trastorno 
de Ansiedad (62.72), Distimia (55.68), Somatomorfo (55.27) y Depre-
sión (54.01).

Para observar la influencia de las variables sociodemográficas y 
del maltrato sobre las puntuaciones obtenidas en el MCMI-III se rea-
lizaron correlaciones bivariadas de Pearson con las variables cuanti-
tativas obteniéndose resultados significativos con la edad, años de 
convivencia y duración del maltrato. En base a la edad, se obtienen 
correlaciones bivariadas negativas en las escalas de personalidad An-
tisocial (r = -.21; p < .05), Límite (r = -.18; p < .05), Paranoide (r = -.18; 
p < .05) y Dependencia de sustancias (r = -.27; p < .01). Así, las muje-
res de menor edad obtienen puntuaciones más altas en personalidad 
Antisocial, Límite y Paranoide, junto a Dependencia de sustancias. 
También la variable edad arroja correlaciones bivariadas positivas 
con la duración del maltrato (r = .31; p < .01) y años de convivencia 
(r = .61; p < .01). En mujeres de mayor edad se obtiene una duración 
mayor del maltrato y una convivencia más prolongada con el agresor 
(tabla 3).

Los años de convivencia arrojan correlaciones bivariadas negati-
vas con las escalas Bipolar (r = -.19; p < .05) y Dependencia de sustan-
cias (r = -.21; p < .05). Las mujeres con una prolongación más amplia 
de su convivencia con el maltratador obtienen puntuaciones más ba-
jas en las escalas Bipolar y Dependencia de sustancias.

En base a la duración del maltrato, se obtienen correlaciones bi-
variadas positivas con las escalas de personalidad Esquizoide 
(r = .19; p < .05), Depresiva (r = .32; p < .01) y Autodestructiva 
(r = .19; p < .05), así como en Distimia (r = .23; p < .01) y Estrés Pos-
traumático (r = .18; p < .05). A mayor duración del maltrato apare-
cen puntuaciones más altas en personalidad Esquizoide, Depresiva 
y Autodestructiva, así como puntuaciones más altas en Distimia y 
Estrés Postraumático. También aparece un periodo de convivencia 
más elevado en aquellos casos en los que el maltrato ha durado más 
años (r = .64; p < .01). A su vez, arrojan correlaciones bivariadas 
negativas las escalas de personalidad Histriónica (r = -.26; p < .01) 
y Deseabilidad social (r = -.27; p < .01) en función de la duración del 
maltrato. Se obtienen puntuaciones más bajas en personalidad His-
triónica y en Deseabilidad social cuando aumenta la duración del 
maltrato.

En la variable duración del maltrato, si se realizan dos grupos de 
comparación en función de la temporalidad del maltrato (menor de 
5 años o bien igual/ superior a 5 años), aparecen diferencias signifi-
cativas mediante la prueba T de Student en las escalas Esquizoide 
(t = 10.88; p < .001) y Dependencia de sustancias (t = 4.35; p < .039). 
Cuando la duración del maltrato es igual o superior a 5 años apare-
cen puntuaciones más altas en personalidad Esquizoide (Media = 
56.85; DT = 17.06 frente a Media = 48.98; DT = 21.67). Por el contrario, 
las mujeres que denuncian un maltrato inferior a 5 años obtienen 
puntuaciones más altas en Dependencia de sustancias (Media = 
35.15; DT = 24.45 frente a Media = 33.63; DT = 27.64). 

Por último, debido a la puntuación alta obtenida en la escala de 
Deseabilidad social, en cuanto al estilo de respuesta de las partici-
pantes, destacar que se obtienen correlaciones bivariadas negativas 
entre la escala de Deseabilidad social del MCMI-III y la duración del 
maltrato, como se apuntaba con anterioridad, así como con las esca-
las de personalidad Antisocial (r = -.20; < = .05), Límite (r = -.60; 
p < .01), Paranoide (r = -.41; p < .01), Esquizoide (r = -.50; p < .01), 
Depresiva (r = -.69; p < .01), Autodestructiva (r = -.60; p < .01), His-
triónica (r = -.82; p < .01), y con el síndrome clínico de Estrés Postrau-
mático (r = -.50; p < .01). 

Tabla 1
Características sociodemográficas en las mujeres que denuncian maltrato

Frecuencias 
N = 127

%

1. Procedencia

Española 98 77.2

Latinoamericana 11 8.7

Europa del Este 16 12.6

Árabe 2 1.5

2. Residencia

Vivienda propia 90 70.9

Familiares 27 21.3

Casa de acogida 6 4.7

Otros 4 3.1

3. Relación laboral

Desempleo 51 40.2

Trabajo con contrato 47 37

Otros (trabajo sin contrato, pensionista, etc.) 29 22.8

4. Estudios

Sin estudios 17 13.4

Básicos 64 50.4

Formación profesional o Bachiller 35 27.6

Superiores 11 8.6

5. Estado civil

Soltera 42 33

Casada 50 39.4

Separada/ Divorciada 35 27.6

6. Hijos

Sin hijos 27 21.3

Embarazada 2 1.6

Uno/ dos hijos 80 63

Tres hijos o más 18 14.1

7. Años de convivencia

0-1 23 18.1

2-4 26 20.4

5-9 29 22.9

Más de 10 años 49 38.6

8. Enfermedades médicas

No 113 89

Sí 14 11

9. Consumo de alcohol

No 122 96.1

Sí 5 3.9

10. Consumo de drogas

No 118 92.9

Sí 9 7.1

11. Tipo de maltrato

Físico, sexual, psicológico 109 85.8

Psicológico 18 14.2

12. Extensión de la violencia

Pareja 101 79.5

Hijos 26 20.5

13. Duración del maltrato

0-1 39 30.7

2-4 39 30.7

5-9 23 18.1

10 años o más 26 20.5

14. Fuentes de apoyo

Sí 116 91.3

No 11 8.7
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Tabla 2
Puntuaciones del MCMI-III en las mujeres que denuncian maltrato

Escalas Media DT Rango N Puntc. > 85 % Puntc. > 85

1. Corrección 

Deseabilidad social 70.36 20.25 12-100 45 35.4

Sinceridad 55.52 20.24 16-96 14 11.1

Devaluación 56.10 22.80 0-96 16 12.7

2. Personalidad

Compulsiva 68.62 17.03 15-99 22 17.3

Histriónica 53.03 22.36 0-93 7 5.6

Dependiente 52.91 23.21 0-106 5 4

Esquizoide 52.02 20.31 0-90 1 0.8

Paranoide 51.66 22.71 0-98 2 1.6

Narcisista 51.43 18.67 0-85 1 0.8

Evitativa 49.77 26.33 0-100 4 3.2

Depresiva 45.03 25.40 0-97 6 4.8

Negativista 42.87 22.18 0-96 1 0.8

Autodestructivo 40.76 23 0-82 0 0

Esquizotípico 39.11 25.83 0-88 1 0.8

Antisocial 35.79 23.73 0-81 0 0

Límite 35.76 24.24 0-83 0 0

Agresivo-sádico 31.69 22.21 0-70 0 0

3. Síndromes clínicos 

Ansiedad 62.72 33.14 0-111 55 43.5

Distimia 55.68 31.40 0-106 18 14.4

Somatomorfo 55.27 27.57 0-105 10 8

Depresión mayor 54.01 29.57 0-115 16 12.8

Delirante 52.81 31.03 0-108 11 8.8

Estrés postraumático 51.01 25.51 0-109 3 2.4

Dependencia alcohol 44.12 24.30 0-105 2 1.6

Bipolar 43.14 24.60 0-90 1 0.8

Pensamiento 40.51 24.54 0-107 1 0.8

Dependencia sustancias 34.56 25.63 0-77 0 0

Tabla 3
Correlaciones bivariadas de Pearson en las mujeres que denuncian maltrato 

1 2 3 4 5 6 7 8 9 10 11 12 13 14 15

1 -

2 .61** -

3 .31** .64** -

4 -.21* -.16 -.03 -

5 -.18* -.14 .06 .60** -

6 -.18* -.03 .00 .33** .52** -

7 .01 -.09 .19* .09 .41** .43** -

8 -.06 .09 .32** .23** .63** .53** .51** -

9 .01 .08 .19* .25** .64** .52** .58** .70** -

10 -.01 -.11 -.26** -.08 -.49** -.45** -.63** -.63** -.60** -

11 -.27** -.21* -.06 .77** .48** .28** -.10 .15 .10 .04 -

12 -.16 -.19* -.09 .53** .52** .46** .00 .28** .28** -.04 .48** -

13 .06 .14 .23** .20* .64** .47** .60** .70** .74** -.66** .06 .27** -

14 -.07 .03 .18* .18* .56** .47** .34** .60** .53** -.46** .17* .26** .58** -

15 -.04 .08 -.27** -.20* -.60** -.41** -.50** -.69** -.60** -.82** -.08 -.08 -.67** -.50** -

*p < .05; **p < .01
1. Edad; 2. Años de convivencia; 3. Duración del maltrato; 4. Antisocial; 5. Límite; 6. Paranoide; 7. Esquizoide; 8. Depresiva; 9. Autodestructiva; 10. Histriónica; 11. Dependencia 
de sustancias; 12. Bipolar; 13. Distimia; 14. Estrés postraumático; 15. Deseabilidad social.
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Hombres denunciados

La inmensa mayoría son de nacionalidad española (89.1%), se en-
cuentran en situación laboral de desempleo (60%), nivel de estudios 
básico (60%), estado civil casado (61.8%), con hijos (76.4%), sin ante-
cedentes policiales (89.1%) y ausencia de enfermedades de tipo mé-
dico (85.5%) y/o psicológico (70.9%). Principalmente se trata de un 
maltrato de pareja (78.2%) de tipo físico, sexual y psicológico (72.7%), 
frente a situaciones de maltrato psicológico (27.3%) con extensión 
hacia sus hijos (21.8%) (tabla 4). La duración media del maltrato es de 
4.75 años (DT = 5.93), con rango de 1 mes hasta 30 años de duración. 
En la convivencia se obtiene una puntuación media de 12.90 años (DT 
= 12.84), abarcando un rango que oscila desde la ausencia de convi-
vencia hasta un máximo de 57 años. 

En la tabla 5 se presentan las puntuaciones medias, desviaciones 
típicas y rango de puntuaciones que han obtenido los participantes 
en el Inventario MCMI-III,  frecuencias y porcentajes de los perfiles 
con puntuaciones superiores a 85 (la suma de los participantes que 
presentan puntuaciones superiores a 85 en las distintas escalas su-
pera la cantidad total de la muestra debido a que muchos de ellos 
obtienen puntuaciones superiores a 85 en más de una escala). La 
puntuación media más elevada se obtiene en Deseabilidad social 
(77.41), con un rango de puntuaciones que oscila entre 0 y 100 pun-
tos. Existen 26 casos (47.3%) con puntuaciones superiores a 85 en 
dicha escala. En personalidad, se obtienen las puntuaciones medias 
más elevadas en los prototipos Narcisista (65.87), Compulsiva 
(63.34), Histriónica (54.52) y Dependiente (43.23). En síndromes clí-
nicos se obtiene la puntuación media más alta en Bipolar (43.01), 
Dependencia de sustancias (41.32), Ansiedad (39.78) y Delirante 
(39.05).

Para observar la influencia de las características sociodemográfi-
cas y del maltrato sobre las puntuaciones obtenidas en el MCMI-III se 
realizaron correlaciones bivariadas de Pearson, con las variables 
cuantitativas. Los resultados arrojan correlaciones positivas con la 
variable edad en Somatomorfo (r = .316; p < .05) y Depresión (r = .33; 
p < .05). A mayor edad aparecen puntuaciones más altas en los sín-
dromes clínicos Somatomorfo y Depresión. La edad también arroja 
correlaciones positivas con la duración del maltrato (r = .29; p < .05) 
y con los años de convivencia (r = .78; p < .01). A mayor edad se ob-
tiene mayor duración del maltrato y de los años de convivencia.

La duración del maltrato únicamente presenta correlación positi-
va con los años de convivencia (r = .38; p < .01). Existe mayor dura-
ción del maltrato conforme aumenta la convivencia. No se obtienen 
correlaciones significativas con las puntuaciones del MCMI-III. Tam-
poco aparecen diferencias significativas mediante la prueba no para-
métrica U de Mann-Whitney dividiendo a los varones en dos grupos, 
en función de la temporalidad del maltrato (menor o bien igual/ su-
perior a 5 años).

Los años de convivencia arrojan correlaciones bivariadas positivas 
con las escalas Somatomorfo (r = .32; p < .05), Distimia (r = .29; 
p < .05) y Depresión (r = .35; p < .01). Se obtienen puntuaciones más 
altas en Somatomorfo, Distimia y Depresión conforme aumenta la 
convivencia.

Por último, debido a la puntuación alta obtenida en la escala de 
Deseabilidad social, en cuanto al estilo de respuesta de los partici-
pantes, destacar que se obtienen correlaciones bivariadas negativas 
entre la escala de Deseabilidad social del MCMI-III y las escalas de 
personalidad Esquizoide (r = -.52; p < .01), Evitativo (r = -.50; p < .01), 
Depresiva (r = -.43; p < .01), Antisocial (r = -.35; p < .01), Agresivo-
sádico (r = -.33; p < .05), Negativista (r = -.27; p < .05), Autodestructi-
va (r = -.33; p < .05), Esquizotípica (r = -.39; p = .01), Límite (r = -. 32; 
p < .05), así como con los síndromes clínicos de Ansiedad (r = -.35; 
p < .01), Distimia (r = -.38; p < .01), Dependencia de alcohol (r = -. 37; 
p < .01), Estrés Postraumático (r = -.39; p = .01), Trastorno del Pensa-
miento (r = -.52; p < .01) y Depresión (r = -.35; p < .01). A su vez, se 
arrojan correlaciones bivariadas positivas entre la escala de Deseabi-

lidad social y personalidad Histriónica (r = .77; p < .01), Narcisista 
(r = .62; p < .01) y Compulsiva (r = .54; p < .01).  

Discusión

El objetivo principal consistía en valorar el estado psicológico de 
las mujeres que denuncian maltrato por parte de su expareja, así 
como de los varones denunciados, a través del Inventario Clínico y 

Tabla 4
Características sociodemográficas en los hombres denunciados

Frecuencias 
N = 55

%

1. Procedencia

Español 49 89.1

Latinoamérica 1 1.8

Europa del Este 4 7.3

Europeo comunitario 1 1.8

2. Relación laboral

Desempleo 33 60

Trabajo con contrato 22 40

3. Estudios

Sin estudios 4 7.3

Básicos 33 60

Formación profesional y/o Bachillerato 11 20

Superiores 7 12.7

4. Estado civil

Casado 34 61.8

Soltero 12 21.8

Separado/ Divorciado 9 16.4

5. Hijos

1-2 32 58.2

Sin hijos 13 23.6

3 o más 10 18.2

6. Años de convivencia

0-2 15 27.3

3-5 8 14.6

6-10 8 14.6

Más de 10 años 24 43.5

7. Enfermedades médicas

No 47 85.5

Sí 8 14.5

8. Antecedentes psicológicos

Sin antecedentes 39 70.9

Alcoholismo 4 7.3

Toxicomanías 4 7.3

Problema psicológico o trastorno 8 14.6

9. Tipo de maltrato

Físico, sexual, psicológico 40 72.7

Psicológico 15 27.3

10. Extensión de la violencia

Pareja 43 78.2

Hijos 12 21.8

11. Duración del maltrato

1 año 20 36.3

2-3 años 11 20

4-9 años 15 27.2

10 años o más 9 16.3



 A. Ballester y L. Villanueva / Anuario de Psicología Jurídica 2014 24 (2014) 9-18 15

Multiaxial de Millon III (MCMI-III). De forma más específica, se pre-
tendía detectar la influencia de variables sociodemográficas y del 
maltrato sobre las puntuaciones obtenidas en el MCMI-III. En el gru-
po de las mujeres se obtiene una edad media de 36 años, nivel de 
estudios básico, en situación laboral de desempleo y con hijos. De-
nuncian principalmente maltrato crónico de tipo físico, sexual y psi-
cológico. Datos semejantes son obtenidos por otros trabajos en los 
que destacan una edad media de 35 y 40 años, con formación acadé-
mica básica y nivel socioeconómico medio-bajo, inestabilidad labo-
ral, maltrato de larga duración, con cese de la convivencia y presencia 
de hijos (Alonso y Labrador, 2008; Labrador et al., 2010). Echeburúa, 
Fernández-Montalvo y Corral (2009), obtienen una edad media de 35 
años, siendo de nacionalidad española (72.8%), en desempleo (35.8%) 
o bien trabajadora no cualificada (45%), con nivel de estudios básico. 

En el grupo de los varones se obtiene una edad media de 42 años, 
situación laboral de desempleo, estudios básicos, casado, con hijos, 
sin antecedentes policiales ni médicos y/o psicológicos. Se aprecia 
que la información proporcionada por éstos es muy parecida a la 
ofrecida por las mujeres, si bien no resulta coincidente, posiblemen-
te debido al número de participantes en cada colectivo. Se obtiene 
una duración media del maltrato de 5 años, identificando principal-
mente maltrato físico, sexual y psicológico (72.7%), tratándose de 
violencia de pareja (78.2%) y con una duración media de 13 años de 

convivencia. También Boira y Jodrá (2010), obtienen que el 78.63% de 
los maltratadores admite haber perpetrado episodios de violencia 
física o sexual, apareciendo una duración media del maltrato de 5 
años en el 43.12% de la muestra, lo cual sugiere que las relaciones de 
violencia pueden llegar a ser de largo recorrido. 

Respecto a los efectos psicológicos que este tipo de vivencias oca-
siona en las mujeres, los resultados obtenidos apoyan la hipótesis 
planteada, apareciendo las puntuaciones medias más elevadas en las 
escalas de Ansiedad y Distimia del MCMI-III seguidas de Somatomor-
fo y Depresión. Estos resultados extienden trabajos previos en los 
que predomina sintomatología propia de un trastorno de ansiedad, 
distimia, somatización, depresión, desconfianza, suspicacia del en-
torno y estrés postraumático (Amor et al., 2002; Calvete et al., 2007; 
Davins, 2005; Hegarty et al., 2013; Labrador et al., 2010; Lacey et al., 
2013; Sarasua et al., 2007). Asimismo, en las escalas de personalidad 
del MCMI-III aparece la puntuación media más elevada en el prototi-
po Compulsivo. También la escala de Deseabilidad social muestra 
puntuaciones altas, resultados compatibles con trabajos previos (Ba-
llester y Ventura, 2010), en los que se obtiene un perfil sintomático 
de tipo afectivo junto a puntuaciones altas en personalidad Compul-
siva y Deseabilidad social, medidas a través del MCMI-III. Ambos re-
sultados se muestran coherentes en base al entorno de evaluación de 
las participantes, ya que en el ámbito judicial existe tendencia a pre-

Tabla 5 
Puntuaciones del MCMI-III en los hombres denunciados

Escalas Media DT Rango N Puntc. > 85  % Puntc. > 85

1. Corrección

Deseabilidad social 77.41 18.61 0-100 26 47.3

Sinceridad 42.34 23.35 2-95 4 7.2

Devaluación 41.63 24.23 0-91 2 3.6

2. Personalidad

Narcisista 65.87 14.59 11-90 5 9

Compulsiva 63.34 18.80 24-96 11 19.9

Histriónica 54.52 18.57 0-93 4 7.2

Dependiente 43.23 21.86 4-87 1 1.8

Antisocial 37.30 23.07 0-78 0 0

Paranoide 34.89 27.87 0-79 0 0

Evitativo 34.29 23.05 0-82 0 0

Depresiva 33.25 25.16 0-86 1 1.8

Esquizoide 33.23 20.50 0-72 0 0

Negativista 33.03 23.86 0-74 0 0

Autodestructiva 30.61 24.60 0-93 1 1.8

Agresivo-sádico 28.78 22.74 0-71 0 0

Límite 27.23 24.16 0-74 0 0

Esquizotípica 22.83 25.35 0-65 0 0

3. Síndromes clínicos 

Bipolar 43.01 22.83 0-97 2 3.6

Dependencia de sustancias 41.32 27.87 0-95 4 7.2

Ansiedad 39.78 33.27 0-96 5 9

Delirante 39.05 33.16 0-83 0 0

Dependencia de alcohol 37.01 27.91 0-87 1 1.8

Depresión mayor 34.05 29.43 0-104 2 3.6

Somatomorfo 34.01 29.65 0-93 1 1.8

Distimia 29.27 28.64 0-98 1 1.8

Estrés postraumático 26.56 26.21 0-93 1 1.8

Pensamiento 24.18 27.00 0-88 3 5.1
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sentar buena imagen con la finalidad de resultar más creíble ante el 
entrevistador. 

Asimismo, en los resultados obtenidos se observa que las puntua-
ciones en Deseabilidad social del MCMI-III arrojan correlaciones ne-
gativas con las escalas de personalidad Antisocial, Límite, Paranoide, 
Esquizoide, Depresiva, Autodestructiva e Histriónica, así como en Es-
trés Postraumático. Este resultado debe interpretarse con cautela, 
debido al posible efecto de interacción entre las propias escalas del 
cuestionario aplicado, aspecto que también debe tenerse en cuenta 
en el grupo de los hombres denunciados. De todos modos, conviene 
tener en cuenta la importancia de la deseabilidad social en el proce-
so de denuncia de los malos tratos así como en la recuperación emo-
cional de la víctima. Zamora et al. (2012), señalan el mantenimiento 
de la imagen social como factor que interviene en el proceso de cam-
bio en las mujeres maltratadas, el cual puede generar sentimientos 
de culpabilidad, fracaso personal, sensación de escasa credibilidad, 
incertidumbre, miedos y conflictos internos y externos que interfie-
ren en su recuperación. Los autores informan que al no cumplirse las 
expectativas que las mujeres poseían y romperse el ideal de pareja y 
familia, éstas ocultan el maltrato a su entorno, siendo muy importan-
te en los relatos el mantenimiento de la imagen social, factor que 
interviene incluso después de la ruptura. Asimismo, la puntuación 
elevada en Deseabilidad social, junto a puntuaciones bajas en Since-
ridad y Devaluación en las escalas de control del MCMI-III, sugieren 
una posible tendencia a ofrecer buena imagen con la finalidad de 
mostrarse socialmente virtuoso en otros procedimientos judiciales 
asociados a la vía civil (como por ejemplo en aspectos de guarda y 
custodia de los hijos), o bien mostrarse poco sincera ocultando infor-
mación sobre el maltrato, fenómeno de adaptación paradójica a la 
situación de maltrato crónico. En este sentido, un estudio que anali-
zara caso por caso el estilo de respuesta de los participantes podría 
reflejar el efecto de interacción entre las variables de control del In-
ventario MCMI-III (Sinceridad, Devaluación y Deseabilidad social), y 
con ello la tendencia a la simulación o disimulación de los partici-
pantes, aspecto que no puede cubrirse en el presente estudio ya que 
los resultados se tienen en cuenta en su conjunto. 

Entre las variables que afectan al estado psicológico de las muje-
res, las puntuaciones del MCMI-III reflejan que la edad, la duración 
del maltrato y los años de convivencia influyen en la vivencia de es-
tas experiencias. Las mujeres más jóvenes obtienen puntuaciones 
más altas en personalidad Antisocial, Límite, Paranoide y en Depen-
dencia de sustancias. Asimismo, en las mujeres de mayor edad apa-
rece mayor duración del maltrato y de la convivencia. Otros trabajos 
enfatizan el daño en la autoestima que sufren las mujeres más jóve-
nes expuestas a este tipo de violencia, experimentando a su vez una 
sintomatología afectiva más intensa respecto a las mujeres de mayor 
edad (Sarasua et al., 2007).

Según aumentan los años de convivencia se obtienen puntuacio-
nes más bajas en Bipolar y Dependencia de sustancias. También se-
gún aumenta la convivencia se incrementa la duración del maltrato. 
Este resultado adquiere relevancia en el cese de la convivencia como 
factor de protección ante nuevas victimizaciones. Sánchez (2009), 
concluye que el cese de la violencia física y el apoyo social percibido 
favorece la recuperación de la salud física de las mujeres víctimas, 
mientras que el mantenimiento de la violencia psicológica, así como 
la convivencia con el agresor y una percepción negativa de los acon-
tecimientos vitales perjudican dicha recuperación. También, Eche-
burúa, Fernández-Montalvo y Corral (2009), muestran que en la ma-
yoría de casos de homicidio dentro de la pareja o expareja existe 
convivencia previa. La convivencia en el mismo domicilio confiere 
características propias al fenómeno y añade dificultades a la adecua-
ción de la respuesta por parte del Estado: incrementa el riesgo de que 
se reiteren las agresiones y dificulta su detección, dado que suelen 
producirse en entornos privados. Aún así, no debemos obviar que en 
el momento de la ruptura sentimental aumenta exponencialmente el 
riesgo de violencia (Echeburúa, Fernández-Montalvo y Corral, 2009). 

Focalizando el interés en la duración del maltrato, aparecen pun-
tuaciones más altas en personalidad Esquizoide, Depresiva y Auto-
destructiva, así como en Distimia y Estrés Postraumático conforme 
aumenta la duración del maltrato. Sobresalen puntuaciones más ba-
jas en personalidad Histriónica y Deseabilidad social cuando la dura-
ción del maltrato es mayor. Se observan diferencias significativas en 
personalidad Esquizoide en base a la duración del maltrato. Las mu-
jeres que han padecido maltrato crónico (durante más de 5 años) 
obtienen puntuaciones más altas en personalidad Esquizoide. El 
maltrato crónico genera problemas emocionales prolongados en el 
tiempo, de tal manera que los síntomas de depresión y ansiedad son 
asimilados en las estructuras mentales y cogniciones de las mujeres 
maltratadas, como mecanismo de adaptación al medio hostil que ex-
perimentan (Ballester y Ventura, 2010; Sarasua et al., 2007). Calvete 
et al. (2007), determinan que las experiencias de maltrato crónico 
generan síntomas de estrés postraumático capaces de modificar los 
esquemas cognitivos de las víctimas.

En el grupo de los hombres, se esperaba obtener un perfil de per-
sonalidad con puntuaciones altas en las escalas Narcisista y Antiso-
cial, así como en Dependencia de alcohol y/o drogas. Los participan-
tes obtienen la puntuación media más elevada en la escala Narcisista 
del MCMI-III, apareciendo un perfil caracterizado por la dependencia 
de sustancias y sintomatología afectiva, lo cual confirma parcialmen-
te la hipótesis planteada. Se observa que únicamente el 14.6% de los 
varones reconoce problemas de drogodependencias en la entrevista, 
resultado que muestra disparidad con el obtenido mediante el MC-
MI-III. Estos resultados se muestran en la misma línea que otros es-
tudios en los cuales predominan los rasgos de personalidad narcisis-
ta, asociando la violencia al abuso de drogas en la mayor parte de los 
casos (Echeburúa, Sarasua, Zubizarreta y Corral, 2009; Echeburúa, 
Amor, Loinaz y Corral, 2010; Esbec y Echeburúa, 2010; Ortiz-Tallo, 
Fierro, Blanca, Cardenal y Sánchez, 2006). 

En cuanto a la influencia de las variables sociodemográficas y del 
maltrato sobre las puntuaciones del MCMI-III sobresale el resultado 
obtenido con la variable edad. Se intensifican los síntomas somáticos 
y de depresión conforme aumenta la edad de los varones denuncia-
dos, apareciendo puntuaciones más altas en las escalas Somatomorfo 
y Depresión. También, conforme aumenta la convivencia se intensi-
fican los síntomas somáticos, distimia y depresión. La duración del 
maltrato sólo muestra relación con los años de convivencia, sin ofre-
cer perfiles característicos en el MCMI-III. Fernández-Montalvo y 
Echeburúa (2008), en un grupo de 76 hombres maltratadores obser-
van antecedentes psiquiátricos en el 38.1% de la muestra, fundamen-
talmente trastornos adictivos y depresión. En términos generales, 
resalta un perfil caracterizado por sintomatología afectiva conforme 
aumenta la edad del varón denunciado y los años de convivencia, 
resultado que puede ser relevante en el estudio de los factores de 
riesgo y reincidencia, ideación suicida/homicida o intentos autolíti-
cos.

En síntesis, el conjunto de los resultados sugiere un perfil psico-
lógico de alto riesgo en los hombres denunciados, con duración pro-
longada del maltrato y violencia física, sexual y psicológica, junto a 
dependencia de sustancias, siendo amplio el periodo de convivencia, 
existiendo principalmente rasgos de personalidad narcisista en su 
perfil, lo cual se relaciona con tipologías de alto riesgo, teniendo en 
cuenta a su vez la sintomatología y alteraciones psicológicas que 
muestran las mujeres (Bender y Roberts, 2007; Cavanaugh y Gelles, 
2005). Los resultados obtenidos apoyan trabajos previos en los que 
destaca un perfil de personalidad en el maltratador caracterizado por 
puntuaciones altas en la triada Histriónica- Narcisista- Compulsiva 
del MCMI-III (Loinaz, et al., 2011; Loinaz, et al., 2012; Ortiz-Tallo, et 
al., 2011). 

Así, en la escala de personalidad Compulsiva también se obtienen 
puntuaciones altas, consideración a tener en cuenta sabiendo que 
detrás de una fachada de aceptación y docilidad pueden presentar 
cólera o furia intensa ante el temor al abandono o rechazo, hallazgo 
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obtenido por otros estudios en los que destaca un perfil de persona-
lidad Compulsiva, consumo de tóxicos y comportamientos de celos 
(Boria y Jodrá, 2010; Echauri, Martínez, Fernández- Montalvo y Az-
cárate, 2011; Fernández-Montalvo y Echeburúa, 2008).

Como puede observarse, el resultado obtenido respecto a la esca-
la Narcisista en los hombres denunciados, Dependencia de sustan-
cias y sintomatología afectiva conforme aumenta su edad y la convi-
vencia, son relevantes en la comprensión de la dinámica violenta en 
las relaciones de pareja y en la determinación de factores de reinci-
dencia, teniendo en cuenta que los síntomas depresivos o de desbor-
damiento emocional, el consumo de sustancias y los rasgos narcisis-
tas, son factores de riesgo en estas problemáticas. 

A modo de conclusión, destaca la influencia de las variables 
edad, duración del maltrato y años de convivencia en el estado psi-
cológico de los participantes, sobre todo en las mujeres. En futuros 
trabajos resultaría interesante profundizar en los resultados obte-
nidos, ampliando el número de participantes e incorporando nue-
vas variables de estudio relacionadas con el riesgo de violencia, 
como el estilo de apego del maltratador, autoestima o conductas 
celotípicas, junto a otras variables relacionadas con la víctima 
como por ejemplo la discrepancia entre su percepción de riesgo y 
la valoración técnica o las lesiones físicas que presenta (Gómez, 
Muñoz, Vázquez, Gómez y Mateos, 2012). También adquiere rele-
vancia incorporar al grupo de los menores víctimas de violencia de 
género en el seno familiar, estudiando su propia percepción sobre 
esta problemática (vivencia, sesgos cognitivos y cognición social) 
así como diseñar un instrumento de medida que unifique en edad 
y tipología del maltrato experimentada por estos menores. El estu-
dio desarrollado es de carácter exploratorio, siendo además que la 
utilización de cuestionarios de autoinforme como el MCMI-III debe 
ir acompañada de otras pruebas de valoración más específicas 
como podría ser el Examen Internacional de los Trastornos de la 
Personalidad -IPDE, módulo CIE-10- (López-Ibor, 2006). A su vez, 
los resultados obtenidos podrían ser analizados de forma más es-
pecífica y en términos cualitativos, caso por caso, teniendo en 
cuenta variables más concretas como la implicación de los trastor-
nos hallados en los participantes y su efecto en el proceso de valo-
ración de la imputabilidad, el perfil psicopatológico de cada una de 
las mujeres denunciantes y de los denunciados, particularidades 
de la violencia de género en las mujeres más jóvenes y otros facto-
res psicosociales estresantes que pueden incidir en la sintomatolo-
gía que presentan las mujeres denunciantes (situación de desem-
pleo, problemas económicos, cambios del lugar de residencia, etc.). 
La presencia de una variedad tan amplia de factores y variables que 
intervienen en estos procesos pone de relieve la dificultad que en-
traña establecer relaciones entre la sintomatología detectada y los 
hechos denunciados. Aparte de estas limitaciones, el presente es-
tudio aporta una valoración del estado psicológico de las personas 
implicadas en estas dinámicas relacionales conflictivas y traumati-
zantes, incluyendo una perspectiva global de análisis con atención 
a ambos colectivos.
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R E S U M E N

El dictamen pericial, solicitado de parte, o por insaculación judicial del turno de intervención profesional, 
se dirige al Juez y debe ajustarse a la necesidad de asesorar sobre la demanda del magistrado. Implica deli-
mitar qué cuestiones debe o no debe incluir. Para realizar el análisis el psicólogo forense debe conocer la 
demanda del Juez y los datos que éste precisa de su conocimiento profesional. El objetivo del artículo es 
revisar los conceptos jurídicos que ayuden a orientar la praxis del profesional.
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Conceptual review of psychological expertise in relation to Child Custody in 
Catalonia

A B S T R A C T

The expert opinion, requested by a party, or by lot of judicial time professional intervention, is directed to 
the judge and must be adjusted to the need to provide advice on the demand of the judge. It involves 
identifying which issues should or should not be included. To conduct the analysis, the forensic psychologist 
must know the demand of the judge and the data it needs from his or her professional knowledge. The aim 
of the article is to review the legal concepts that will help to guide the professional praxis. 
© 2014 Colegio Oficial de Psicólogos de Madrid Production by Elsevier España, S.L. All rights reserved.

A partir de la promulgación de la Ley 11/ 1981de 13 de mayo, del 
Divorcio, se han publicado otras regulaciones jurídicas en Aragón 
(Ley de custodia compartida Aragonesa 2/2010), Cataluña (Ley 
25/2010). Valencia (Ley de relaciones familiares de los hijos e hijas 
5/2011)  y Comunidad Foral de Navarra (Ley sobre custodia de los 
hijos en los casos de ruptura de la convivencia de los padres 3/2011) 
que regulan la custodia compartida y  refuerzan el principio del inte-
rés superior del menor en relación al conjunto de instituciones y ám-
bitos en que su persona o patrimonio puedan verse afectados por 
decisiones que otros tomen en su nombre. Esta normativa proporcio-
na criterios para perfilar mejor tal interés en relación a las circuns-
tancias del caso concreto cuando se hayan de establecer las respon-
sabilidades parentales sobre los hijos menores tras la ruptura 
matrimonial o de la convivencia en pareja y en el desarrollo de la 
potestad parental o de la tutela (Institut de Dret Privat Europeu i 
Comparat, 2010). 

El Instituto Nacional de Estadística (2012) estimó que en 2011 se 
produjeron 110.651 disoluciones, de las que 103.604 fueron divor-
cios, 6.915 separaciones y 132 nulidades. El 67.0% de las disoluciones 
matrimoniales en el año 2011 fueron de mutuo acuerdo. De los divor-
cios el 33.2% fueron no consensuados. El 29.2% de las separaciones 
fueron contenciosas. El 28.5% de los matrimonios disueltos tenía un 
solo hijo. La custodia de los hijos menores fue otorgada a la madre en 
el 81.7% de las rupturas matrimoniales. El padre obtuvo la custodia 
en el 5.3% de las disoluciones. La figura 1, muestra la evolución de los 
divorcios y separaciones durante el período 2000-2012 (INE, 2013); 
se puede observar como en 2005, con la aparición de la Ley 15/2005, 
se manifiesta un cambio de tendencia por la que disminuyen las se-
paraciones y aumentan los divorcios, y en menor medida, con una 
media anual de 153.4 nulidades eclesiasticas. La tabla 1 muestra la 
distribución de disoluciones matrimoniales por comunidades autó-
nomas (INE, 2013). Por citar un ejemplo, sólo en el año 2007, más de 
100.000 niños se enfrentaron a la ruptura conyugal de sus padres 
(Arch, 2010).

Por estas razones, el objetivo principal de este estudio fue revisar 
los conceptos jurídicos que precisa el psicólogo forense relacionados 
con la evaluación de la custodia de menores para la realización del 

*La correspondencia sobre este artículo debe enviarse a Carles  Rodríguez-
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informe psicológico pericial en los procesos de separación o divorcio 
en el ámbito de Cataluña. Aunque centramos el interés de la revisión 
en la legislación de Cataluña, entendemos que también puede ser de 
utilidad, para el resto de profesionales del conjunto del Estado Espa-
ñol.

La evaluación clínica y la evaluación forense

El magistrado debe confiar el sistema de guarda que mejor se 
adapte a las necesidades de los menores, tarea ésta en la que el Juez 
no puede ser experto en todas las áreas, materias y matices que im-
plica y, por cuya complejidad, precisa la intervención de psicólogos 
expertos forenses. En las tres últimas décadas esta figura profesional 
ha cobrado importancia en diferentes áreas de intervención del ám-
bito jurídico, predominantemente en el Derecho de familia. Aún así, 
la intervención profesional del psicólogo ha tenido ciertas dificulta-

des en relación a los criterios de la evaluación forense y a los conte-
nidos de los dictámenes. Un buen informe clínico no siempre resulta 
un buen informe pericial, por ello, cada vez más se tiende a diferen-
ciar la evaluación clínica y la evaluación forense (Echeburúa, Muñoz 
y Loínaz, 2011). 

La tabla 2 muestra las diferencias fundamentales entre la evalua-
ción clínica y la evaluación forense, que vienen determinadas por el 
contexto y el objeto de la exploración psicológica. El propio contexto 
de la intervención marca las pautas de relación distintas entre el pro-
fesional y el sujeto evaluado (Ackerman, 2010; Echeburúa et al., 
2011).

El informe pericial se dirige al Juez y debe ajustarse a la necesidad 
de asesorar sobre la demanda del magistrado. Implica delimitar las 
cuestiones que debe incluir y ser claro y comprensible en el lenguaje 
empleado. Para que el informe resulte útil al Juez, el psicólogo debe 
conocer la demanda del magistrado y aquello que precisa saber de su 
especialidad técnica, ajustada al conocimiento científico. Conviene 
conocer qué cuestiones tendrá en consideración el Juez para poder 
tomar una decisión adecuada sobre la guarda de menores. Para ello 
es importante que el perito conozca esta legislación. El dictamen se 
realizará durante el proceso probatorio. El rol ejercido por el psicólo-
go perito se califica como figura auxiliar del Juez.

La Ley de Enjuiciamiento Civil (1/2000) en la sección 5ª en su ar-
tículo 335 recoge lo siguiente:

Art. 335. Objeto y finalidad del dictamen de peritos. Juramento o pro-
mesa de actuar con objetividad. 

Cuando sean necesarios conocimientos científicos, artísticos, técnicos 
o prácticos para valorar hechos o circunstancias relevantes en el hacer o 
adquirir sobre estos, las partes podrán aportar al proceso el dictamen de 
peritos que posean los conocimientos correspondientes o solicitar, en los 
casos que prevé esta ley, que se emita dictamen de un perito designado 
por el tribunal.

Al emitir dictamen, el perito ha de manifestar, bajo juramento o 
promesa de decir la verdad, que ha actuado, y si es preciso, que ac-
tuará con la máxima objetividad posible, que toma en consideración 
tanto lo que pueda favorecer como lo que sea susceptible de causar 

Figura 1. Evolución de las disoluciones matrimoniales 2000-2012.
Fuente: Instituto Nacional de Estadística. Autorizada su reproducción por cortesía del 
I.N.E.

Tabla 1  
Disoluciones matrimoniales. Cifras absolutas. Año 2012. Fuente: Reproducido con autorización por cortesía del I.N.E.

Divorcios Separaciones Nulidades Total

Total 104262 6369 133 110764

Andalucía 19100 1326 24 20450

Aragón 2335 154 3 2493

Asturias, principado de 2480 169 6 2656

Balears, Illes 2699 151 0 2851

Canarias 5745 253 8 6006

Cantabria 1379 91 0 1470

Castilla y León 4095 311 2 4408

Castilla-La Mancha 4009 249 0 4258

Catalunya 18809 1065 26 19899

Comunitat Valenciana 12105 707 21 12834

Extremadura 1836 177 1 2015

Galicia 5859 340 18 6217

Madrid, Comunidad de 14580 793 14 15387

Murcia, región de 3174 208 0 3.383

Navarra, Comunidad Foral de 1185 68 3 1.256

País Vasco 3869 242 7 4.118

Rioja, La 614 30 0 644

Ceuta 204 14 0 218

Melilla 183 18 0 201
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perjuicio a cualquiera de las partes, y que es conocedor de las sancio-
nes penales en que puede incurrir si incumple su deber como perito.

El magistrado debe indicar al perito qué ámbito de actuación debe 
tratar el informe. En el caso de que el perito no posea dicha informa-
ción deberá solicitarla al juzgador, en este sentido el art. 339 de la 
LEC, indica:

“5º El tribunal, de oficio, podrá designar un perito cuando la pericia 
sea pertinente en procesos sobre declaración o impugnación de la filia-
ción, paternidad o maternidad, sobre la capacidad de las personas o en 
procesos matrimoniales.” 

Recientemente la Comisión de Justicia (2013), instó al Gobierno 
una propuesta no de Ley, en la que se reconoce la necesidad de regu-
lar la figura del psicólogo jurídico:

2. En la psicología aplicada al Derecho de Familia, los psicólogos de-
ben asesorar al Juez en los procesos de separación y divorcio sobre las 
medidas a adoptar respecto de los hijos y sobre otras situaciones como 
la nulidad, matrimonio de menores, etc.; también en los casos sobre aco-
gimientos y adopciones. (…) La psicología jurídica no sólo está condicio-
nada por la materia de la que se trata, sino también por la relación de 
los psicólogos que la ejercen con los Jueces y con las partes, así como el 
método con el que abordan cada proceso.”Por ello, la Comisión de Jus-
ticia instó al Gobierno, a “Establecer unos requisitos mínimos de cono-
cimientos y profesionalidad de los psicólogos y psiquiatras forenses, … 
con especial referencia al ámbito jurídico, en la medida que realicen su 
actividad ante la Administración de Justicia. (Proposición no de Ley 
161/002019, 2013).

El interés superior del menor

Interesa conocer qué ha pretendido el legislador con la expresión 
“Interés Superior del Menor” (en adelante ISM). Es importante perci-
bir correctamente el alcance de la figura jurídica para poder aportar 
aquellos datos en el dictamen que el Juez precisa para realizar su 
función. El ISM es un concepto indeterminado que se concreta en 
cada caso particular con sus circunstancias específicas. En derecho 
los actos de aplicación son indeterminados ab initio puesto que la 
indeterminación está evidenciada en la experiencia condicionante 
(Kelsen, 2005). Por consiguiente, la doctrina jurídica diferenciará la 
presencia de conceptos determinados e indeterminados; los prime-
ros, erigidos en la estructura del ordenamiento jurídico para facilitar 
la sistematización y el carácter científico como garante de la seguri-
dad legal, los segundos de carácter abierto para la precisa adaptación 
de la ley (Horst-Ebenhard, 1979).

El ISM introdujo un cambio en el Derecho de familia como princi-
pal criterio que debería, en lo sucesivo, ser observado en la toma 
decisiones sobre esta materia (Ley Orgánica de protección jurídica 

del menos 1/1996). En tanto que cláusula general el ISM es un con-
cepto jurídico abierto, indeterminado y abstracto que sólo podrá ser 
concretado cuando se aplique al caso particular. Este aspecto conlle-
va ventajas e inconvenientes, puesto que dicha disposición legal ca-
rece de precisión, al ser general y abstracta. Ahora bien, para poder 
casar la realidad social con la aplicación legal, el concepto del ISM 
resulta imprescindible, a la vez que no puede ser tratado de forma 
rígida ya que para preservar dicho interés es necesario dar cabida a 
las diferentes situaciones de protección de los menores, prevalecien-
do el ISM sobre cualquier otro interés concurrente. Históricamente 
se partía de una estructura patriarcal, en la que los hijos debían tri-
butar reverencia al padre tal como se recogía en la antigua versión 
del art. 154 del Código Civil (en adelante CC). El padre decidía lo que 
era o no bueno para sus hijos y su mujer, en el que el Derecho de 
familia encontraba su justificación en “el deber ser de las cosas” y en 
el Derecho natural. Posteriormenteen el año 1981, se modificó el CC 
para exigir que la patria potestad se ejerciera siempre en beneficio de 
los hijos y de acuerdo con su personalidad, y finalmente en el año 
1996 se introdujo el principio del ISM (de Torres, 2011).

Desde un punto de vista constitucional, los derechos fundamen-
tales del individuo están por encima de aquéllos otros relativos al 
interés familiar, y los del menor prevalecen debido a la supremacía 
sancionada legalmente en la Convención de la ONU de 20 de noviem-
bre de 1989, de los derechos del niño y ratificada por España el 30 de 
noviembre de 1990 , ya que el Derecho interviene en la familia para 
equilibrar las relaciones entre sus miembros y otorgar una especial 
protección al menor por ser el que a priori presenta una posición más 
débil(de Torres, 2011). Podemos distinguir tres etapas en la evolución 
de la Jurisprudencia del menor (de Torres, 2011; García y Otero, 
2006). La primera, entre 1981 y 1990, marcada por la preferencia de 
la custodia materna, en la que, a tenor de lo expresado en el art. 156 
CC, no parece existir consenso acerca de qué ha de entenderse por 
beneficio del menor, quedando la mayor parte de los pronuncia-
mientos mediatizados por consideraciones de tipo moral. En opinión 
de García y Otero (2006), resultan escasos los supuestos en los que 
concurren motivos verdaderamente objetivos que inclinan la balanza 
a favor de uno u otro progenitor a la hora de desempeñar la función 
de custodio. Una segunda etapa entre 1990 y 2000, que en relación a 
la Ley 11/1990, se produce un cambio de orientación en la jurispru-
dencia en aplicación del principio de no discriminación por razón de 
sexo, se dio nueva redacción al Art. 156 CC, y en consecuencia en 
dicha etapa progresivamente se fue reconociendo la aptitud paterna 
y superando lentamente algunos prejuicios tradicionales. El período 
más reciente, a partir del 2000 en el que se evoluciona hacia la cus-
todia compartida donde la atribución de la guarda y custodia exclu-
siva a la madre se va diluyendo, produciéndose un aumento progre-

Tabla 2 
Evaluación Forense y Evaluación Clínica 

Evaluación Forense Evaluación Clínica

Objetivo
Relación evaluador-sujeto

Secreto profesional
Destino de la evaluación
Estándares y requisitos
Fuentes de información

Actitud del sujeto hacía la evaluación

Ámbito de la evaluación
Tipo de informe

Intervención en la Sala de Justicia

Ayuda a la toma de decisiones judiciales
Escéptica pero con establecimiento de un rapport 
adecuado
No
Variable (juez, abogado, seguros…)
Psico-legales
Entrevista. Test. Observación.
Informes médicos y psicológicos.
Familiares. Expedientes judiciales.
Riesgo de simulación o engaño
(demanda voluntaria)
Estado mental en relación al objeto pericial
Muy documentado, razonado técnicamente y con 
conclusiones que contesten a la demanda judicial.
Documento legal.
Esperable. En calidad de perito

Diagnóstico y tratamiento
Ayuda en el contexto de una relación empática

Sí
El propio paciente
Médico-psicológicos
Las mismas (excepto expedientes judiciales) y el 
historial clínico

En general sinceridad (demanda involuntaria)

Global
Breve y con conclusiones.
Documento clínico.

No esperable. En calidad de testigo-perito. 

(Echeburúa, Muñoz y Loínaz, 2011). Reproducido con autorización por cortesía del autor.
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sivo en el reconocimiento de un, cada vez más amplio, derecho de 
visitas a favor del progenitor no custodio (García y Otero, 2006). Una 
razón de peso en este sentido es la conclusión de que el divorcio no 
altera las relaciones paterno-filiales (García y Otero, 2006; de Torres, 
2011), de donde se deriva que los menores no deberían ver alterada 
su relación con sus padres por el hecho de que éstos se divorcien.

En función del mandato del ISM, la legislación pretende en primer 
lugar proteger a los menores de las consecuencias negativas de la di-
solución de su familia, en especial, la exposición a conflictos entre los 
progenitores (Arch, 2010). Maccoby, Depner y Mnookin (1990) indica-
ron que la cantidad de conflictos en la coeducación parecía estar más 
relacionado con la intensidad de la hostilidad entre los progenitores 
con anterioridad a la ruptura que con el tipo de custodia elegido. 

A pesar del debate que ha venido manteniéndose en nuestro país 
sobre el concepto de “custodia compartida” todavía disponemos de 
escasos datos empíricos de las opiniones y preferencias de juristas y 
psicólogos que intervienen en casos de custodia de menores. En una 
encuesta, los psicólogos forenses y juristas consultados manifestaron 
su preferencia por la custodia exclusiva, con un amplio régimen de 
visitas a favor del progenitor no custodio (Arch y Jarne, 2008). La 
mayoría de Jueces optaron por incluir pernoctas inter semanales que 
en la práctica, podía resultar un reparto cercano al 50% del tiempo de 
estancia del menor con los padres. A pesar de la desconfianza que 
parecía generar la custodia compartida, psicólogos y magistrados 
opinaron que el resultado de este sistema no era negativo y que la 
disparidad entre la preferencia expresada y la información obtenida, 
podría relacionarse con la novedad de su regulación jurídica (Arch y 
Jarne, 2008).

Camara y Resnick (1988) informaron que los hijos de padres divor-
ciados no expuestos a conflictividad presentaban mejores niveles de 
ajuste a largo plazo que los niños cuyos padres permanecían juntos en 
una convivencia con alto nivel de conflictividad. Entre los conflictos 
más difíciles de resolver en los procesos de ruptura familiar y que ma-
yor ansiedad genera a todos los miembros de la familia, especialmente 
a los niños, se encuentran los conflictos sobre la pauta de contacto y 
relación a establecer entre los progenitores y sus hijos tras la separa-
ción o divorcio (Galatzer-Levy y Kraus, 1999; Johnston y Campbell, 
1988). Este tipo de conflictos suponen actualmente un importante 
problema de salud pública (Lebow, 2003). Según el Consejo General 
del Poder Judicial (2013), de las 120.056 separaciones y divorcios tra-
mitados durante el año 2012, el 41.21% fueron resueltos en procedi-
mientos contenciosos, el 63.14% de la guarda custodia y pensión de 
alimentos fueron no consensuados y el 81.04% de los asuntos relacio-
nados con la modificación de medidas previas fueron no consensua-
dos. Así pues, podemos advertir que casi la mitad de las familias que 
regularon su ruptura, probablemente disputaron judicialmente la 
guarda y custodia de sus hijos y/o el régimen de contactos que debía 
establecerse, incrementándose sensiblemente los procesos no consen-
suados en los asuntos relacionados con la modificación de medidas 
previas al convenio regulador anterior. Compartimos la hipótesis de 
que los conflictos no resueltos, tienden a cronificarse con el paso del 
tiempo incrementando las incidencias en los expedientes judiciales. 

Una de las cuestiones más complejas y controvertidas en las eva-
luaciones periciales para la recomendación de un sistema de guarda 
y custodia exclusiva versus custodia compartida, se encuentra preci-
samente en estas familias que presentan mayor conflictividad entre 
progenitores. Aún así, cabe considerar que parejas conflictivas entre 
sí, puedan ser capaces de algún grado de cooperación en beneficio de 
sus hijos (Arch, 2010; Camara y Resnick, 1988).

La Custodia Compartida y las legislaciones autonómicas

La Ley 2/2010 de Custodia Compartida de Aragón, fue la primera 
Ley española que estableció la custodia compartida como opción de 
guarda preferente, en los supuestos de ruptura de convivencia de los 
padres, frente a la custodia individual o exclusiva que quedó como 

subsidiaria (de Torres, 2011). Esta Ley fue pionera al reconocer la inci-
dencia que la guarda y custodia compartida tiene en las medidas pa-
terno filiales a adoptar judicialmente en defecto de acuerdo entre los 
progenitores, regulando, según el régimen de custodia compartida o 
individual, la atribución del uso de la vivienda familiar y la fijación de 
la pensión alimenticia. Según esta Ley, la vivienda que la pareja com-
partía hasta el momento de la separación pasaría a quien estuviese 
más desubicado/da, excepto si el Juez concediese la custodia exclusiva. 
Regula también la mediación extrajudicial e introduce la posibilidad 
de que el Juez, sin petición de las partes, pueda acordar la asistencia de 
los progenitores a una sesión informativa de mediación cuando consi-
dere que es posible un acuerdo entre las partes. En su art. 3.5, señala 
que “el Juez aprobará el pacto de relaciones familiares, salvo en aque-
llos aspectos que sean contrarios a las normas imperativas o cuando 
no quede suficientemente preservado el interés de los hijos”. 

En Cataluña se aprobó la Ley 25/2010, de 29 de julio, que modificó 
el Llibre Segon del Codi Civil de Catalunya, relatiu a la persona i la famí-
lia. Aunque dicha Ley no menciona específicamente el término “cus-
todia compartida”, introdujo el concepto de la responsabilidad pa-
rental compartida. La Ley contempla el carácter preferente de la 
custodia compartida, pero no se otorgará por defecto, como prevé la 
Ley aragonesa. Si no hay acuerdo entre los progenitores, será el Juez 
quien decida cuál de ellos asume la guarda de los hijos menores. El 
pacto de relaciones familiares constituye uno de los ejes sobre los 
que se articula el actual régimen de atribución de la custodia. El Có-
digo Civil de Catalunya (CCC) sustituye el término custodia compar-
tida por el de guarda compartida junto al de potestad parental com-
partida. Cada uno de los padres presentará un plan de parentalidad 
en el que deben especificar cómo piensan ejercer sus responsabilida-
des con los hijos, planes que el Juez tratará de conciliar. Además se-
para la atribución del uso de la vivienda de la custodia de los hijos, 
concediéndola a quien quede en peor situación económica.

En Valencia, se aprobó la Ley 5/2011 de 1 de abril, de Relaciones 
Familiares de los hijos e hijas cuyos progenitores no conviven, que 
dio prioridad al acuerdo entre los progenitores a través de un pacto 
de convivencia familiar. Si no se llega a un acuerdo, el principio ge-
neral será el de custodia compartida, aunque el Juez también podrá 
decidir la custodia individual atendiendo a las circunstancias. La vi-
vienda será para el cónyuge que más dificultades tenga para encon-
trar una nueva vivienda después de la ruptura si es compatible con el 
interés del menor.

El Parlamento Navarro, dictó la Ley Foral 3/2011, de 17 de marzo, 
sobre custodia de los hijos en los casos de ruptura de la convivencia 
de sus padres, que apuesta por que la decisión que se adopte sobre la 
custodia de los hijos menores, cuando no exista acuerdo de los pa-
dres, atienda al interés superior de los hijos y a la igualdad de los 
progenitores en sus relaciones con aquéllos. No atribuye a la custodia 
compartida el rango de opción legal preferente en defecto de acuer-
do entre los padres, pero sí indica los factores que el Juez ha de valo-
rar para decidir sobre la modalidad de custodia, compartida o indivi-
dual (de Torres, 2011). En la Tabla 3 se comparan los conceptos más 
relevantes de las regulaciones jurídicas de Código Civil,  Aragón, Ca-
taluña, Valencia y Navarra. 

Así pues,  como recoge de Torres (2011), se manifiesta una ten-
dencia legislativa que se inclina preferentemente a la custodia com-
partida como muestran algunas sentencias del Tribunal Superior de 
Justicia: (STS, 1ª RJ 2099/4581; STS, 1ª, RJ 2009/7257, entre otras) y el 
Llibre 2º Codi Civil de Catalunya, 2010). 

Reflexión sobre el informe psicológico en relación a la 
legislación de Cataluña

El plan de parentalidad. El CCC indica que se debe presentar un 
documento concretando el Plan de Parentalidad en el Convenio Re-
gulador de la separación o divorcio, obligatorio para todos los casos. 
Su finalidad, se resume en la concreción de los compromisos asumi-
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dos por los progenitores respecto de la guarda y educación de sus 
hijos menores, así como la previsión del ejercicio de las responsabi-
lidades parentales. La tabla 4, ilustra los aspectos mínimos que, opi-
namos, debería contemplar el plan de parentalidad.

El CCC (2010) postula en su Sección Segunda sobre el cuidado de 
los hijos lo siguiente:  

Artículo 233-8. Responsabilidad parental
1. La nulidad del matrimonio, el divorcio o la separación judicial no 

alteran las responsabilidades que los pro genitores tienen respecto de los 
hijos de acuerdo con el artí culo 236-17.1. En consecuencia, estas respon-
sabilidades mantienen el carácter compartido y, en la medida que sea 
posible, se han de ejercer conjuntamente.

La primera novedad significativa es que implica el reconocimiento 
legal de la continuidad de las responsabilidades parentales, más allá de 
la separación matrimonial. La segunda es que la responsabilidad paren-

tal siempre es compartida, lo que no es lo mismo que custodia compar-
tida, que algunas veces se ha confundido (Varela-Álvarez, 2013).

2. Los cónyuges, para determinar cómo se han de ejercer las respon-
sabilidades parentales, han de presentar sus propuestas del plan de pa-
rentalidad, con el contenido que establece el artículo 233-9.

 La autoridad judicial, en el momento de decidir sobre las respon-
sabilidades parentales de los progenitores, ha de atender de forma 
prioritaria el interés superior del menor.

Artículo 233-9. Plan de parentalidad
1. El plan de parentalidad ha de concretar la forma en que ambos 

progenitores ejercerán las responsabilidades parentales. Se ha de hacer 
constar los compromisos que se asumirán respecto a la guarda, el cuida-
do y la educación de los hijos.

2. En las propuestas del plan de parentalidad han de constar los as-
pectos siguientes:

Tabla 3 
Comparación entre diferentes regulaciones jurídicas.

Concepto Código Civil (2005) Ley 2/2010 Aragón Ley 25/2010 Cataluña Ley 5/2011 Valencia Ley 3/2011 Navarra

Principio ISM

Principio Igualdad entre 
progenitores.

Facilitar Mediación 
Familiar

Acuerdo de relación 

Regular Guarda Custodia.

Custodia Compartida.

Monoparental

Régimen Contactos 
Paterno filiales

Proceso penal, resolución 
judicial por criminalidad, 

violencia doméstica…

Edad de los hijos

Relación entre 
progenitores: actitud para 
con los hijos, cooperación 

entre progenitores…

Relación hermanos

Arraigo social y familiar.

Peritajes Psicológicos

Escuchar la opinión de los 
hijos. 

Aptitud progenitores para 
asegurar estabilidad de los 

hijos

Conciliación vida familiar 
y laboral.

Acuerdos o convenios 
previos  progenitores.

Circunstancias relevantes 
sobrevenidas.

Si

Si

No se menciona

No se menciona

Si

Excepcional

Generalizada

Art. 160

Impide Custodia 
Compartida

Si

No se menciona

No se menciona

No se menciona

Si LEC

Con capacidad juicio y 
>12 años.

No se menciona

No se menciona

No se menciona

Si

Si

Si

Si

Pacto relaciones

Si

Preferida

Excepciones

Regular con ambos 
progenitores

Impide Custodia 
Compartida

Si

Si

No separar

Si

Si LEC

Con capacidad juicio y 
>12 años.

Si

Si

Si

Si

Si

Si

Si

Plan de Parentalidad

Si

Decisión Judicial/
preferente 

Paritaria con C. 
Compartida

Regular con ambos 
progenitores

Impide
Custodia Compartida

Si

Si

No separar

Si

Si LEC

Con  capacidad juicio y 
>12 años.

Si

Si

Si

Si

Si

Si

No se menciona

Pacto convivencia familiar

Si

Preferida

Excepciones

Regular con ambos 
progenitores

Impide Custodia 
Compartida

Si

Si

No separar

Si

Si LEC

Con capacidad juicio y 
>12 años.

Si

Si

Si

Si

Si

Si 

Si

No

Si

No prioriza pero la 
refuerza

Paritaria con C. 
Compartida

Equitativo

Impide Custodia 
Compartida

Si

Si

No se menciona

Si

Si LEC

Con capacidad 
juicio y >12 años.

Si

Si

Si

Si
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a) El lugar o lugares donde vivirán los hijos habitualmente. Se han de 
incluir reglas que permitan determinar a qué progenitor corresponde la 
guarda en cada momento.

b) Las tareas de que se ha de responsabilizar cada progenitor con 
relación a les actividades cotidianas de los hijos.

c) La forma como se han de realizar los cambios en la guarda y, si es 
preciso, como se han de repartir los costes que generen.

d) El régimen de relación y de comunicación con los hijos durante los 
períodos en que un progenitor no los tenga consigo.

e) El régimen de estancias de los hijos con cada progenitor en los 
períodos de vacaciones y en fechas especialmente señaladas para los 
hijos, para los progenitores o para su familia.

f) El tipo de educación y las actividades extra escolares, formativas y 
de ocio, si es preciso.

g) La forma de cumplir el deber de compartir toda la información 
sobre la educación, la salud y el bienestar de los hijos.

h) La forma de tomar las decisiones relativas al cambio de domicilio 
y a otras cuestiones relevantes para los hijos.

3. Las propuestas del plan de parentalidad pueden prever la posibili-
dad de recurrir a la mediación familiar para resolver las diferencias de-
rivadas de la aplicación del plan, o la conveniencia de modificar el con-
tenido para adaptarlo a les necesidades de las diferentes etapas de la 
vida de los hijos.

El ejercicio de la guarda. A este respecto el CCC (2010) establece:
Artículo 233-10. Ejercicio de la guarda
1. La guarda se ha de ejercer de la forma convenida por los cónyu-

ges en el plan de parentalidad, salvo que resulte perjudicial para los 
hijos.

2. La autoridad judicial, si no hay acuerdo o si este no se ha aprobado, 
ha de determinar la forma de ejercer la guarda, ateniéndose al carácter 
conjunto de las responsabilidades parentales, de conformidad con el ar-

Tabla 4
Guía orientativa para la confección del plan de parentalidad

Ubicación vivienda paterna;
Dirección y plano de zona

Ubicación vivienda materna;
Dirección y plano de zona

Describa los miembros de convivencia de la unidad familiar:
Indique el tipo de vínculo, entre los adultos y los menores:
Hay familia extensa, indique los vínculos entre adultos y los menores:
Explique las actividades en que participa el menor en el núcleo familiar:

Describa los miembros de convivencia de la unidad familiar:
Indique el tipo de vínculo, entre los adultos y los menores:
Hay familia extensa, indique los vínculos entre adultos y los menores:
Explique las actividades en que participa el menor en el núcleo familiar:

Ubicación del centro escolar:
Curso del menor
Amigos del menor en el entorno escolar
Amigos del menor en el entorno familiar paterno
Implicación del progenitor en relación al centro escolar

Ubicación del centro escolar:
Curso del menor
Amigos del menor en el entorno escolar
Amigos del menor en el entorno familiar materno
Implicación del progenitor en relación al centro escolar

Vida laboral del padre:
Horarios
Turnos
Horarios del menor
Compaginación horaria de ambos
Describa los espacios en que se produce la adaptación horaria con los menores:
Específicamente: ¿Hora de levantarse, qué implica?

Vida laboral de la madre:
Horarios
Turnos
Horarios del menor
Compaginación horaria de ambos
Describa los espacios en que se produce la adaptación horaria con los menores:
Específicamente: ¿Hora de levantarse, qué implica?

Desplazamientos:
Acompañamiento al menor al centro escolar
Horarios
Días que lo acompaña
Recogida del menor del centro escolar
Horarios
Días en que  lo recoge
¿Autobús escolar?
¿Comedor escolar?
¿Come en casa?
¿En la tarde cómo es la actividad extra escolar del menor?
Describa las pautas de higiene habituales del menor
Cena y horario de acostarse al menor

Desplazamientos:
Acompañamiento al menor al centro escolar
Horarios
Días que lo acompaña
Recogida del menor del centro escolar
Horarios
Días en que lo recoge
¿Autobús escolar?
¿Comedor escolar?
¿Come en casa?
¿En la tarde cómo es la actividad extra escolar del menor?
Describa las pautas de higiene habituales del menor
Cena y horario de acostarse al menor

Personalidad del menor, rasgos y características:
Edad
Momento del desarrollo
Pautas psicoeducativas
Actividades de su preferencia
Tipo de demandas del menor al padre
Desarrollo educativo del momento actual: pautas psicoeducativas que asume el padre
En su caso: ¿Refuerzo escolar pedagógico o especializado?
En su caso: ¿Tratamiento médico y forma de participación del padre?
En su caso: ¿Tratamiento psicológico y forma de participación del padre?
Centro médico de adscripción
En su caso: Tipo de seguro médico, mutua, hospital de referencia o CSMIJ
En su caso: Pautas médicas o psicológicas o de reeducación del menor
Forma de participación del padre
Hábitos de alimentación en el entorno paterno
Situaciones especiales, en su caso: (Diabetes infantil, obesidad, anorexia, bulimia, etc.)
Distribución y espacios del menor en la vivienda del padre. (fotos, planos...)
Pautas de comunicación con el otro progenitor, horarios y tipo de medios, móvil, 
internet, video conferencia, etc.
En su caso: Traslados de ciudad o país, especialmente cuando un progenitor reside 
en el extranjero.

Personalidad del menor, rasgos y características:
Edad
Momento del desarrollo
Pautas psicoeducativas
Actividades de su preferencia
Tipo de demandas del menor a la madre
Desarrollo educativo del momento actual: pautas psicoeducativas que asume la madre
En su caso: ¿Refuerzo escolar pedagógico o especializado?
En su caso: ¿Tratamiento médico y forma de participación de la madre?
En su caso: ¿Tratamiento psicológico y forma de participación de la madre?
Centro médico de adscripción
En su caso: Tipo de seguro médico, mutua, hospital de referencia o CSMIJ
En su caso: Pautas médicas o psicológicas o de reeducación del menor
Forma de participación de la madre
Hábitos de alimentación en el entorno materno
Situaciones especiales, en su caso: (Diabetes infantil, obesidad, anorexia, bulimia, etc.)
Distribución y espacios del menor en la vivienda de la madre. (fotos, planos...)
Pautas de comunicación con el otro progenitor, horarios y tipo de medios, móvil, 
internet, video conferencia, etc.
En su caso: Traslados de ciudad o país, especialmente cuando un progenitor reside 
en el extranjero.
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tículo 233-8.1. Asimismo, la autoridad judicial puede disponer que la 
guarda sea ejercida de forma individual si conviniere mejor al interés del 
hijo.

Entre 55-60 % de los divorcios o separaciones matrimoniales son 
por mutuo acuerdo entre las partes, aunque se ha de notar que el 
Juez no está vinculado a dicho acuerdo, porque en el caso del ISM se 
trata de un interés público. Sí el convenio regulador y el plan de pa-
rentalidad sobre guarda y custodia de los menores es correcto, el Juez 
respetará el mutuo acuerdo de ambas partes (Caso, 2013).

3. La forma de ejercer la guarda no altera el contenido de la obliga-
ción de alimentos hacia los hijos comunes, si bien cabe ponderar el tiem-
po de permanencia de los menores con cada uno de los progenitores y 
los gastos que cada uno de ellos haya asumido pagar directamente.

4. La autoridad judicial, excepcionalmente, puede encomendar la 
guarda a los abuelos, a otros parientes, a personas próximas o, si no 
hubiere, a una institución idónea, a las que se podrán conferir funciones 
tutelares con suspensión de la potestad parental.

Artículo 233-11. Criterios para determinar el régimen y la forma de 
ejercer la guarda

1. Para determinar el régimen y la forma de ejercer la guarda, se ha 
de tener en cuenta las propuestas de plan de parentalidad y, en parti-
cular, los criterios i las circunstancias siguientes ponderadas conjunta-
mente:

a) La vinculación afectiva entre los hijos y cada uno de los progeni-
tores, y también las relaciones con las demás personas que conviven en 
los respectivos hogares

En la separación y en el divorcio estamos ante un proceso psico-
lógico de duelo que ha de ser elaborado por los menores. En este 
sentido, el informe pericial adquiere relevancia en los casos conflic-
tivos (Caso, 2013). Independientemente de otras estimaciones, el psi-
cólogo en la entrevista a los progenitores, puede evaluar el prototipo 
de vínculo adulto y conocer el tipo de apego predominante en cada 
uno de los progenitores. Diversos autores (De Hass, Bakermans-Kra-
nenburg e Ijzendoorn, 1994; Main, Kaplan y Cassidy, 1985; Medina, 
2006) han descrito cuatro tipos de vínculos afectivos: a) Seguro - au-
tónomo - libre: La descripción del entrevistado es clara y coherente. 
Accede a los tópicos con facilidad y flexibilidad. Muestra capacidad 
de valoración de las experiencias de apego. Consigue con facilidad 
proximidad, confianza y reciprocidad de las relaciones íntimas. b) 
Preocupado – enredado: El entrevistado se muestra atrapado en sus 
experiencias pasadas de apego; los conflictos antiguos parecen estar 
absolutamente presentes.Muestra oscilación entre valoraciones po-
sitivas y negativas. Se da hiperactivaciónde la información sobre ape-
go. Su atención suele estar sesgada hacia el afecto negativo. Se mani-
fiestan relaciones simbióticas, celos y dificultades para las relaciones 
duraderas. c) Distante – despectivo: Su explicación es incoherente, 
incompleta con lagunas de memoria. Imagen idealizada o despectiva 
de sus padres. Se da desactivación de las experiencias de apego. Tien-
de a vivir sus relaciones como problemáticas y no le agrada la auto-
revelación íntima. d) Trauma no resuelto: Muestra desorganización y 
pérdida de coherencia cuando habla de una experiencia traumática o 
de una pérdida.Confusiones (de tiempo pasado – presente – lugar), 
lapsus, experiencias disociadoras o cuasi disociadoras (Fonagy, 2001, 
2010).

La figura 2 resume los cuatro estilos parentales que recientes in-
vestigaciones han definido sobre la forma de relación con los hijos, 
que tienen trascendencia en la transmisión de normas éticas y en los 
afectos, especialmente en relación al menor adolescente. 

b) La aptitud de los progenitores para garantizar el bienestar de los 
hijos y la posibilidad de procurarles un entorno adecuado, conforme a su 
edad

En este apartado adquiere importancia para la evaluación pericial 
los aspectos de la salud mental de los progenitores. No todos los pro-
blemas mentales pueden impedir la guarda de los hijos menores, es 
preciso que el trastorno mental esté activo y que cause o pueda cau-
sar daño al menor. Subrayamos la incidencia que el diagnóstico psi-

cológico del progenitor tiene sobre la relación con el menor (Caso, 
2013). En el progenitor con un trastorno mental, se ha de evaluar su 
grado de consciencia de enfermedad y su disposición al tratamiento 
adecuado. Los problemas de adicción a drogas, también deben ser 
cuidadosamente evaluados. El entorno familiar y la red de soporte 
familiar y social son elementos que han de ser contemplados para el 
análisis de la situación global. 

Es importante resaltar que el informe psicológico deberá ser ela-
borado desde una posición de neutralidad y objetividad, atendiendo 
a las circunstancias personales y sociales de todo el grupo familiar. 
Además, debe cumplir con los principios éticos y científicos que se-
ñalan las directrices de la American Psychological Association (2002; 
2010) donde se especifica, entre otras, la necesidad de seguir los mo-
delos éticos de mayor relevancia en su función y mantener actualiza-
dos los conocimientos científicos, legales y profesionales de su com-
petencia.

c) La actitud de cada uno de los progenitores para cooperar con el 
otro a fin de asegurar la máxima estabilidad a los hijos, especialmente 
para garantizar adecuadamente las relaciones de estos con ambos pro-
genitores

Varias sentencias del Tribunal Supremo han reconocido la impor-
tancia de las actitudes y, en consecuencia, la necesaria capacidad 
para reconocer al otro en la relación como progenitor. Determinados 
mensajes demoledores hacia el otro progenitor generan conflictivi-
dad y malestar innecesario que puede trascender a los menores; por 
consiguiente, conviene evaluar el grado de conflictividad en la que es 
precisa una mínima capacidad de relación entre los progenitores y de 
las divergencias existentes entre ellos (Caso, 2013). A modo de ejem-
plo reproducimos dos puntos del fallo de la STS (628/2012):

»Segunda. - Desde un punto de vista técnico no se han encontrado 
indicadores suficientes que justifiquen un cambio en la titularidad de 
la guarda y custodia de la menor. Por tanto, creemos que un cambio 
respecto de la situación actual no afectaría esencialmente a su bien-
estar psicológico, ni de forma positiva ni de forma negativa, por el 
contrario, cualquier modificación en el entorno de la menor supondría 
una readaptación de esta que en el momento de la presente pericial 
no creemos necesario. Respecto a la opción de guarda y custodia com-
partida planteada en segunda opción por el Sr. xxx la conflictividad 
interparental, desde un punto de vista técnico, desaconseja dicha 
opción.

»Tercera. -La conflictividad inter progenitores post ruptura se ha 
identificado desde la literatura científica al respecto como un factor de 
riesgo para la adaptación de los menores al proceso de separación fami-
liar y por ende a su normal desarrollo psicoevolutivo, considerándose, 
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Figura 2. Tipos de estilos parentales. Adaptado de Main et al., 2006
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desde un punto de vista técnico, adecuado la incursión de los Sres. xxx 
en una intervención terapéutica que les ayude a gestionar de manera 
adecuada la separación conyugal, en el sentido de las consideraciones de 
este informe.

En relación al régimen de contactos paterno – filial, la Sentencia 
de 31/03/2009 de la Audiencia Provincial de Barcelona (190/2009) 
analiza el ius visitandi como un derivado del Derecho de relaciones 
con los padres, en el cual, el principio de buena fe debe presidir el 
derecho de visita y la natural colaboración de ambos progenitores. La 
Constitución Española (1978) recoge en: 

Art. 31-1 - Los poderes públicos aseguran la protección social, econó-
mica y jurídica de la familia. 

Art. 31-3 - Los padres deben prestar asistencia de todo orden a los 
hijos habidos dentro o fuera del matrimonio, durante su minoría de edad 
y en los demás casos en que legalmente proceda.

En concordancia con dichos artículos constitucionales, que en-
troncan con el Derecho natural y el Derecho político, el artículo 160 
CC, ordena que los progenitores, aunque no ejerzan la patria potes-
tad, tienen el derecho de relacionarse con sus hijos menores, excepto 
con los adoptados por otro o conforme a lo dispuesto en resolución 
judicial. Conforme al art. 94 del CC:

El progenitor que no tenga consigo a los hijos menores o incapacita-
dos gozará del derecho de visitarlos, comunicar con ellos y tenerlos en 
su compañía. El Juez determinará el tiempo, modo y lugar del ejercicio 
de este derecho, que podrá limitar o suspender si se dieren graves cir-
cunstancias que así lo aconsejen o se incumplieren grave o reiterada-
mente los deberes impuestos por la resolución judicial.

Igualmente podrá determinar, previa audiencia de los padres y de los 
abuelos, que deberán prestar su consentimiento, el derecho de comuni-
cación y visita de los nietos con los abuelos, conforme al artículo 160 de 
este Código, teniendo siempre presente el interés del menor.

El derecho de visita regulado en el art. 94, del CC, es interpretado 
no como un propio y verdadero derecho, sino un complejo de dere-
cho-deber, cuyo adecuado cumplimiento no tiene por finalidad satis-
facer deseos o derechos de los progenitores, sino también cubrir ne-
cesidades afectivas y educativas en aras de un desarrollo equilibrado 
de los menores. 

Dado el carácter dinámico del proceso del desarrollo de los me-
nores, los acuerdos establecidos en el convenio regulador, tras el 
divorcio o separación de los cónyuges, pueden ser objeto de modi-
ficación de medidas previas, por circunstancias sobrevenidas rele-
vantes. El Juez puede dictar la modificación o la resolución del an-
terior convenio para adaptarse a la nueva situación, ahora bien, se 
han de producir acontecimientos que repercutan en la relación pa-
terno-filial así como en la obligación y en su cumplimiento. De 
acuerdo con Garrido (2010), el principio jurídico pacta suntservanda 
debe cumplirse como garantía de seguridad y estabilidad de los 
pactos que se dictaron en sentencia tras el divorcio. Para que pue-
dan  alterarse acuerdos anteriores se precisan los siguientes requi-
sitos: a) que entre las circunstancias en el momento del cumpli-
miento del convenio regulador y las de la nueva demanda por 
modificación se haya producido una alteración extraordinaria; b) 
que consecuencia de dicha alteración resulte una desproporción 
exorbitante y fuera de todo cálculo entre las prestaciones conveni-
das; c) que ello se haya producido sobreviniendo circunstancias 
realmente imprevisibles; y d) que se carezca de otro medio para 
subsanar el referido desequilibrio. 

Pensamos que, en estos supuestos, sería conveniente que la eva-
luación enfocara el estudio a la alteración sustancial de las circuns-
tancias que pudieran justificar tal demanda de cambio de medidas y, 
especialmente concretase en qué forma beneficiaría o perjudicaría al 
menor dichos cambios. Si, por ejemplo, el perito de parte afirma “que 
no se desprenden indicadores que sugieran la conveniencia de intro-
ducir cambios en la forma de relacionarse el menor con sus padres”. 
Debería mantener argumentos específicos y válidos que puedan ser 
probados, pues de lo contrario el informe adolecerá del rigor metodo-

lógico necesario y con bastante probabilidad no sea tomado en consi-
deración. En estos procesos contenciosos, el perito de parte debe to-
mar en cuenta que ha de analizar y estudiar a todo el grupo familiar. 
Debe tener presente que el otro progenitor en su estrategia pueda 
negarse a ser entrevistado y que solicite otra pericial a otro profesio-
nal. Sí esto sucede los menores habrán sido acompañados a los res-
pectivos especialistas por cada uno de los progenitores, sin contar con 
la presencia y la versión del otro progenitor, aspecto que el juzgador, 
posiblemente estime con las debidas reservas desde el punto de vista 
probatorio. Un comportamiento habitual en litigios contenciosos de 
alta conflictividad, es que ambos cónyuges manifiesten apreciaciones 
confrontadas, con la dificultad añadida de no querer o no poder po-
nerse en el lugar del otro. Por consiguiente la conclusión de este as-
pecto sólo podría objetivar la existencia del conflicto. Ahora bien, se-
ría útil para el dictamen poder discriminar sí obedece al proceso 
doloroso de elaboración de la ruptura de la relación o si se trata de un 
conflicto consecuencia de sus carencias aptitudinales o actitudinales, 
ya que ello facilitará mejor la tarea del Juez. En la ruptura de la rela-
ción el duelo a menudo comporta enfrentamiento o actitudes pasivo-
elusivas de la imagen del otro progenitor, manifestadas mediante un 
comportamiento aferrado a un tipo de actitud reactiva y de irritación 
frente al otro. Nos parece conveniente señalar en el informe, la nece-
sidad de iniciar un proceso de reflexión en un espacio de mediación 
familiar o terapia de resolución de conflictos, que permita a los liti-
gantes una adecuada conexión con la realidad parental para colaborar 
conjuntamente a fin de poder atender el bienestar y las necesidades 
de contención emocional del menor inmerso en el proceso de la se-
paración matrimonial de sus padres. 

d) El tiempo que cada progenitor dedicó a la atención de los hijos 
antes de la ruptura y las tareas que efectivamente ejerció para procurar-
les el bienestar

En el CCC (2010) se ha tomado en consideración que el papel de la 
ma dre es cualitativamente más necesario para los menores que el del 
padre cuando las dinámicas familiares han sido construidas desde 
modelos tradicionales, tanto en la idiosincrasia de Cataluña como en 
la realidad de otras culturas que se han incorporado en la sociedad 
catalana. Motivo por el que, se destacan como criterios para determi-
nar la guarda individual la vinculación especial de los hijos con uno 
de los progenitores y la dedicación a los hijos que la madre o el padre 
tuvieren antes de la ruptura.

Pero esta idea proviene de la tesis del “estándar de aproximación” 
(Scott, 1992). Se trata de un criterio de atribución de la guarda de los 
hijos en casos de crisis matrimonial o de pareja que consiste en atri-
buirla a cada uno de los progenitores en la medida de su dedicación 
histórica a las tareas de cuidado de los hijos antes de la ruptura. Este 
criterio fue elegido por el “American Law Institute’s Principles of the 
Law of Family Dissolution”como procedimiento a adoptar por el ma-
gistrado en caso de desacuerdo entre los progenitores. La idea de 
la“aproximación” es adaptar la distribución de la guarda de los hijos 
a la dinámica de cada familia y evitar imponer a todas ellas unos 
mismos modelos de funcionamiento. La finalidad es lograr solucio-
nes viables, respetuosas con las preferencias de cada familia, que 
permitan la continuidad de las relaciones de los hijos con sus padres 
tras el divorcio y que atemperen el carácter de enfrentamiento en las 
relaciones entre ellos (Garriga, 2008). En su origen se trata de un 
criterio cuantitativo no cualitativo, por lo cual conviene matizar que 
contiene aspectos positivos y negativos, puesto que tras la ruptura 
matrimonial o de pareja cambian las condiciones anteriores, tal 
como expone Garriga (2008). 

e) La opinión expresada por los hijos
A los menores se les ha de tener en cuenta pero ellos no eligen ni 

deciden; se ha de evitar que en las evaluaciones se pueda generar esa 
creencia en los menores, puesto que dicho error puede conducirles a 
entrar en un conflicto de lealtades inducido por los propios técnicos 
(abogados, peritos, progenitores o magistrados). Para comprender el 
conflicto de lealtades es preciso remitirse al concepto de triangula-
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ción de Minuchin (1974) que describe una situación en que los pa-
dres, en conflicto manifiesto o latente, tratan de ganar en contra del 
otro progenitor, el afecto o apoyo del menor, lo que implica el conflic-
to de lealtades. La situación del menor atrapado emocionalmente en 
el conflicto de lealtades, suele darse como un síntoma de las dificul-
tades emocionales no elaboradas de los cónyuges. Es un mecanismo 
usado con la finalidad de evadir el conflicto diádico. Los menores han 
de quedar fuera del conflicto, para garantizar el ISM, pues tienen de-
recho a tener un presente como niños (Caso, 2013).

f) Los acuerdos en previsión de la ruptura o adoptados fuera de con-
venio antes de iniciarse el procedimiento

El CCC en su art. 231-22, permite regular mediante escritura pública, 
los efectos de la futura extinción de la pareja, tal como trata el art. 231-
20.1), pero los pactos de supresión o restricción de derechos, como indi-
ca el ap. 3), han de ser recíprocos y explicitar los derechos que restringen 
o a los que se renuncia ya que sí son muy nocivos para una de las partes 
no son eficaces, según el ap. 5), sí se documenta que hay circunstancias 
sobrevenidas relevantes que no fueron sensatamente previsibles en el 
momento en que se otorgaron los acuerdos previos a la extinción. La 
pareja, según el art. 231-15, puede obtener conjuntamente bienes bajo 
el citado “pacto de supervivencia”. Mediante este pacto, incluido en el 
título de adquisición, se acuerda que, cuando cualquiera de ellos fallez-
ca, el superviviente se convierta en titular único del conjunto del bien 
logrado. Los pactos de renuncia a la prestación de alimentos no son efi-
caces en lo que comprometa la posibilidad de atender las necesidades 
básicas del conviviente que tiene derecho a pedir, salvo que hayan sido 
incorporados a una propuesta de convenio.

g) La situación de los domicilios de los progenitores, y los horarios y 
actividades de los hijos y de los progenitores

¿Cuál es la distancia adecuada y el tiempo necesario para los des-
plazamientos? En este apartado se debería plantear de forma lógica 
la realidad concreta; horarios y distancias de los traslados de los me-
nores, así como las posibilidades materiales para su efectividad. Se-
gún Varela-Álvarez (2013), se han dado sentencias muy dispares que 
pueden generar inseguridad jurídica Sin embargo, en la STS 
(2329/2010) se opera un giro copernicano en la forma tradicional de 
entender el ISM en la custodia compartida. Afirma que la cláusula 
abierta del ISM exige acordar esta medida siempre en interés del me-
nor, por lo que tiene preferencia la estabilidad emocional y relacional 
del menor con ambos progenitores de forma paritaria, antes que se-
pararlo de uno de ellos por razón de mantener una “estabilidad geo-
gráfica” (de Torres, 2011).

2. En la atribución de la guarda, no se pueden separar los hermanos, 
salvo que las circunstancias lo justifiquen.

Se ha entendido que los hermanos unidos, dan mayor estabilidad 
al sistema familiar, salvo en aquéllas situaciones en que existe una 
gran diferencia generacional o impedimentos graves entre los her-
manos, en que se podrá aceptar la separación (Caso, 2013).

3. En interés de los hijos, no se puede atribuir la guarda al progenitor 
contra el cual se haya dictado una sentencia en firme por actos de vio-
lencia familiar o machista de los que los hijos hayan sido o puedan ser 
víctimas directas o indirectas. 

Artículo 233-12. Relaciones personales con los abuelos y los 
hermanos

1. Si los cónyuges proponen un régimen de relaciones personales de 
sus hijos con los abuelos y con los hermanos mayores de edad que no 
convivan en el mismo domicilio, la autoridad judicial puede aprobar, 
con audiencia previa de los interesados y siempre que estos den el con-
sentimiento.

2. Las personas a que se haya concedido el régimen de relaciones 
personales están legitimadas para reclamar la ejecución.

Este artículo está en concordancia con la reforma legal (Ley 
42/2003) que, en su día, instauró una innovación a las relaciones 
entre nietos y sus abuelos para reforzar las relaciones entre estos, 
en casos de disolución familiar o en casos de abandono de deberes 
por parte de los progenitores. Además, la ley permitía la atribución 

de las funciones relevantes, a los abuelos, en aquéllas situaciones 
en que por las circunstancias que fueren los progenitores hubieren 
desatendido sus responsabilidades surgidas de la potestad. Se arti-
culaba así la protección del ISM para esta realidad concreta, siem-
pre que por ello no se restringiese o lesionase la relación con alguno 
de los progenitores. La evaluación psicológica en estos supuestos de 
dinámicas familiares complejas habrá de analizar qué relaciones 
existen entre las tres generaciones que forman núcleo familiar e 
identificar los conflictos y los vínculos afectivos existentes y el ré-
gimen de contactos que han mantenido aparte del grado de paren-
tesco. Con relativa frecuencia, en algunos casos, otros parientes han 
adoptado roles paternos, por lo que -en la evaluación- convendría 
detallar sí se instauró y sí fue un rol de referencia el pariente res-
pecto del menor, así como del tipo de vínculo afectivo establecido 
hacía el menor. Estudios clásicos de la antropología estructural ana-
lizaron las relaciones de parentesco en las que la figura del avuncu-
lado (del latín avunculus, tío materno) representó una tradición en 
muchas sociedades donde el hermano de la madre ocupaba un rol 
privilegiado en el sistema de parentesco y/o en la crianza de los 
hijos cuya función consistía en equilibrar las relaciones familiares 
(Lévi-Strauss, 1987). 

En el estudio de un caso, Pérez (2008) objetivó una falta de comu-
nicación por mor de un conflicto no resuelto que perduraba por más 
de once años entre los abuelos y los progenitores del menor, a causa 
del cual el nieto y los abuelos no se conocían. No obstante como los 
abuelos resultaron idóneos para relacionarse con su nieto, el perito 
expresó en las conclusiones que, dada la edad del niño, el nivel de 
conflictividad entre las partes y el rechazo por parte de los progenito-
res, respecto de los abuelos del menor y a todo lo que representan en 
los ámbitos educativo, afectivo, de valores o de personalidad, cual-
quier relación no consensuada entre los abuelos paternos y el menor 
que no pasase por la conciliación o normalización de las relaciones 
entre los abuelos paternos y el núcleo familiar de su nieto, del cual su 
hijo y nuera eran elementos constitutivos, no resultaría beneficiosa 
para el niño y se vería afectado por esa conflictividad, introduciéndo-
lo y haciéndolo partícipe involuntario de una dinámica familiar repul-
siva y conflictiva con consecuencias negativas para su estabilidad 
psicológica (Pérez, 2008). Se esté de acuerdo o no con la recomenda-
ción, es obvio que en el proceso de identificación y desarrollo afectivo 
es positivo que el menor tenga conocimiento de la existencia de sus 
parientes en segundo grado. El conocimiento de las líneas de paren-
tesco y las figuras familiares facilita la integración de la personalidad 
y proporciona un sentido de identidad y pertenencia, pero el caso 
ilustra la necesidad de intentar resolver antes el conflicto intergene-
racional y, a su vez, diseñar un programa pautado y supervisado de 
encuentros progresivos entre abuelos, nieto y progenitores. 

Artículo 233-13. Supervisión de las relaciones personales en 
situaciones de riesgo

1. La autoridad judicial puede adoptar, por razones fundamentadas, 
medidas para que las relaciones personales del menor con el progenitor 
que no ejerce la guarda o con los abuelos, los hermanos u otras personas 
próximas se desarrollen en condiciones que en garanticen la seguridad 
y la estabilidad emocional.

2. Si hay una situación de riesgo social o peligro, se puede confiar la 
supervisión de la relación a la red de servicios sociales o a un punto de 
encuentro familiar.

Pautas importantes de referencia para el psicólogo forense

El informe pericial psicológico es un recurso legal a disposición 
del magistrado para el desempeño de su tarea en la toma de decisio-
nes judiciales. La elaboración del informe pericial conlleva tres ver-
tientes cardinales: a) la entrevista forense; b) las pruebas de psico-
metría; y c) la observación en medio artificial –gabinete o 
consultorio- y en medio natural o domicilio de los menores. El objeto 
del desempeño de la disciplina abarca: 1) la evaluación de la perso-
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nalidad con los indicadores de normalidad o patología, tanto de adul-
tos como de menores; 2) el estudio del expediente judicial; 3) el es-
tudio de la biografía, evolución y disolución de la relación 
matrimonial; 4) la adaptación de los miembros del grupo familiar en 
el ámbito personal, social, escolar, laboral; 5) la valoración de actitu-
des, aptitudes, intereses, habilidades y perspectivasde los miembros 
objeto de estudio; 6) la estimación de la dinámica familiar; 7) el aná-
lisis de las percepciones, experiencias y resistencias o rigideces ante 
la problemática familiar; y 8) el estudio de las destrezas parentales y 
estilos formativos respecto de los menores. 

El psicólogo forense en el desempeño de su función pericial, debe 
respetar los principios analizados en este trabajo que resumimos en: 

1) El perito para elaborar el dictamen debe comprender el alcance 
del concepto jurídico del ISM para el mejor cuidado responsable, 
afectivo, educativo y relacional de los hijos por parte de los progeni-
tores o delegados legales, que está en rango superior al derecho de 
los propios progenitores.

2) Jurídicamente la figura del perito es la de un profesional con 
conocimientos especiales cuya misisón es auxiliar al juez, conforme 
al art. 335 (LEC, 1/2000). 

3) El respeto por el principio de igualdad ante la ley de las perso-
nas contendientes, que implica la intervención pericial desde una 
disposición de ecuanimidad, neutralidad e imparcialidad.

4) El respeto por los derechos y garantías de información sobre la 
razón de la intervención, la metodología que se empleará, el propó-
sito de la intervención, el destino de la indagación, el encargo judicial 
y los aspectos relativos al secreto profesional.

5) El respeto al derecho de la intimidad de las personas, que 
obliga al perito a la actuación estricta y necesaria para la confec-
ción del dictamen, soslayando injerencias en la esfera personal, 
social o laboral de menores o progenitores que pudieran resultar 
ilegítimas.

6) El principio de corresponsabilidad de los progenitores que en-
traña la redefinición de sus responsabilidades parentales.

7) El principio de competencia, que instaura los términos de la 
intervención de acuerdo a los objetivos del dictamen.

8) Los principios de eficacia y eficiencia que implica desempeñar 
adecuadamente el requisito judicial, respetando sin demoras los re-
quisitos establecidos.

9) Decidir si el material del que dispone es susceptible y apropia-
do para el análisis del informe pericial, el límite de su trabajo, la me-
todología y los recursos, la concordancia con los criterios y recomen-
daciones normativas de colegios profesionales, la adscripción al 
código deontológico, así como los conocimientos científicos actuali-
zados.

10) Obligación de cumplir con los principios que rigen su tarea, las 
incompatibilidades, o la posibilidad de ser recusado (Art. 124, 343, LEC). 

11) Obligación de intervenir en el juicio oral(Art. 347, LEC). El tribu-
nal valorará el informe según las reglas de la sana crítica, por ello el 
informe no es vinculante para la decisión del Juez (Art. 348, LEC). Estos 
aspectos ponen en relevancia la necesidad de que el psicólogo forense 
se rija por el principio de independencia profesional. El psicólogo 
siempre debe ser prudente, observar las recomendaciones colegiales y 
ser consciente de su papel colaborador con jueces y fiscales.

12) Incluir el análisis de viabilidad del plan de parentalidad –Ca-
taluña- o pactos de convivencia (ej.: Aragón, Valencia, etc.), como 
documento a considerar en el informe pericial.  

13) Evaluar los vínculos afectivos entre los progenitores y los hi-
jos, tipo de apego e incidencia del vínculo en el menor.

14) Valoración -en su caso- del estado psicológico del progenitor 
y, medida en que pueda o no afectar al proceso educativo o del desa-
rrollo madurativo del menor. 

15) Análisis de las actitudes de cooperación u obstrucción entre 
los progenitores sobre la parentalidad.

16) Análisis de contactos del régimen de contactos paterno filial.
17) Análisis de las relaciones parentales anteriores a la ruptura de 

la pareja, y del tiempo de dedicación de cada progenitor con su/s 
hijo/s .

18) Estudio de los menores, sus necesidades afectivas, escolares, 
evolutivas, madurativas y de escuchar sus deseos tomando en consi-
deración el momento evolutivo de estos. 

19) Análisis de la relación entre hermanos, y con la familia exten-
sa (abuelos, tios, etc.). 

20) Observación de posibles situaciones de riesgo para los meno-
res.

El psicólogo forense debe poder dar respuesta a la demanda del 
Juez con los datos que éste precisa de su conocimiento profesional. 
En base a ello, hemos revisado desde una óptica diferente, los con-
ceptos jurídicos más importantes en la evaluación de la custodia de 
menores, que puedan servir de referencia para orientar el trabajo del 
profesional conforme a las directrices de la APA (2002, 2010), a fin de 
mantener mejores estándares de formación actualizada.

Conflicto de intereses

Los autores de este artículo declaran que no tienen ningún con-
flicto de intereses.
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Estimación y caracterización de los antecedentes de protección de los menores 
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R E S U M E N

El presente estudio descriptivo tiene como objetivo estimar el porcentaje de menores infractores que con 
base en la literatura analizada han pasado por los Servicios de Protección en España, ofreciendo una des-
cripción del fenómeno estudiado. Para ello se ha realizado una revisión sistemática de la bibliografía de 
aquellos estudios que incluían el número o porcentaje de menores infractores que provenían de algún re-
curso de protección. Los resultados muestran que según los estudios analizados hay una sobre-representa-
ción de menores provenientes del Sistema de Protección a la Infancia en el Sistema de Justicia Juvenil. El 
porcentaje de menores que provienen de recursos residenciales ordinarios es inferior al de menores extran-
jeros y al de menores que presentan problemas de abuso de sustancias. Se describen algunas de las actua-
ciones que podrían llevarse a cabo para prevenir esta relación. 
© 2014 Colegio Oficial de Psicologos de Madrid. Producido por Elsevier España, S.L. Todos los derechos reservados.

Estimation and characterization of the history of protection of juvenile offenders

A B S T R A C T

This descriptive study aims to estimate the proportion of young offenders that based on the literature 
reviewed had passed by Children Protection Services in Spain, offering a description of the phenomenon 
studied. A systematic literature review has been completed of studies regarding juvenile offenders alluding 
to the number or percentage of young offenders who come from protection services. The results show that 
according to the studies reviewed the juvenile justice system is over-represented by juveniles who came 
from the Child Protection Services. The percentage of children who come from residential care centers is 
lower than that of foreign children and children who have substance abuse problems. Finally we show 
some of the actions that could be taken to prevent this relationship. 
© 2014 Colegio Oficial de Psicólogos de Madrid Production by Elsevier España, S.L. All rights reserved.

Los datos recientes de investigación estadounidense apuntan a 
que el Sistema de Justicia Juvenil de ese país posee una sobre-repre-
sentación de menores que no están cubiertos o no se encuentran lo 
suficientemente atendidos por el Servicio de Bienestar Infantil, el 
Servicio de Educación o el Servicio de Salud Mental, siendo preocu-
pantes las altas tasas de detenciones y encarcelaciones de menores y 
jóvenes que provienen de esos recursos (Dowd, 2011). Se estima que 
entre el 9% y el 50% de los jóvenes que han pasado por el Sistema de 
Bienestar Infantil se involucran en conductas delictivas (Kelly, Thor-
nberry y Smith, 1997; Maxfield y Widom, 1996; Ross, Conger y Arms-
trong, 2002; Smith y Thornberry, 1995; Stewart, Dennison y Water-

son, 2002), por lo que se ha sugerido la necesidad de mejorar el 
Sistema de Protección Infantil (Bergman, 2010; Campbell, Cook, La-
Fleur y Keenan, 2010) y de modificarlo para incluir enfoques de in-
tervención que promuevan prioritariamente la capacitación parental 
y el apoyo social a las familias (Bergman, 2010). 

En el contexto español, no se han encontrado investigaciones que 
analicen de forma sistemática esta problemática relación entre el 
Sistema de Protección y el de Justicia Juvenil, a pesar de ser una pe-
tición expresa de parte de la Administración de Justicia (Ministerio 
Fiscal, 2009). Los escasos datos disponibles provienen en su mayoría 
de informes de administraciones autonómicas en los que una de las 
variables analizadas era si el menor infractor tenía abierto un expe-
diente en protección. Así, el informe del 2011 del Defensor del Pueblo 
en el País Vasco (Ararteko, 2011) señala que existe una creciente pre-
ocupación por los cada vez más numerosos casos de menores impli-
cados en actos delictivos que proceden del Sistema de Protección, 
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llegando a ser el 27.6% del total de menores que cumplieron alguna 
medida judicial en el año 2009 y el del 51.9% en los casos que termi-
naron en una medida de internamiento en un centro. Sin embargo, 
otros trabajos de investigación señalan que en la actualidad hay un 
nuevo perfil psicosocial del menor infractor, que no pertenece a fa-
milias desestructuradas, no tienen antecedentes de medidas de pro-
tección ni de consumo familiar de sustancias tóxicas (Contreras, 
Cano y Martín, 2009). 

Por otro lado, se han aportado datos indirectos sobre la relación 
entre protección y justicia juvenil desde otra línea de investigación 
relacionada, que estudia la asociación entre el haber sido víctima de 
maltrato o negligencia en la infancia o adolescencia y la probabilidad 
de cometer actos delictivos. Wiig y Tuell (2004) señalan que un ele-
vado porcentaje de menores envueltos en problemas con la justicia 
tienen antecedentes de maltrato, y constatan que un elevado porcen-
taje de familias tienen relación con los sistemas de justicia y protec-
ción de manera intergeneracional. Los jóvenes que han recibido per-
sistentemente malos tratos en la infancia o adolescencia tienen un 
riesgo significativamente mayor de involucrarse en conductas delic-
tivas que los jóvenes que nunca fueron maltratados (Ryan y Mark, 
2005; Thornberry, Huizinga y Loeber, 2004). En esta misma direc-
ción, Widom (2003) realizó una revisión de cuatro estudios prospec-
tivos (English, Widom y Brandford, 2002; Maxfield y Widom, 1996; 
Smith y Thornberry, 1995; Zingraff, Leiter, Myers y Johnsen, 1993) en 
la que se muestra una relación positiva entre haber recibido maltrato 
infantil y/o cuidados negligentes y el riesgo de cometer actos delicti-
vos (además de un mayor riesgo de padecer, entre otros, problemas 
de salud mental e intentos de suicidio) por lo que recalca la necesi-
dad de formalizar protocolos de trabajo conjunto entre los Servicios 
de Protección y los de Justicia Juvenil y poner en marcha programas 
de prevención del maltrato y de prevención de la delincuencia. 

Si nos centramos en nuestro contexto, los datos señalan que entre 
los menores y jóvenes que cometen delitos se da una incidencia de 
maltrato superior a la de la población joven en general (Oliva, 2002). 
Las investigaciones realizadas en España también han encontrado 
datos que confirman la relación positiva entre el maltrato infantil y 
la actividad delictiva en la adolescencia (Cerezo y Vera, 2004; De Paúl 
y Arruabarrena, 1995; Ruiz y Gallardo, 2002).

En síntesis, la bibliografía especializada sostiene que un porcenta-
je importante de menores infractores proviene de los Servicios de 
Protección y/o ha tenido un historial de abusos persistentes durante 
su infancia o adolescencia. Sin embargo, dado que en España no se ha 
realizado una investigación sistemática sobre esta cuestión, este tra-
bajo, que se enmarca en la metodología de revisiones cuantitativas, 
ha tenido como objetivo estimar el porcentaje de menores-jóvenes 
del Sistema de Justicia Juvenil que con base en la literatura analizada 
han sido usuarios de los Servicios Sociales y de los Servicios de Pro-
tección en España, ofreciendo una descripción del fenómeno estu-
diado. 

Método

Diseño

Se trata de un estudio de revisión sistemática (Perestelo-Pérez, 
2013) cuantitativa para la estimación del porcentaje de menores in-
fractores que proceden del sistema de protección en España.

Búsqueda bibliográfica y selección de los estudios

El proceso de búsqueda de la bibliografía se ha basado en las si-
guientes fuentes: (a) bases de datos (ISOC, COMPLUDOC, DIALNET, 
CSIC, TESEO, PSICODOC, PSYCLIT, limitando la búsqueda a los estu-
dios que ofreciesen datos de España), efectuada entre enero y di-
ciembre de 2012. Los descriptores utilizados fueron: menores infrac-
tores, protección, menores tutelados, (b) revisión directa de revistas 

especializadas, (c) consulta a expertos en el tema objeto de estudio y 
revisión de las aportaciones a congresos especializados en Psicología 
Jurídica y Criminología y (e) con el fin de incluir todos los estudios 
relacionados, se revisaron las referencias bibliográficas de los artícu-
los incluidos en la investigaciones primarias.

Previamente a la realización de la búsqueda bibliográfica, los au-
tores impusieron unos criterios de inclusión para los estudios que 
potencialmente podían formar parte de esta revisión cuantitativa. 
Dichos criterios de inclusión de los estudios fueron los siguientes: (a) 
los estudios debían presentar datos reales de menores infractores 
relacionados con los Servicios de Protección (por estar tutelados, re-
sidir en centros de protección o estar acogidos tanto en familia ajena 
como en extensa) (b) los estudios debían presentar datos sobre me-
nores/jóvenes que hubieran sido juzgados según la legislación de 
menores españolas (L.O. 5/2000 y su modificación, la L. O. 8/2006), 
(c) los estudios debían basarse en datos reales de población juvenil 
española y (d) los estudios debían proporcionar los datos suficientes 
para estimar el porcentaje de menores de protección que se encon-
traban en justicia juvenil.

En total, han sido encontrados 17 estudios, de los cuales dos han 
sido descartados por haber sido realizados anteriormente a la entra-
da en vigor de la LORPM. 5/2000 (en la que la edad penal de los 
menores era diferente, 12 a 16 años). Por tanto, se han utilizado 15 de 
los estudios encontrados en la bibliografía realizados en España y 
publicados a partir del año 2001 (fecha de entrada en vigor de la 
LORPM. 5/2000). De ellos, 6 eran comunicaciones presentadas en 
congresos científicos, 6 eran informes de la administración, 1 artícu-
lo publicados en revista, 1 tesis doctoral y 1 tesina de licenciatura. 

Procedimiento y codificación de variables

Todos los estudios seleccionados describen diferentes muestras 
de menores infractores relacionadas con los Servicios de Protección 
(por estar tutelados, residir en centros de protección o estar acogidos 
tanto en familia ajena como en extensa), y se han agrupado en fun-
ción de la información sobre la muestra que aparece en cada uno de 
ellos, clasificándose en cada una de estas 4 categorías: a) Menores 
Infractores con expediente previo en el Servicio de Protección (EPP), 
b) Menores Infractores que provienen de un centro de protección 
(CP), c) Menores Infractores con problemas de abuso de sustancias/
drogodependientes tutelados o en acogimiento (DRO) y d). Menores 
Extranjeros no Acompañados (MENAS) Infractores y menores inmi-
grantes infractores.

En la tabla 1 puede verse una breve descripción de los estudios 
seleccionados y la adscripción al grupo concreto de selección.

El número de estudios varía en cada uno de los grupos considera-
dos, de tal manera que se han encontrado varios estudios con infor-
mación referente al primer grupo (EPP), y dos estudios en los demás 
grupos. En aquellos informes en los que aparecía la información des-
glosada en función de la población (reincidente y no reincidente), se 
han unido los datos para extraer el número y porcentaje total de me-
nores infractores. 

Análisis de datos

En primer lugar se estiman los porcentajes individuales y globa-
les, así como los intervalos de confianza al 95%, de los menores in-
fractores que han tenido un expediente anterior de protección, según 
los cuatro grupos considerados (EPP, CP, DRO y MENAS). Por otro 
lado, se realiza un análisis descriptivo de las características comunes 
de los estudios contemplados.

Resultados

En la tabla 2 se presenta el número total de menores infractores 
sobre el que se ha basado el estudio (dividido por sexo cuando dicha 
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información aparecía en el estudio revisado), así como el número de 
menores infractores que pasaron por servicios de protección y la Co-
munidad Autónoma donde se ha realizado el estudio. El total de me-
nores que implica este estudio asciende a 7072, e implica a 1600 
menores con antecedentes de protección.

Por otro lado, en la tabla 3 se estima el porcentaje de menores 
infractores que provienen de los sistemas de protección, ponderado 
por el tamaño de la muestra de cada estudio, así como, se estima el 
intervalo de confianza al 95% para cada estimación de dicho porcen-
taje ponderado. La estimación del porcentaje total ponderado por el 
tamaño muestral es del 22.62% [21.66-23.61], siendo del 29.42 el 
promedio no ponderado. El valor inferior corresponde al estudio 10 
de Cataluña, con una estimación del 11.7% y el mayor al estudio 6 de 
la Comunidad Valenciana.

Si se ordenan los resultados en función del tipo de muestra de 
clasificación (ver tabla 4), los resultados señalan que, los grupos que 
congregan un mayor porcentaje de menores son los que hacen des-
cripciones generales (menores con expediente en protección y/o fa-
miliares en el de Servicios Sociales, menores en protección y abuso 
de drogas, así como los MENAS), disminuyendo su porcentaje en la 
muestra de menores que provienen del centro de protección

Discusión

El objetivo principal de este trabajo ha sido realizar una estima-
ción del porcentaje de menores infractores que en base a la litera-
tura analizada han pasado por los Servicios de Protección al menor 
en España. Según los datos estimados, se puede concluir que en los 
estudios revisados los menores procedentes de los Servicios de Pro-
tección se encuentran sobre-representados en el sistema de Justicia 
Juvenil, ya que algo más de uno de cada cuatro menores que se 
encuentra ejecutando una medida judicial han tenido contacto con 
los Servicios de Protección según la mayor parte de los estudios 
analizados (Bürgel y Ribas, 2004; Capdevila y Ferrer, 2003; Crespo, 
Perles y San Martín, 2008; Esteban et al., 2003; Garrido y Rodrí-
guez, 2009; Fariña, Arce y Vázquez,  2006; San Juan y Ocáriz, 2010; 
Taboada, Armenteros y Calvete, 2007; Uceda et al., 2008). Estos da-
tos vienen a confirmar la existencia de una relación a tener en 
cuenta entre Servicios Sociales, Servicios de Protección y Justicia 
Juvenil. 

Tabla 1
Resumen de las investigaciones seleccionas, en función del grupo de menores de clasificación, tipo de medida y de estudio

Autores Tipo de medida Tipo de Estudio

Grupo 1. MI con expediente previo en el Servicio de Protección

(1) Bürgel y Ribas (2004) No especificado a

(2) Fariña, Arce y Vázquez (2006) No especificado a

(3) Grana, Garrido, y González (2007) No especificado b

(4) Taboada, Armenteros y Calvete (2007) Medio abierto/Internamiento a

(5) Crespo et al. (2008) No especificado a

(6) Uceda, Romero, y García (2008) Medio abierto a

(7) Garrido y Rodríguez (2009) Medio abierto/Internamiento c

(8) Silva (2009) Medio abierto/Internamiento d

(9) San Juan y Ocáriz (2010) Medio abierto/Internamiento c

Grupo 2. MI que provienen de un centro de protección

(10) Capdevila, Ferrer, y Luque (2005) Medio abierto/Internamiento c

(11) Menéndez y Rodríguez (2007) Medio abierto/Internamiento e

Grupo 3. MI con problemas de abuso de sustancias

(12) Esteban et al. (2003) No especificado c

(13) Gude y Fandiño (2006) Internamiento terapéutico a

Grupo 4. MENAS Infractores e inmigrantes infractores

(14) Generalitat de Cataluña (2008) No especificado c 

(15) Capdevila y Ferrer (2003) Medio abierto/Internamiento c

Nota: Tipo de estudio: a. Comunicación b. Artículo c. Informe administración d. Tesis doctoral e. Tesina Licenciatura.
En el estudio 9 (San Juan y Ocariz, 2010) se presentan datos en los que se incluyen a menores que provienen de un centro de protección y a MENAS infractores. 

Tabla 2
Descripción de las muestras de M.I que han tenido relación con el Servicio de 
Protección

N de estudio y CC.AA N de M.I. Varones Mujeres N de M.I./
Protección

(1) Baleares 62 59 3 35

(2) Varias (a) 200 - - 54

(3) C. Madrid 208 173 35 34

(4) Galicia 170 100 70 43

(5) Andalucía 48 48 0 12

(6) C. Valenciana 123 - - 87

(7) Cantabria 92 83 9 30

(8) Varias (b) 238 200 38 52

(9) Euskadi 553 453 100 206

(10) Cataluña 2086 1821 265 244

(11) P. de Asturias 588 495 93 93

(12) Varias (c) 437 397 40 116

(13) Galicia 110 94 16 26

(14) Cataluña 498 466 32 120

(15) Cataluña 1659 1609 50 448

Total 7072 5998 751 1600

Nota: Comunidad Autónoma: a= No especificado; b= Comunidad de 
Madrid y Región de Murcia; c= Galicia, Asturias, Euskadi, Castilla 
León, Aragón, Comunidad de Madrid, Castilla La Mancha,
Comunidad Valenciana.
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El presente trabajo ha puesto de manifiesto que el porcentaje de 
menores infractores que provienen de centros de acogimiento resi-
dencial ordinarios (12.26%), es inferior a la media si se toman en 
cuenta los demás grupos analizados en este trabajo. Sin embargo, 
conviene señalar que las diferencias de porcentaje entre las cuatro 
categorías establecidas no tienen que corresponderse con los por-
centajes existentes en la población de menores infractores española, 
sino que son los que se extraen de las muestras de los trabajos revi-
sados que, en ningún caso, se garantiza que sean representativas de 
la población de menores infractores. No obstante, en caso de que se 
confirmase este resultado con un estudio en el que estuviera repre-
sentada toda la población de menores infractores, podría ser un indi-
cador de los importantes avances que se han producido en el acogi-
miento residencial en España (Bravo y Fernández del Valle, 2009). 
Aunque también es probable que las características previas que pre-
sentan los menores antes de ingresar en los servicios de protección 
puedan ser las que determinen la gravedad de las conductas que 
muestran. 

Por otro lado, es probable que los menores con problemas de dro-
godependencias, con trastornos de conducta o con problemas de sa-
lud mental sean los que mayor probabilidad de riesgo tengan de in-
volucrarse en problemas con la justicia, máxime en aquellos casos en 
los que los menores cumpliesen más de una categoría. En este senti-
do, sería pertinente diseñar trabajos que evalúen el papel que juega 
la interacción de los factores de riesgo, ya que generalmente se ha 
utilizado una metodología aditiva (mas probabilidad de delincuencia 
cuantos más factores de riesgo estén presentes) (Sobral, Romero, 
Luengo y Marzoa, 2000). 

Respecto al colectivo de MENAS, los datos parecen indicar que po-
dría estar especialmente representado en el sistema de Justicia Juve-
nil, sobre todo considerando el peso total que posee este colectivo 
dentro del total de menores de edad (García, Zaldívar, De la Fuente, 
Ortega y Sáinz-Cantero, 2012; Ocáriz, Vozmediano y Germán, 2011; 
Silva, 2009), aunque, como ya ha sido apuntado, este resultado debe-
ría ser confirmado con un estudio en el que esté representado todo 
el colectivo de menores infractores, ya que es posible que la pobla-
ción de MENAS esté, en este caso, sobre-representada en los trabajos 
de partida revisados, y no se ajuste a la realidad del Sistema de Justi-
cia Juvenil español. De facto, la población de MENAS se extrae exclu-
sivamente de dos trabajos de Cataluña cuya realidad inmigratoria es 
diferente a la de otras partes del Estado Español. 

Respecto a los menores con trastornos de conducta y con otros 
tipos de trastornos psicológicos, a pesar de no haber sido incluidos 
específicamente en el trabajo, es probable que se encuentren repre-
sentados dentro de las estadísticas presentadas. Así, en algunas in-
vestigaciones analizadas (Fernández del Valle y Bravo, 2003; Gude, y 
Fandiño, 2006; San Juan y Ocáriz, 2010), se encuentran porcentajes 
muy elevados de problemas de salud mental dentro de la población 
infractora. 

Los datos hallados sugieren que pasar por protección podría con-
siderarse como un factor de riesgo de cara a mostrar conductas de-
lictivas. Por ello, además de la necesidad de apoyar a las familias y 
realizar intervenciones tempranas, sería necesario poner en marcha 
actuaciones para romper esta relación, como podrían ser las siguien-
tes: a) disponer en los recursos de protección de instrumentos que 
valoren el riesgo de violencia. Estos protocolos de evaluación (poco 

Tabla 3
Estimación del porcentaje de M.I. que provienen de diferentes sistemas de protección y Forest Plot

N de estudio y CC.AA % MI/P IC-95 % MI/P Forest Plot

(15) Cataluña 27 24.92 29.19

(14) Cataluña 24.1 20.55 28.04

(13) Galicia 23.6 16.67 32.38

(12) Varias (c) 26.5 22.62 30.88

(11)P. de Asturias 15.8 13.09 18.99

(10) Cataluña 11.7 10.39 13.14

(9) Euskadi 37.3 33.32 41.35

(8) Varias (b) 21.9 17.07 27.52

(7) Cantabria 32.6 23.89 42.72

(6) C. Valenciana 70.7 62.16 78.05

(5) Andalucía 25 14.92 38.78

(4) Galicia 25.3 19.35 32.32

(3) C. Madrid 16.35 11.94 21.97

(2) Varias (a) 27.1 21.32 33.54

(1) Baleares 56.45 44.09 68.06

Total 22.62 21.66 23.61

Nota. % MI/P= Porcentaje de menores infractores que provienen de protección.
Comunidad Autónoma: a= No especificado; b= Comunidad de Madrid y Región de Murcia; c= Galicia, Asturias, Euskadi, Castilla León, Aragón, Comunidad de Madrid, Castilla La 
Mancha, Comunidad Valenciana.
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Tabla 4
Descripción de las muestras de M.I. que han tenidorelación con el Servicio de Protección por grupo de clasificación

Grupo N de estudios N de M.I. N de M.I./Protección % de M.I/Protección IC95%

MI con expediente previo en el Servicio de Protección 9 1694 553 32.64 [30.45-44.91]

MI que provienen de un centro de protección. 2 2674 337 12.26 [11.39-13.91]

MI abuso de sustancias tutelados o en acogimiento 2 547 142 25.96 [22.46-29.79]

MENAS Infractores y menores inmigrantes infractores 2 2157 568 26.33 [24.51-28.23]
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utilizadas en España en la práctica profesional) podrían ser un aspec-
to importante de la intervención, que debería centrarse en reducir 
los factores de riesgo e incrementar los factores de protección (An-
drés-Pueyo, y Echeburúa, 2010); b) elaborar protocolos específicos 
para que uno de los objetivos del trabajo en el sistema de protección 
sea el de minimizar el riesgo de realizar conductas delictivas; c) eva-
luar los programas de intervención, y analizar cómo responden los 
diferentes grupos (menores con trastornos de conducta, maltrato, 
MENAS, etc.) a las medidas ofrecidas por los Servicios de Protección; 
d) en la atención a los MENA sería deseable una mayor coordinación 
entre las CC.AA.; e) establecer mecanismos de coordinación específi-
cos entre los Servicios de Protección y los de Justicia Juvenil para, por 
ejemplo, establecer perfiles específicos de los menores que pasan de 
protección a reforma; f) respecto a la población menor infractora, 
sería deseable poner en marcha intervenciones multimodales (que 
consideren los factores sociales, familiares y biológicos de los meno-
res) para minimizar la probabilidad de reincidencia (Vilariño, Amado 
y Alves, 2013). 

Conflicto de intereses

Los autores de este artículo declaran que no tienen ningún con-
flicto de intereses.
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Agresividad reactiva, proactiva y mixta: análisis de los factores de riesgo individual 
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R E S U M E N

El presente estudio investiga el peso diferencial que las variables de tipo individual (impulsividad, conducta 
antisocial y desinhibición) tienen en diferentes tipos de agresión en adolescentes. Utilizando una muestra 
de 640 adolescentes de la Comunidad de Madrid, los resultados obtenidos indican un peso diferencial de 
las distintas variables de tipo individual en la predicción de la agresión proactiva y reactiva, estando la pri-
mera caracterizada por la conducta antisocial y la segunda por la impulsividad. Puesto que ambos tipos de 
agresión no suelen darse de manera aislada, si no que suelen coexistir, se ha considerado un tercer tipo de 
agresión de tipo mixto para aquellos sujetos que manifiestan tanto comportamientos agresivos reactivos 
como proactivos, encontrando que este tipo de agresión está fuertemente caracterizada, al igual que la 
agresión de tipo proactivo, por la mayor presencia de conducta antisocial.
© 2014 Colegio Oficial de Psicologos de Madrid. Producido por Elsevier España, S.L. Todos los derechos reservados.

Reactive, proactive and mixed type aggression: Analysis of individual risk factors 

A B S T R A C T

This study explains the differences that individual variables (impulsivity, antisocial behavior and 
disinhibition) have in the prediction of different types of aggression in adolescents. The results obtained 
from a sample of 640 adolescents, shown that proactive aggression is characterized by antisocial behavior 
while reactive aggression is characterized by impulsivity. Since both types of aggression often coexist we 
considered a third type of aggression, mixed type, for those subjects who display both reactive and 
proactive aggression behaviors. The outcomes indicate that this type of aggression is strongly characterized, 
like proactive aggression, by antisocial behavior.
© 2014 Colegio Oficial de Psicólogos de Madrid Production by Elsevier España, S.L. All rights reserved.

De entre las múltiples definiciones y clasificaciones de lo que 
puede considerarse una conducta agresiva, es la división establecida 
por Keneth Dodge la que mejor nos permite estudiar y analizar la 
agresión desde el punto de vista motivacional o funcional, así como 
también analizar los mecanismos cognitivos que se dan en las distin-
tas expresiones de la agresión. En función de tales procesos, se han 
distinguido dos tipos de agresión: reactiva vs proactiva.

La agresión reactiva está basada en el modelo de frustración–
agresión postulado por Dollard (Dollard, Doob, Miller, Mowrer y 
Sears, 1939), posteriormente modificado por Berkowitz (1965). Se 
trata de un comportamiento que sucede como reacción a una ame-

naza percibida y que suele estar relacionada con una activación emo-
cional intensa, altos niveles de impulsividad, hostilidad y déficits en 
el procesamiento de la información (Raine et al., 2006). La principal 
motivación que subyace a este tipo comportamiento agresivo parece 
ser el dañar a otro, no persiguiendo ningún otro objetivo o meta con-
creta. 

La agresión proactiva, por otro lado, tiene su explicación en el mo-
delo de  aprendizaje social de Bandura (1973) y estaría concebida 
como una estrategia más que el sujeto pone en marcha para la obten-
ción de un objetivo o beneficio. Dicha agresión no requiere de la ac-
tivación con la que está caracterizada la agresión reactiva, y es vista 
como un tipo de agresión fría, instrumental y organizada (Raine et 
al., 2006). 

A pesar de que cada tipo de agresión por separado predice ya de 
por si comportamientos problemáticos tanto en los adolescentes 
como en los adultos, se han encontrado evidencias de que ambos ti-
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pos de agresión suelen darse de manera conjunta (Bushman y Ander-
son, 2001; Pang, Ang, Kom, Tan y Chiang, 2013), siendo las puntua-
ciones elevadas en ambas escalas las que parecen predecir 
comportamiento delictivos de carácter más violento (Barker, Trem-
blay, Nagin, Vitaro y Lacourse, 2006).

El conocimiento de cómo surge y se modula el comportamiento 
agresivo es de vital importancia debido a las consecuencias que la 
manifestación de estos actos tienen para los individuos y la sociedad 
en general.  La conducta agresiva empieza a manifestarse en la niñez 
temprana y adquiere su máxima expresión durante la adolescencia, 
disminuyendo a medida que las personas llegan a la adultez (Dodge 
y McCourt, 2010). Esta especial incidencia del comportamiento agre-
sivo entre los adolescentes justifica que sea considerado como un 
grupo prioritario de estudio, ya que la presencia de conductas agre-
sivas a edad temprana es un predictor de comportamientos delicti-
vos posteriores, desadaptación social y problemas de relación inter-
personal (Odgers y Russell, 2009).

Además de las implicaciones y consecuencias de la agresión tanto 
a nivel individual como social, la agresión es un fenómeno complejo 
y multidimensional, siendo múltiples y variados los factores de ries-
go que están detrás de los comportamientos agresivos; fomentando 
su ocurrencia y facilitando que éstos se produzcan. 

Centrándonos en la agresión proactiva y reactiva, los investigado-
res han identificado correlatos específicos para cada tipo de agresión 
(Hubbard, McAuliffe, Rubin y Morrow, 2007). La agresión reactiva es 
una respuesta ante algún tipo de amenaza o provocación, real o per-
cibida, a la que suelen acompañar manifestaciones de cólera o ira. La 
agresión de tipo proactivo se define por su falta de emoción y carác-
ter instrumental, premeditado y dirigido a la consecución de cual-
quier meta o recompensa (López–Romero, Romero y González– Igle-
sias, 2011). 

La agresión reactiva se encuentra asociada a baja tolerancia a la 
frustración y pobre regulación en la respuesta a estímulos ambiguos 
(Vitaro, Brendgen y Tremblay, 2002). Este tipo de agresión es descri-
ta como de “sangre caliente”, y está caracterizada por la presencia de 
sentimientos de ira y enfado, acompañados por gestos y expresiones 
faciales (Hubbard et al., 2002; 2004), que indican una alta activación 
emocional acompañada por una escasa capacidad de autorregula-
ción ante estímulos emocionales (Marsee y Frick, 2007; Vitaro et al., 
2002).

Los sujetos que exhiben este tipo de comportamientos tienen ten-
dencia a nivel cognitivo a interpretar de forman negativa las acciones 
y situaciones ambiguas, atribuyéndoles una connotación hostil que 
les lleva a interpretarlas como provocación o amenaza (Crick y Dod-
ge, 1996; Day, Bream y Pal, 1992; Dodge, Bates y Petit, 1990; Dodge y 
Coie 1987; Hubbard, Dodge, Cillessen, Coie y Schwartz, 2001).  Es la 
presencia de estos sesgos atribucionales hostiles, junto con la poca 
capacidad de regulación de respuestas emocionales, las que hacen 
que la agresión de tipo reactivo se encuentre muy relacionada con la 
generación de respuestas agresivas ante conflictos sociales (Dodge y 
Coie, 1987; Dodge, Lochman, Harnish, Bates y Petit, 1997; Helfritz-
Sinville y Stanford, 2014; Orobio de Castro, Merk, Koops, Veerman y 
Bosch, 2005).

Los adolescentes agresivos reactivos son vistos como más impul-
sivos y con problemas de atención (Connor, Steingard, Anderson y 
Melloni, 2003; Day, Bream y Pal, 1992; Dodge, 1991; Dodge, Loch-
man, Harnish, Bates y Petit, 1997), y sus comportamientos agresivos 
son vistos como “fuera de control” (Conaty, 2006). La expresión de 
este tipo de agresión se relaciona a su vez con problemas de atención 
e hiperactividad (Vitaro, Brendgen y Tremblay, 2002), somatización 
y problemas de sueño (Dodge et al., 1997), así como también con un 
mayor riesgo de suicidio (Conner, Duberstein, Conwell y Caine, 
2003). 

Al contrario de lo descrito para la agresión reactiva, la de tipo pro-
activo es vista como de “sangre fría” y controlada, y está relacionada 
con una ausencia de activación o sentimientos de ira (Hubbard, 

McAuliffe, Morrow y Romano, 2010; Hubbard et al., 2004). Los ado-
lescentes con este tipo de agresión no suelen mostrar problemas en 
la regulación de sus emociones (Dodge et al., 1997; Vitaro, Brendgen 
y Tremblay, 2002), existiendo una conexión entre este tipo de con-
ductas y una serie de características (pobreza emocional, falta de 
empatía, utilización de los demás para su propio interés), propias de 
jóvenes con problemas de conducta antisocial (Frick y Dickens, 
2006). Esta escasa asociación con reactividad emocional hace que 
resulte difícil a los sujetos que presentan este tipo de agresión mos-
trar emociones prosociales tales como empatía o culpa (Kruh, Frick y 
Clements, 2005), manifestando, sin embargo, rasgos de dureza e in-
sensibilidad emocional (Frick, Cornell, Bodin, Dane, Barry y Loney, 
2003), tradicionalmente asociados con el desarrollo de la personali-
dad psicopática (White y Frick, 2010). 

Esta asociación entre las características psicopáticas y la presen-
cia de agresión de tipo proactivo se encuentra en adolescentes, don-
de aquellos que han realizado violencia caracterizada por su “instru-
mentalidad” han presentado puntuaciones elevadas en características 
de personalidad psicopáticas (Loper, Hoffschmidt y Ash, 2001; Mu-
rrie, Cornell, Kaplan, McConvielle y Levy–Elkon, 2004). Igualmente, 
Kruh et al. (2005), han encontrado que adolescentes con episodios de 
violencia instrumental en el pasado puntuaban significativamente 
más alto en rasgos de personalidad psicopáticos que aquellos con 
una historia de agresión de tipo reactivo. 

A pesar de la tradicional distinción entre agresión reactiva y pro-
activa en función de los niveles de impulsividad mostrados, hay es-
tudios que empiezan a señalar cómo las diferencias entre un grupo y 
otro no se dan exclusivamente en dicha impulsividad (Andreu, Peña 
y Penado, 2012; López–Romero et al., 2011; Velasco, 2013). La ausen-
cia de diferencias significativas en población adolescente agresiva se 
mantiene igualmente en la población adulta (Barratt, Stanford, 
Dowdy, Kent y Felthous 1997), lo cual hace necesario un estudio más 
exhaustivo de las variables de personalidad asociadas a un tipo de 
agresión u otro que permita una intervención más específica y eficaz 
en la edad adolescente para evitar que dichos comportamientos dis-
funcionales se extiendan a la edad adulta.

Por todo lo anterior, esta investigación analiza una serie de varia-
bles (conducta antisocial, desinhibición e impulsividad) en relación 
con distintos tipos de agresión funcional, con el objetivo de valorar si 
existe un patrón de comportamiento diferencial de las mismas en los 
distintos grupos de adolescentes agresivos. Dada la alta frecuencia 
con la que los comportamientos agresivos reactivos y proactivos co-
ocurren (Bushman y Anderson, 2001; Pang et al., 2013) se considera 
también una nueva modalidad de agresión, de tipo “mixto”, caracte-
rizada por la presencia de ambos tipos de comportamientos agresi-
vos reactivos y proactivos.

Método

Participantes

Los participantes en el estudio fueron seleccionados de doce cen-
tros educativos de la Comunidad de Madrid, con los que se había 
establecido previamente contacto mediante el Departamento de 
Orientación Psicopedagógica de cada uno de los centros participan-
tes. Una vez establecido el contacto con estos centros, y con el con-
sentimiento de la dirección, se procedió a la obtención de la muestra 
que estuvo compuesta por adolescentes escolarizados en centros pú-
blicos de Educación Secundaria e Institutos, de los cuales, 446 cursa-
ban estudios de la ESO (51.1% hombres y 48.9% mujeres) y 194 estu-
dios de Bachillerato (42.3% hombres y 57.7% mujeres). Su rango de 
edad osciló entre los 12 y los 17 años de edad; siendo su edad media 
de 15.2 años (DT = 1,5). El 48.4% (n = 310) eran varones, mientras que 
el 51.6% (n = 330) fueron mujeres. El 96.9% de los encuestados eran 
españoles y alrededor del tres por ciento eran inmigrantes, siendo el 
nivel socioeconómico auto-informado por los participantes de me-
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dio. Una vez solicitado el permiso para aplicar los cuestionarios al 
equipo directivo, e informados los padres de la realización del estu-
dio, la participación de los adolescentes en el estudio se produjo de 
forma voluntaria y se aseguró el anonimato de las respuestas dadas 
por los adolescentes a los diferentes instrumentos de evaluación. 
Ningún sujeto rechazó participar en el estudio ni abandonó el mismo 
durante su desarrollo.

Procedimiento

Tras contactar con los equipos directivos y de orientación de los 
distintos centros educativos, se seleccionaron aquellos que se habían 
ofrecido para colaborar en el presente estudio. Posteriormente, se 
procedió a la selección de las aulas que fueron tomadas como unidad 
muestral y se eligieron al azar en cada uno de los cursos de Enseñan-
za Obligatoria y Bachillerato. Una vez seleccionadas, el tutor del cur-
so y un miembro del equipo de investigación organizaron el calenda-
rio de las horas disponibles para la evaluación de los participantes en 
función de la disponibilidad de los alumnos o del desarrollo del pro-
grama escolar.

La aplicación de los instrumentos de evaluación se realizó de for-
ma colectiva, estando presentes en cada aula dos evaluadores en au-
sencia de los profesores para evitar así que los adolescentes se vieran 
influidos de alguna manera por su presencia a la hora de contestar a 
los cuestionarios. La duración de la prueba fue de aproximadamente 
50 minutos, pero se dispuso, en los casos en que fue necesario, de 10 
minutos adicionales. Los cuestionarios fueron aplicados en orden 
contra–balanceado para controlar los posibles efectos contaminado-
res derivados del cansancio o la fatiga de los participantes. Finalmen-
te, tras eliminar un total de 17 cuestionarios por contar con datos 
defectuosos o no haber sido contestados adecuadamente por los 
adolescentes, se procedió a analizar estadísticamente los datos obte-
nidos mediante el SPSS versión 19.

Instrumentos

La medida de la agresión se obtuvo mediante el Cuestionario de 
Agresión Proactiva - Reactiva “RPQ” (Raine et al., 2006; adaptación de 
Andreu, Peña y Ramírez, 2009). Dicho cuestionario consta de 23 afir-
maciones de las distintas conductas agresivas (12 proactivas – p.ej.: 
has gritado a otros para aprovecharte de ellos – y 11 reactivos – p.ej.: 
te has enfadado cuando otros te han amenazado-) que los sujetos de-
ben cumplimentar en función de su frecuencia de ocurrencia en una 
escala tipo Likert con tres opciones que van desde nunca (0) hasta a 
menudo (2). Para el presente estudio realizado se ha obtenido una 
fiabilidad calculada a través del Coeficiente Alpha de Cronbach de .92 
para la escala total y un .85 y .89 para las sub-escalas de agresión 
reactiva y proactiva respectivamente. Con los resultados de dicho 
cuestionario se pudo clasificar a los adolescentes en aquellos con un 
comportamiento agresivo reactivo (si presentan una mayor frecuen-
cia de conductas agresivas reactivas pero no proactivas), agresivo 
proactivo (se presentan una mayor frecuencia de conductas agresivas 
proactivas pero no reactivas) y agresivo mixto (si realizan ambos ti-
pos de comportamientos agresivos). 

La Escala de Impulsividad de Plutchik (Plutchik y Van Praag, 1989) 
fue utilizada para medir el comportamiento impulsivo de los adoles-
centes. Compuesta por 15 ítems que se relacionan con una posible 
falta de control sobre determinadas conductas (“¿pierdes la pacien-
cia a menudo?”; “¿eres impulsivo?”) y con puntuaciones que oscilan 
de 0 a 3 (nunca, a veces, a menudo, casi siempre). La fiabilidad de la 
escala en la investigación realizada la es  .76 calculada a través del 
Coeficiente Alpha de Cronbach.

Para la evaluación de la conducta antisocial se ha utilizado la Es-
cala de Conducta Antisocial y Delictiva en Adolescentes (ECADA) (An-
dreu y Peña, 2013) que está compuesta por 25 ítems dicotómicos que 
permiten evaluar la presencia de comportamientos predelictivos 

(¿has viajado en autobús, metro o tren sin pagar?); comportamientos 
vandálicos (¿has dañado o destruido una parada de autobús, una se-
ñal de tráfico o una farola?); infracciones contra la propiedad (¿has 
entrado sin permiso en una casa, edificio o propiedad privada?); 
comportamiento violento (¿has llevado un arma, una navaja, un palo 
o un cuchillo?) y consumo de alcohol y drogas (¿has tomado 
cannabis, hachís o porros?). La consistencia interna de la escala en la 
presente investigación, estimada a través del Coeficiente alfa de 
Cronbach, fue de .86.

Por último, las puntuaciones de desinhibición se obtuvieron a tra-
vés de la Escala de Búsqueda de Sensaciones para Niños y Adolescentes 
(EBS-J) (adaptada por Pérez, Ortet, Plá y Simó, 1987). Esta escala 
consta de un total de 50 afirmaciones que los sujetos deben de con-
testar en un formato verdadero / falso y que mide  una serie de fac-
tores individuales asociados a la conducta antisocial y agresiva. En 
esta investigación sólo se han utilizado los diez ítems que componen 
la sub-escala de desinhibición (“me gustan las fiestas donde se puede 
hacer lo que quiera”) y para el que se ha obtenido una fiabilidad, 
calculada a través del Coeficiente Alpha de Cronbach, de .82

Análisis de datos

Se ha procedido a realizar en primer lugar un análisis de correla-
ción lineal entre los distintos tipos de agresión y las variables indivi-
duales consideradas. El estadístico utilizado para estos análisis ha 
sido el coeficiente de correlación de Pearson con valores que oscilan 
desde el -1 (relación lineal perfecta negativa) a 1 (relación lineal per-
fecta positiva).

En segundo lugar, se procedió a realizar un análisis de regresión 
lineal múltiple, lo que permite obtener una predicción de los distin-
tos tipos de agresión en función de las variables consideradas. Se 
realizó, por tanto, un análisis de regresión (método stepwise) consi-
derando la agresión reactiva, proactiva y mixta como variables crite-
rio (dependientes) y los distintos factores de riesgo individuales 
como variables predictoras con el objetivo de determinar la capaci-
dad discriminadora de estas últimas sobre cada uno de los tipos de 
agresión considerados en el estudio.

Resultados

Podemos observar como los tres tipos de agresión correlacionan 
significativamente con todas las variables que conforman los factores 
de riesgo individual, encontrándonos las más altas correlaciones en-
tre la conducta antisocial y la agresión proactiva (r = .626; p < .01) y 
mixta (r = .601; p < .01), y entre la agresión reactiva y la impulsividad 
(r = .426; p < .01). Señalar que todas correlaciones encontradas son 
significativas y positivas, indicando que a mayores niveles de las va-
riables de riesgo individual se encuentran mayores niveles de agre-
sión tanto reactiva, proactiva como mixta (Tabla 1).

A continuación, una vez analizados los niveles de correlación en-
tre las distintas variables, el análisis de regresión ofrece una serie de 

Tabla 1
Correlaciones de Pearson de los distintos tipos de agresión y los factores de riesgo 
individuales

1 2 3 4 5 6

1. Agresión reactiva --

2. Agresión proactiva .615** --

3. Agresión mixta .682** .933** --

4. Conducta antisocial .370** .626** .601** --

5. Impulsividad .426** .276** .273** .218** --

6. Desinhibición .319** .474** .436** .529** .363** --

* p < .05   ** p < .01 
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modelos de cómo las variables de riesgo individual predicen los dis-
tintos tipos de agresión considerados en el estudio

En relación con la agresión reactiva encontramos que son la im-
pulsividad y la conducta antisocial las que explican un 26.2% de la 
variabilidad encontrada. De estas dos variables la que aumenta con-
siderablemente el valor predictivo del modelo es la impulsividad, 
encontrándonos un aumento en el poder explicativo del modelo del 
18.1%  (Tabla 2). A pesar de estos resultados podemos afirmar que 
tanto la impulsividad (t = 10.378, p < .001) como la conducta antiso-
cial (t = 8.347, p < .001) contribuyen al modelo de forma significativa, 
con un peso predictivo ligeramente mayor para la impulsividad 
(β = .362, p< .001) que para la conducta antisocial (β = .291, p < .001) 
(Tabla 3).

En el caso de la agresión proactiva el 42.9% de la variabilidad en-
contrada sería explicada mediante las variables conducta antisocial, 
desinhibición e impulsividad. De estas tres variables la que explica 
prácticamente la totalidad de la variabilidad encontrada en el mode-
lo es la conducta antisocial (39.1%), mientras que la desinhibición y 
la impulsividad a pesar de contribuir de forma significativa al mode-
lo, su incremento del poder explicativo es muy bajo (Tabla 4). Cen-
trándonos en el peso predictivo de las variables que forman el mode-
lo volvemos a observar que es la conducta antisocial la que tiene 
mayor peso predictivo (β = .516, p < .001), con una diferencia bastan-
te notable respecto a la desinhibición (β = .163, p < .001) y a la impul-
sividad (β = .104, p < .001) (Tabla 5).

Los resultados encontrados en los análisis de la agresión mixta 
parecen indicar un comportamiento semejante al encontrado en la 

agresión de tipo proactivo. De este modo, encontramos que el 39.2% 
de la variabilidad del modelo puede estar explicada por las varia-
bles encontradas en la agresión proactiva, siendo, al igual que en 
esta, la conducta antisocial la que explica el mayor porcentaje de la 
variabilidad encontrada (36.1%), mientras que el aumento del poder 
explicativo del modelo es significativo pero mínimo al introducir 
las variables de impulsividad (aumento del dos por ciento) y desin-
hibición (aumento del uno por ciento) (Tabla 6). Las mismas con-
clusiones pueden extraerse en cuanto al peso predictivo de las va-
riables, ya que tanto en el caso de la conducta antisocial (β = .510, 
p < .001), impulsividad (β = .117, p < .001) y la desinhibición (β = .123, 
p < .001) son prácticamente los mismos que en la agresión proacti-
va (Tabla 7).

Considerando los factores de riesgo individual podemos observar 
como existen diferencias significativas entre la agresión reactiva y 
proactiva. Para el caso de la agresión proactiva nos encontramos 
como está se caracteriza principalmente por su impulsividad, segui-
da de la conducta antisocial. En el caso de la agresión proactiva el 
peso de los factores de riesgo individual recaería casi por completo 
en el componente antisocial. La agresión mixta parece seguir el mis-
mo comportamiento que la agresión de tipo proactivo. Los pesos di-
ferenciales que cada una de las variables individuales tiene en los 
tipos de agresión considerados pueden observarse en las distintas 
ecuaciones de regresión que generan, y que reflejan la relación entre 
las variables dependientes (agresión reactiva, proactiva y mixta) y las 
variables explicativas (conducta antisocial, impulsividad y desinhibi-
ción) (Tabla 8).

Tabla 2
Estadísticos generales del modelo de regresión lineal de la agresión reactiva en función de los factores de riesgo individual

Modelo R R cuadrado R cuadrado corregida Error típ. de la estimación Estadísticos de cambio Durbin-Watson

Cambio en 
R cuadrado

Cambio en F gl1 gl2 Sig. Cambio en F

1 .426 .181 .180 3.81257 .181 141.117 1 638 .000

2 .512 .262 .260 3.62258 .081 69.675 1 637 .000 1.063

Modelo 1: (Constante), impulsividad.
Modelo 2: (Constante), impulsividad, conducta antisocial.

Tabla 3  
Parámetros del modelo de regresión lineal de la agresión reactiva en función de los 
factores de riesgo individual

Modelo Coeficientes no 
estandarizados

Coeficientes 
tipificados

B Error típ. Beta t Sig.

(Constante) 1.696 .441   3.845 .000

Impulsividad  .251 .024 .362 10.378 .000

Conducta antisocial  .368 .044 .291   8.347 .000

Tabla 4 
Estadísticos generales del modelo de regresión lineal de la agresión proactiva en función de los factores de riesgo individual

Modelo R R cuadrado R cuadrado corregida Error típ. de la estimación Estadísticos de cambio Durbin-Watson

Cambio en 
R cuadrado

Cambio en F gl1 gl2 Sig. Cambio en F

1 .626 .391 .390 3.18364 .391 410.181 1 638 .000

2 .648 .420 .418 3.11061 .029 31.311 1 637 .000

3 .655 .429 .427 3.08758 .009 10.537 1 636 .001 1.830

Modelo 1: (Constante), conducta antisocial. 
Modelo 2: (Constante), conducta antisocial, desinhibición.
Modelo 3: (Constante), conducta antisocial, desinhibición, impulsividad.

Tabla 5
Parámetros del modelo de regresión lineal de la agresión proactiva en función de los 
factores de riesgo individual

Modelo Coeficientes no 
estandarizados

Coeficientes 
tipificados

t Sig.

B Error típ. Beta

(Constante) -.683 .381  -1.794 .073

Conducta antisocial  .633 .043 .516 14.622 .000

Desinhibición  .287 .065 .163   4.408 .000

Impulsividad  .070 .022 .104   3.246 .001
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Discusión

La caracterización de jóvenes y adolescentes “agresivos reactivos” 
como impulsivos y problemáticos a la hora de regular su conducta en 
función de metas, se ha visto confirmada por múltiples investigacio-
nes que señalan consistentemente que es la impulsividad el rasgo de 
personalidad más característico de este grupo a lo largo del periodo 
evolutivo de la infancia y la adolescencia (Connor et al., 2003; Day et 
al., 1992; Dodge, 1991; Dodge et al., 1997; Peña, Andreu, Barriga y 
Gibbs, 2013). 

Los resultados obtenidos en el presente estudio confirman estos 
datos en cuanto a que los adolescentes agresivos reactivos son mar-
cadamente impulsivos. No obstante, se ha encontrado que además de 
impulsividad, la conducta antisocial también es un factor predictor 
de este tipo de agresión. Esto nos sugiere que no es exclusivamente 
la impulsividad la que discrimina los comportamientos agresivos 
reactivos, sino que también la presencia de conductas antisociales de 
carácter más instrumental está presente en la agresión reactiva ado-
lescente. Precisamente, esos hallazgos van en la línea de investiga-
ciones recientes que plantean que la conducta antisocial ya no se ve 
exclusivamente vinculada con la agresión de tipo proactivo, sino que 
también lo estaría, aunque en menor medida, con una agresión de 
tipo reactivo (Andreu et al., 2012, 2013; Blais, Solodukhin y Forth, 
2014).

Por lo que respecta a la agresión proactiva los adolescentes que 
utilizan este tipo de comportamiento han sido descritos con caracte-
rísticas “premeditadas” y “psicopáticas” de personalidad, donde es 
frecuente encontrar múltiples comportamientos antisociales de ca-
rácter instrumental (Cima y Raine, 2009; Flight y Forth, 2007; Reidy, 
Shelley–Tremblay y Lilienfeld, 2011). Los resultados encontrados en 
nuestro estudio confirman estas relaciones, señalando la importan-

cia que tiene no sólo la conducta antisocial sino la desinhibición y la 
impulsividad como factores predictores de este tipo de comporta-
mientos agresivos proactivos.

Sin embargo, debido a la frecuencia con la que ambos tipos de 
agresión se manifiestan de forma conjunta en la adolescencia, se ha 
tenido en cuenta un tercer tipo de agresión. Al respecto, se ha encon-
trado que aquellos adolescentes que manifiestan ambos tipos de 
comportamientos agresivos, tanto si estos son de naturaleza reactiva 
como de tipo proactivo, presentan características más semejantes a 
las de la agresión de tipo proactivo que reactivo, encontrándonos en 
estos adolescentes una elevada presencia de conducta antisocial. Es-
tos resultados indican correlatos propios para aquellos adolescentes 
que utilizan ambos tipos de agresión, diferenciándose de los estudios 
que hasta ahora señalaban que los adolescentes con agresión de tipo 
mixto no mostraban diferencias en este tipo de factores predictores 
(Marsee, Frick, Barry, Kimonis, Centifani y Aucoin, 2014).

En definitiva, los resultados encontrados en el presente estudio, 
señalan, en primer lugar, la importancia de considerar diferentes ti-
pos de conducta agresiva en adolescentes (reactivos, proactivos y 
mixtos), lo que redundaría en beneficio de la evaluación, la preven-
ción y la intervención en jóvenes y adolescentes con problemas de 
agresión y de conducta (Andreu, 2010). La agresión no es un cons-
tructo unidimensional y, desde un punto de vista funcional, se debe 
de tener en cuenta que los adolescentes manifiestan diferentes tipos 
de conducta agresiva, y a cada uno de ellos subyacen procesos cogni-
tivos, emocionales y conductuales diferenciados.

En segundo lugar, también sería especialmente útil tener en cuen-
ta los niveles de desinhibición mostrados por los adolescentes con el 
objeto de profundizar en la evaluación y diganóstico en este tipo de 
población ya que, tal y como se ha encontrado en el presente estudio, 
la impulsividad y la conducta antisocial son factores predictores de 
la agresión reactiva y proactiva, mientras que, por el contrario, la 
desinhibición lo sería exclusivamente para los tipos proactivo y mix-
to. En este sentido, la desinhibición podría jugar un importante papel 
en la gestión del riesgo de agresión en adolescentes, así como de cara 
a la elaboración y desarrollo de programas de prevención e interven-
ción en adolescentes agresivos.
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Tabla 6 
Estadísticos generales del modelo de regresión lineal de la agresión mixta en función de los factores de riesgo individual

Modelo R R cuadrado R cuadrado corregida Error típ. de la estimación Estadísticos de cambio Durbin-Watson

Cambio en R 
cuadrado

Cambio en F gl1 gl2 Sig. Cambio en F

1 .601 .361 .360 47.63042 .361 360.211 1 638 .000

2 .618 .382 .380 46.87438 .021 21.747 1 637 .000

3 .626 .392 .389 46.53135 .010 10.427 1 636 .001 1.865

Modelo 1: (Constante), conducta antisocial. 
Modelo 2: (Constante), conducta antisocial, impulsividad.
Modelo 3: (Constante), conducta antisocial, impulsividad, desinhibición.

Tabla 7
Parámetros del modelo de regresión lineal de la agresión mixta en función de los 
factores de riesgo individual

Modelo Coeficientes no 
estandarizados

Coeficientes 
tipificados

t Sig.

B Error típ. Beta

(Constante) -22.740 5.738 -3.963 .000

Conducta antisocial 9.126 .652 .510 13.987 .000

Impulsividad 1.143 .325 .117 3.516 .000

Desinhibición 3.170 .982 .123 3.229 .001

Tabla 8
Ecuaciones de regresión de los distintos tipos de agresión en función de las variables 
individuales consideradas

Agresión Reactiva = 1.696 + .251 impulsividad + .368 conducta antisocial   

Agresión Proactiva = -.683 + .633 conducta antisocial +  .287 Desinhibición + .070 
impulsividad

Agresividad Mixta = -22.740 + 9126 conducta antisocial + 1.143 impulsividad + 
3.170 Desinhibición
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Impacto de la ley de custodia compartida de la Comunidad Valenciana en las 
modificaciones de medida 

Pedro J. Briones y Lidón Villanueva*

Universitat Jaume I, España 

R E S U M E N

El propósito del presente trabajo fue el de comprobar el impacto de la ley valenciana 5/2011 de “Relaciones 
familiares de los hijos e hijas cuyos progenitores no conviven”, a través de los procedimientos de modifica-
ción de medidas, que permiten demandar y sentenciar un cambio de guarda y custodia, si así se estimase 
oportuno. Para este fin, se ha realizado un análisis comparativo de todas las sentencias de este tipo de pro-
cedimientos de un Juzgado de Familia entre los años 2011 y 2012 (N = 261). En concreto, se han comparado 
las sentencias correspondientes al año 2011 (N = 134), año anterior a la entrada en vigor de la ley, y las del 
año 2012 (N = 127). De entrada, este descenso per se, ya contradice la idea de efecto de demandas masivas 
que se pudo presuponer a priori del cambio de ley. Además, en las motivaciones de las modificaciones de-
mandadas de manera contenciosa del año 2012, está más presente la voluntad de modificar los gastos para 
con los hijos/as menores, que una coparentalidad equitativa en tiempos y recursos similares.
© 2014 Colegio Oficial de Psicologos de Madrid. Producido por Elsevier España, S.L. Todos los derechos reservados.

Impact of the Valencian Law of Joint Custody in changes in legal measures

A B S T R A C T

The aim of this work was to observe the impact of the Valencian Regional Government’s Act 5/2011 on 
“Family relationships of children whose parents do not live together”, throughout demanding processes 
trying to change previous judgments on custody. To do so, a comparative analysis was performed of this 
type of processes in a Family Court in the Valencian Region, during 2011 and 2012. Specifically, 261 
processes were compared: 134 from the year before the law came into effect (2011) and 127 from the year 
immediately after it came into force (2012). Results showed that during the first year following the 
enactment of the law there was a slight decrease in the number of these demanding processes. 
Furthermore, contrary to expectations, the reduction of child support (versus a real co-parenting 
distribution of time and resources) was the main motivation presented to initiate these contested processes 
in 2012. 
© 2014 Colegio Oficial de Psicólogos de Madrid Production by Elsevier España, S.L. All rights reserved.

En los últimos años estamos asistiendo a una reestructuración del 
modelo de familia, de tal forma que ésta ya no es un sistema estático, 
sino que evoluciona con las transformaciones de la sociedad (Walsh, 
2011). La legalización del divorcio, y la normalización de éste como 
proceso familiar y social (Sieben y Verbakel, 2013); la movilidad geo-
gráfica de los trabajadores y los mercados con sus crisis laborales y 
económicas (Neubecker, Smolka y Steinbacher, 2012); y el progresivo 

caminar hacia una distribución real en tiempos y recursos por parte 
de ambos progenitores (Raley, Bianchi, y Wang, 2012), han venido 
cambiando la estructura de la familia y han generado nuevos modos 
de relaciones familiares. Además, nuevas formas de organización fa-
miliar, como las familias mono-parentales, bi-nucleares, horizonta-
les, reconstituidas, homosexuales, convivencia de hecho, etc., ayudan 
a percibir este cambio en las familias como muy radical (Aguado, 
2010). Un síntoma de esta realidad nueva y cambiante es la reciente 
implantación de nuevas normativas en el estado español, que inten-
tan adecuarse a estas circunstancias (Hayden, 2011). En la Comunitat 
Valenciana, se ha adaptado la legislación a esta realidad con la Ley 
5/2011, de “Relaciones Familiares de los hijos e hijas cuyos progeni-
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tores no conviven”, más conocida a nivel popular como “la ley valen-
ciana de la custodia compartida” (Conde-Pumpido, 2011). Esta ley 
despertó mucha expectación, toda vez que anteriormente a su im-
plantación podía parecer a nivel social o político, una normativa rígi-
da por la cual iba a otorgarse el régimen de guarda y custodia com-
partida, como norma general salvo casos particulares (Martínez, 
2013). 

Este trabajo pretende aportar evidencia acerca de si los cambios 
de normativa promoviendo una mayor coparentalidad en el área de 
la familia mediante la guarda y custodia compartida (Fagan, 2013), 
incrementan la demanda de procedimientos inmediatamente des-
pués de su entrada en vigor (Allen, Nunley y Seals, 2011; Boheim, 
Francesconi, y Halla, 2012; Halla, 2013). En este sentido, se pretende 
hacer una revisión de los tipos de sentencias de los procedimientos 
de modificaciones de medidas donde existen hijos/as. Primeramente, 
para considerar las motivaciones esgrimidas en las demandas inicia-
les, y posteriormente, para observar si estas demandas iniciales,  se 
relacionan con las sentencias judiciales que se acaban fallando tras el 
proceso judicial. De esta manera se puede cotejar el posible efecto 
que pudiera tener esta ley, toda vez que interviene también de ma-
nera retroactiva. Comentar al respecto, que padres y/o madres po-
drían iniciar este tipo de procedimientos si así lo consideraran opor-
tuno, por estar en desacuerdo con las sentencias hasta la fecha 
falladas conforme a la anterior normativa (Zavattiero, 2012). Este 
tipo de procedimientos por lo general, se comienzan en mayor me-
dida de manera contenciosa (De Blasio y Vuri, 2013). Esto se debe a 
que se pretende modificar medidas que ya se están ejecutando por 
sentencia y normativa anterior; y en donde ha resultado difícil alcan-
zar nuevos pactos tras la sentencia con la que se está en desacuerdo. 
Ante esto, se inician este tipo de procedimientos menos amistosos, 
argumentando grandes cambios en las circunstancias personales y 
familiares, y en las circunstancias propias de la nueva normativa 
(Martínez, 2013).

En la presente investigación, se comparan procedimientos de mo-
dificaciones de medidas de los años 2011 y 2012, ya que coincide que 
la entrada en vigor de la Ley 5/2011 en la Comunitat Valenciana, se 
llevó a término en diciembre de ese año 2011. Paralelamente se ha 
querido relacionar estos datos con el hecho de que en estos momen-
tos, existe una importante crisis económica que ha podido condicio-
nar las demandas relacionadas con las rupturas de pareja (Amato y 
Beattie, 2011; Charles y Stephens, 2001; Eliason, 2012), o más espe-
cíficamente las modificaciones de medidas (Ordóñez y Couto, 2012). 

Destacar a su vez, que ante esta serie de cambios que están acae-
ciendo dentro de la familia, se observa que si bien a nivel jurídico sí 
que se está reflexionando e investigando ante la normativa que tiene 
en mayor consideración el ejercicio de la guarda y custodia compar-
tida, a nivel psicológico o sociológico existe una carencia de estudios 
sobre todo a nivel estatal español (Martínez-Pampliega, Sanz, Iraurgi, 
e Iriarte, 2009). Además, sirva este trabajo también para incidir en la 
importancia de la sinergia interdisciplinar que debe de existir entre 
los diferentes campos de intervención: los realizadores de las nor-
mativas, la Psicología, el Derecho, el Trabajo Social, etc., ya que si al-
guna de las disciplinas se encamina por separado, estará desaprove-
chando la ocasión para poder evolucionar en la ayuda a las personas.

En definitiva, con este trabajo se pretende analizar el impacto de 
la entrada en vigor de una normativa en pro de la guarda y custodia 
compartida, mediante la exploración de los procedimientos de mo-
dificación de medidas. Asimismo, en este trabajo también se preten-
de observar las motivaciones que apuntan los excónyuges en este 
tipo de demandas. En este sentido, se hipotetiza que el número de 
procedimientos de modificación de medidas aumentará significati-
vamente en el año posterior de la entrada de esta ley 5/2011. Tam-
bién se espera que el número de procedimientos contenciosos de 
modificaciones de medidas, sea mayor en los padres que en las ma-
dres, ya que hasta la entrada de esta nueva normativa, mayoritaria-
mente la guarda y custodia se venía sentenciando a favor de la ma-

dre. A su vez se espera que la motivación principal en las demandas 
de estos padres, sea la de solicitar la guarda y custodia compartida, 
por encima de cualquier otro tipo de motivación. Por último, también 
se prevé que, las variables de índole económica como la pensión a 
favor de los hijos/as, y el uso de la vivienda, se vean modificadas a la 
baja por el cambio de normativa. Esta hipótesis se justifica porque 
con esta ley, se atiende al hecho de que cada progenitor puede asu-
mir los gastos de sus hijos en el periodo que estén estos con ellos 
conviviendo sin tener que pagar una pensión al otro cónyuge. Y en 
cuanto a la concesión del uso y disfrute de la vivienda, con esta nor-
mativa se atiende en mayor medida, a premisas de necesidad y difi-
cultad de los cónyuges para encontrar una nueva residencia. 

Estos cambios son sustanciales, ya que hasta la fecha se venía sen-
tenciando mayoritariamente el uso y disfrute de la vivienda para la 
madre, toda vez que era ésta quien también se hacía cargo de la guar-
da y custodia de los menores.

Método

En este trabajo se analizan todos los expedientes sentenciados de 
procedimientos de modificaciones de medidas, tanto de mutuo 
acuerdo como contencioso, de los años 2011 y 2012 del Juzgado de 
Familia de una provincia española. La población total de estos proce-
dimientos con sentencia fallada a lo largo de esos dos años fue de 261 
expedientes, de los cuales, 134 corresponden al año 2011 (lo que co-
rresponde a un 51.34% del total de expedientes), y 127 al año 2012 
(que corresponden a un 48.66% del total de los expedientes). Desta-
car que, del total de expedientes de modificación de medidas, en el 
97.7% de los procedimientos, existían hijos/as comunes a ambos ex 
– cónyuges. En el año 2011, del total de procedimientos de modifica-
ción de medidas, en el 96.2% de las ocasiones había hijos/as, y en el 
2012 este porcentaje era de un 98.4 %.

Posteriormente, con los expedientes de modificación de medidas 
que se llevaron a cabo de manera contenciosa y donde existían hijos/
as en la ex– pareja en el año 2012 (N = 62), se extrajeron datos corres-
pondientes a las demandas iniciales por una parte, y a las sentencias 
por otra, realizando una comparativa entre padres (N = 53), y madres 
(N = 9). Decir a su vez, que las motivaciones reflejadas en las deman-
das son: petición de guarda y custodia compartida, guarda y custodia 
exclusiva para el progenitor no custodio, reducción o erradicación de 
la pensión a favor de los hijos/as, modificación del régimen de visitas, 
y modificación del uso y disfrute de la vivienda.

Por último, se ha realizado una distribución de porcentajes de las 
modificaciones de medida paternas, poniendo en relación su deman-
da inicial en las modificaciones de medidas llevadas a cabo de mane-
ra contenciosa, con las sentencias finales falladas en ese año 2012, 
año posterior a la entrada en vigor de la nueva ley. 

Análisis de datos 

Se analizaron todos los datos a nivel descriptivo y comparativo, 
mediante el paquete estadístico SPSS versión 19. Las pruebas estadís-
ticas realizadas para la comprobación de datos descriptivos fueron: 
tablas donde se recogían el número de sujetos y/o el porcentaje; 
mientras que para la comprobación de datos comparativos fueron las 
Tablas de contingencia (χ²).

Resultados

A continuación, en la tabla 1 se representan los datos referidos a 
los procedimientos de modificaciones de medidas, de los años 2011 
y 2012 (año posterior a la nueva normativa Valenciana, en pro de la 
guarda y custodia compartida). 

Se puede comprobar que no existen diferencias entre quién o 
quiénes interponen la demanda de modificación de medidas de ex 
– parejas con o sin hijos/as, entre los años 2011 y 2012 (χ² (2, 261) = 
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.05; p = .97). Si se atiende a los porcentajes, se advierte que es siem-
pre el varón quien interpone en mayor medida este procedimiento. 
Y en cuanto a la demanda conjunta, se observa un ligero incremento 
en el porcentaje de 2012. Si se atiende a la frecuencia total de estos 
procedimientos de modificación de medidas, se puede observar 
cómo estos descienden en número de un año al otro.

Seguidamente, se ha pretendido ahondar únicamente en aquellos 
procedimientos que se realizan de manera contenciosa, y en donde 
existen hijos e hijas menores en la ex - pareja, en el año inmediata-
mente posterior a la entrada en vigor a la ley (tabla 2). En concreto, 
se quiere reflejar cuáles han sido los fundamentos reflejados en las 
demandas iniciales de estos procedimientos en el año 2012. En la 
tabla 2 aparecen ordenados de mayor a menor frecuencia de apari-
ción.

Como se puede evidenciar en la tabla 2, no existen diferencias 
entre las peticiones que se realizan en las demandas iniciales de mo-
dificación de medidas de manera contenciosa, entre padres y madres 
(χ² (5, 62) = 6.87; p = .23). Como la población de mujeres (N = 9)  
puede considerarse relativamente pequeña, máxime si se compara 
con la de los padres varones (N = 53), se ha considerado centrar la 
relevancia de los resultados  en éstos últimos. Así entonces, se obser-
va en los padres que la petición argumentada con mayor porcentaje 
a la hora de realizar la demanda de modificación de medidas con un 
43.4% de las ocasiones, es la modificación de la pensión económica 
(denominada modificación de gastos de atención a favor de los hijos/
as, con la nueva normativa). El segundo argumento más utilizado ha 
sido el régimen de guarda y custodia compartida (denominado de 
convivencia compartida en la nueva norma valenciana), con un 
26.4%. Y en un tercer lugar, los padres varones inician la demanda 

justificando la modificación del régimen de guarda y custodia exclu-
siva para ellos (denominado en la ley como régimen de convivencia 
individual) con un 11.3%. No obstante, cabe decir que los porcentajes 
mayoritarios eran los mismos en el caso de las mujeres.

Analizadas las demandas iniciales, en la tabla 3 se reflejan las fre-
cuencias y los porcentajes de las sentencias finales de estos procedi-
mientos.

Se puede advertir en la tabla 3, que aquí tampoco existen diferen-
cias en los resultados obtenidos por los padres y las madres en lo 
relativo a las sentencias de modificaciones de medidas con procedi-
mientos contenciosos en el año 2012 (χ² (6, 62) = 3.99; p = .67). Si se 
atiende sólo a los padres por número de población, se observa que es 
la desestimación de la demanda, la sentencia que con mayor porcen-
taje se falla en este año, con un porcentaje de 32.1% del total de sen-
tencias. El porcentaje segundo mayor, es el que modifica la pensión 
económica para los hijos e hijas, con un 28.3%. El tercer mayor por-
centaje corresponde a aquellas sentencias en las que se falla una re-
ducción de la pensión y una modificación de las visitas a la vez para 
con los hijos/as, con un 15.1% de las ocasiones. A continuación, se 
recoge con una proporción idéntica, aquellos procedimientos en los 
que tras la sentencia se pasa de un régimen de convivencia individual 
del progenitor custodio, a un régimen de convivencia compartida por 
una parte; y a un régimen de convivencia individual para el progeni-
tor que hasta la sentencia no había sido el custodio, con un 7.5% de 
las ocasiones en ambos casos. 

Analizadas las demandas iniciales por una parte, y las sentencias 
finales por otra, en la tabla 4 se refleja un análisis detallado, acerca 
de la relación entre lo que los padres argumentan inicialmente en las 
demandas de modificación de medidas de manera contenciosa, y 
aquello que se acaba sentenciando. 

De los porcentajes extraídos de la tabla 4, se desprende que:

-  Si se atiende a la petición de una guarda y custodia compartida 
(régimen de convivencia compartida) en la demanda inicial de 
la modificación de medidas, se observa cómo en un 42.9% de las 
ocasiones se ha desestimado, y en un porcentaje de un 28.6% de 
las ocasiones se ha concedido este régimen compartido. Asimis-
mo, en un 14.3% de las ocasiones, se ha acabado sentenciando 
tras el proceso judicial una modificación de la pensión para con 
los hijos e hijas. A su vez, en un 7.1% de las ocasiones, se ha aca-
bado sentenciando una modificación en el régimen de visitas 
por un lado, y con este mismo porcentaje, se ha acabado modi-
ficando el uso de la vivienda, tras el pleito y con su correspon-
diente sentencia.

Tabla 1
Modificaciones de medidas, distribuidas según el año y quién interpone la demanda 
inicial (N = 261)

MUESTRA DE SENTENCIAS 
AÑO 2011

MUESTRA DE SENTENCIAS
AÑO 2012

Frecuencia Porcentaje Frecuencia Porcentaje 

AMBOS: VARÓN 
Y MUJER

54 40.3 % 53 41.7 %

VARÓN 66 49.3 % 61 48 %

MUJER 14 10.4 % 13 10.3 %

TOTAL 134 100 % 127 100 %

Tabla 2
Motivaciones esgrimidas en las demandas de modificación de medidas en función de quién interpone la demanda inicial (N = 62)

MOTIVACIONES EN LAS DEMANDAS DE LAS MODIFICACIONES DE MEDIDAS DE PROCEDIMIENTOS CONTENCIOSOS DEL AÑO 2012

Frecuencia de 
demanda del 

padre

Porcentaje dentro 
de padre vs. 

madre

Porcentaje dentro 
del total del padre

Frecuencia de 
demanda de la 

madre

Porcentaje dentro 
de madre vs. 

padre

Porcentaje dentro 
del total de la 

madre

TOTAL 
(Padres y Madres)

Modificación de la 
pensión para hijos/as

23 85.2 % 43.4 % 4 14.8 % 44.4 % 43.5 %

Custodia compartida 14 93.3 % 26.4 % 1 6.7 % 11.1 % 24.2 %

Custodia individual para 
el no custodio

6 66.7 % 11.3 % 3 33.3 % 3.3 % 14.5 %

Modificación de visitas y 
pensión

5 100 % 9.4 % 0 0 % 0 % 8.1 %

Modificación de las 
visitas 

4 100 % 7.5 % 0 0 % 0 % 6.5 %

Modificación del uso de 
la vivienda

1 50 % 1.9 % 1 50 % 11.1 % 3.2 %

TOTAL 53 85.5 % 100 % 9 14.5 % 100 % 100 %
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-  En lo correspondiente a la demanda por la que el progenitor no 
custodio pide el régimen de convivencia individual (guarda y 
custodia exclusiva) para sí mismo/a, se verifica que en un 66.7% 
de las ocasiones se sentencia a favor de esta demanda. Por el 
contrario, en un 16.7% de las ocasiones se desestima dicha de-
manda, y con este mismo porcentaje, se acaba sentenciando una 
modificación de los gastos de atención a favor de los hijos/as, 
tras el proceso judicial y la sentencia correspondiente.

-  Por último, mencionar que cuando la demanda justifica modifi-
car o erradicar la pensión a favor de los hijos/as (denominado 
como gastos de atención según la nueva ley Valenciana), se ha 
concedido en un 52.2% de las ocasiones, y se ha desestimado en 
un 34.4% tras el pleito correspondiente. Así también, en un 13% 
de las ocasiones, se ha acabado fallando una modificación en las 
visitas para con los hijos/as, que habrá sido posteriormente pe-
dida durante el proceso judicial. 

Conclusiones

El objetivo de este trabajo era el de contrastar el tipo de procedi-
mientos de modificaciones de medidas que se realizan en un Juzgado 

de Familia de la Comunitat Valenciana. Para observar si, por una par-
te crecen en frecuencia, con una nueva normativa en pro de la guarda 
y custodia compartida, y por otra parte, para analizar en su forma 
contenciosa, qué es lo que inicialmente se demandaba, y qué se aca-
ba sentenciando tras el proceso judicial.

La primera de las hipótesis menciona el hecho de que se espera 
que los procedimientos de modificaciones de medidas se incremen-
ten a lo largo del año 2012, toda vez que con la nueva normativa en 
vigor, muchos progenitores que ya poseen sentencia conforme a la 
anterior normativa, podrían iniciar un procedimiento considerando 
cambiadas sus circunstancias, y las circunstancias propias de la nue-
va normativa (Martínez, 2013). Y es que hasta relativamente no hace 
mucho tiempo, generalmente se solía sentenciar a favor de la madre 
la guarda y custodia exclusiva; de ahí que al amparo de esta nueva 
normativa en pro de la guarda y custodia compartida, muchos padres 
pudieran estar interesados en presentar demandas de modificacio-
nes de medidas que varíen el régimen de guarda y custodia de sus 
hijos. Y ante esta nueva posibilidad, muchos de estos padres habrían 
estado muy pendientes a la entrada en vigor de esta norma, para 
iniciar lo antes posible este tipo de procedimientos judiciales. Se ob-
serva no obstante, que los procedimientos sentenciados de modifica-

Tabla 3
Sentencias de los procedimientos de modificación de medidas de manera contenciosa de padres y madres en el año 2012 (N = 62)

SENTENCIAS DE MODIFICACIONES DE MEDIDAS DE PROCEDIMIENTOS CONTENCIOSOS DEL AÑO 2012

Frecuencia de 
sentencia  para el 

padre

Porcentaje dentro 
de padre vs. 

madre

Porcentaje dentro 
del total del padre

Frecuencia de 
sentencia para la 

madre

Porcentaje dentro 
de madre vs. 

padre

Porcentaje dentro 
del total de la 

madre

TOTAL 
(Padres y Madres)

Se desestima la 
demanda

17 85 % 32.1 % 3 15 % 33.3 % 32.3 %

Modificación de la 
pensión para hijos/as

15 88.2 % 28.3 % 2 11.8 % 22.2 % 27.4 %

Modificación de visitas y 
pensión

8 100 % 15.1 % 0 0 % 0 % 12.9 %

Custodia compartida 4 80 % 7.5 % 1 20 % 11.1 % 8.1 %

Custodia individual para 
el no custodio

4 66.7 % 7.5 % 2 33.3 % 22.2 % 9.7 %

Modificación de visitas 3 75 % 5.7 % 1 25 % 11.1 % 6.5 %

Modificación del uso de 
la vivienda

2 100 % 3.9 % 0 0 % 0 % 3.2 %

TOTAL 53 85.5 % 100 % 9 14.5 % 100 % 100 %

Tabla 4
Sentencias de modificación de medidas iniciadas de manera contenciosa por los padres, en función de la petición en la demanda inicial en el año 2012 (N = 53)

DEMANDAS

Modificación de la 
pensión para hijos/

as

Modificación de las 
visitas 

Custodia 
Compartida

Modificación de la 
pensión y las 

visitas con hijos/as

Custodia individual 
para el no custodio

Modificar el uso de 
la vivienda

SENTENCIAS Se desestima la 
demanda

34.8 % 50 % 42.9 % 0 % 16.7 % 0 %

Modificación de visitas y 
pensión

13 % 0 % 0 % 100 % 0 % 0 %

Modificación de la 
pensión para hijos/as

52.2 % 0 % 14.3 % 0 % 16.7 % 0 %

Custodia compartida 0 % 0 % 28.6 % 0 % 0 % 0 %

Custodia individual para 
el no custodio

0 % 0 % 0 % 0 % 66.7 % 0 %

Modificación de las 
visitas

0 % 50 % 7.1 % 0 % 0 % 0 %

Modificación del uso de 
la vivienda

0 % 0 % 7.1 % 0 % 0 % 100 %
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ción de medidas entre los años 2011 y 2012, no sólo no han crecido, 
sino que incluso llegan a decrecer en frecuencia y en porcentaje. Este 
hecho no confirma los resultados de trabajos anteriores que argu-
mentan un mayor porcentaje de demandas en el área de familia ante 
nuevas normativas. Seguramente se necesite como un “tiempo de 
colchón”, por el cual tanto los jueces y magistrados, las partes, así 
como los propios letrados, se adecuen a esta norma, y se pueda ver 
de esta manera, un porcentaje mayor de demandas y sentencias a 
favor de la guarda y custodia compartida (Lavadera, Caravelli y To-
gliatti, 2012). Con respecto a si este tipo de procedimientos, se han 
realizado en mayor medida de manera contenciosa que de mutuo 
acuerdo a lo largo del año 2012, señalar que el total de casos en este 
año fue de 127, de las cuales el 49.6% se llevan a cabo de manera 
contenciosa, y el 50.4% de mutuo acuerdo. El hecho de que práctica-
mente la mitad de este tipo de procedimientos en el área de familia, 
se realice de manera contenciosa, viene a significar que es muy com-
plicado llegar a acuerdos (Martínez, 2013). Este número de procedi-
mientos contenciosos, seguramente sea debido a la dificultad para 
llegar a acuerdos entre las partes, toda vez que suele ocurrir que una 
de estas dos partes, esté de acuerdo con la sentencia fallada anterior-
mente, o más acomodada. En relación a esto, se puede apreciar que 
es el varón el que los inicia en mayor medida en comparación con la 
mujer tanto en 2011, como en 2012. Estos resultados se justifican 
porque mediante estas modificaciones (realizadas en mayor medida 
cuando existen hijos/as), se pretende variar sobre todo sentencias 
relativas a los derechos y deberes para con los regímenes de convi-
vencia de los menores (De Blasio y Vuri, 2013); que hasta no hace 
mucho tiempo se fallaban en mayor medida a favor de la madre 
(Bauserman, 2002; Braver, Ellman, Votruba y Fabricius, 2011; Fabri-
cius, Braver, Diaz, y Velez, 2010; Ordóñez y Couto, 2012). Por otra 
parte, se destaca también el ligero aumento de la presentación con-
junta de esta demanda de modificación de medidas. Es importante 
señalar en la interpretación de los resultados, que en 2011 y 2012, la 
sociedad valenciana, continúa inmersa en un destacado proceso de 
crisis socio-económica, que comenzó unos tres años más o menos 
atrás (Doiron y Mendolia, 2011). Así que seguramente este factor 
haya incidido de manera destacada en el crecimiento de la forma 
conjunta, ya que ahorra costos en el proceso judicial conforme des-
tacan en su trabajo Ordóñez y Couto (2012). Este hecho, unido a la 
normalización de los procesos iniciados por las partes en un contex-
to judicial de familia (Kramrei, Coit, Martin, Fogo, y Mahoney, 2007), 
argumentan este aumento en las demandas conjuntas tanto en los 
resultados de este trabajo como a nivel del estado español (C.G.P.J., 
2012). 

La segunda de las hipótesis pretende profundizar en la justifica-
ción de las demandas iniciales de los padres y madres en los proce-
dimientos contenciosos de las modificaciones de medidas del año 
2012 (año posterior a la entrada en vigor de la nueva normativa). De 
esta manera, por una parte se pretende observar si existe diferencia 
entre géneros (para constatar una posible mayoría de demandas rea-
lizadas por los padres en mayor proporción que las madres); y por 
otra parte, qué tipo de justificaciones son esgrimidas en este tipo de 
procedimientos. Los resultados que se observan en los procesos con-
tenciosos de modificación de medidas donde existen hijos/as en el 
año 2012, evidencian que la principal argumentación a la hora de 
iniciar este tipo de procedimientos corresponde a la reducción o 
erradicación de pensión para con los hijos e hijas (De Blasio, y Vuri, 
2013; Zavattiero, 2012). Precisamente debido al momento difícil so-
cio-económico y laboral, muchas personas han visto mermados sus 
salarios o incluso han llegado a perder su empleo; de ahí que en no 
pocas ocasiones tengan complicado hacerse cargo del total de la pen-
sión a favor de los hijos/as (Kingston, 2012). De la misma manera, 
también llama la atención que el progenitor podría solicitar (si así lo 
considerara oportuno, y si así estuviese motivado por ello) el régi-
men de guarda y custodia compartida de sus hijos/as, donde también 
podrían ser modificados dichos gastos (De Blasio y Vuri, 2013). Sin 

embargo, esta demanda de convivencia compartida queda relegada a 
la segunda de las motivaciones en porcentaje para iniciar este tipo de 
procedimientos. Señalar que en la nueva normativa valenciana, se 
puede demandar y sentenciar este nuevo régimen, si así se justifica-
se y se considerase adecuadas las nuevas circunstancias familiares en 
proceso judicial, ya que como bien se señala anteriormente esta nor-
mativa tiene carácter retroactivo. Sin embargo, los resultados refle-
jan que en el año posterior al de la entrada en vigor de la nueva 
normativa valenciana en pro de la guarda y custodia compartida, en 
un 73.6% del total de los casos de modificaciones de medidas llevadas 
a cabo de manera contenciosa, la demanda se inicia con una motiva-
ción diferente a la petición de guarda y custodia compartida. Si se 
analiza el porcentaje de la demanda con justificación de nuevo régi-
men de guarda y custodia compartida, o de guarda y custodia exclu-
siva para el padre, suma un 37.7% del porcentaje total; es decir, en un 
62.3% son las argumentaciones de modificación o erradicación de la 
pensión para los hijos e hijas, o la modificación de las visitas, las que 
poseen el grueso de la motivación inicial en la demanda. Al respecto 
de las demandas de guarda y custodia compartida, sería importante 
aquí reflejar cuán de intrínsecas o extrínsecas son las motivaciones 
en los inicios de estas demandas judiciales (Birks, 2012), en términos 
de existencia real de una pretensión de coparentalidad para con los 
hijos/as menores (Moore, 2012; Yárnoz, 2010). 

Asimismo, se pretenden analizar las sentencias de estas deman-
das. Los resultados muestran que, únicamente en un 7.5%, se ha aca-
bado modificando el régimen de guarda y custodia, pasando a ser 
compartida. Importante es también que con este mismo porcentaje 
de un 7.5%, se modifica la guarda y custodia exclusiva de la madre, 
que pasa a ser a favor del padre. Habría que valorar también con es-
tos resultados, cuán reticentes son los Jueces a la hora de sentenciar 
mayoritariamente una guarda y custodia compartida, justo el año 
posterior a la entrada en vigor de una normativa que se encamina a 
una normalización de la convivencia compartida, cuando hasta el 
momento este régimen se concebía como casi de manera exclusiva 
(Alascio, 2011; De Blasio y Vuri, 2013; Lavadera et al., 2012). Segura-
mente todavía existe en este primer año de una ley en pro de la guar-
da y custodia compartida, una inercia por la que se vienen senten-
ciando mayoritariamente regímenes de guarda y custodia exclusiva 
(y generalmente siendo éstas a favor de la madre), con lo que se ne-
cesite un mayor tiempo de rodaje para observar un mayor número de 
sentencias de guarda y custodia compartidas (Fineman, 1988; Fine-
man y Opie, 1987; Lavadera et al., 2012). 

También se ha buscado con este trabajo, mostrar la relación entre 
las argumentaciones reflejadas en las demandas iniciales, con la sen-
tencia fallada tras el proceso judicial en estos procedimientos. Si nos 
ceñimos a los resultados en la demanda inicial de guarda y custodia 
compartida, se ha desestimado ésta en un 42.9% de las ocasiones, 
mientras que en un 28.6% de las ocasiones se ha sentenciado a favor 
de esta demanda, y el restante 28.5%, se ha acabado modificando o 
bien los gastos de pensión para con los hijos e hijas, o bien las visitas 
a favor de éstos y éstas, o bien el uso de la vivienda. Habría que tener 
en consideración con estos resultados, cuán honesta ha resultado la 
petición de una convivencia compartida, y cuán de factible es para 
que pudiera realizarse, atendiendo siempre en beneficio de los me-
nores (Birks, 2012; Stover, 2013). 

Por último, cabría destacar algunas limitaciones de este estudio. 
Seguramente la más importante puede hacer alusión al hecho de no 
haber tenido contacto directo con cada una de las familias. Además, 
un análisis personal y motivacional del proceso judicial para los pa-
dres y madres cumplimentado con algún cuestionario, hubiera pre-
cisado mucha información adicional. En relación a esto, y para futu-
ras investigaciones que versan sobre modificaciones de medidas, 
sería interesante poder analizar cuánto peso tienen las motivaciones 
extrínsecas (como puede ser factores económicos) y cuánto las in-
trínsecas, a la hora de querer considerar una convivencia compartida 
en la petición de una demanda de este tipo de procedimientos. Tam-
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bién sería importante la realización de este mismo análisis en años 
posteriores, ya que tal vez, con un mayor rodaje de esta nueva nor-
mativa, Sus Señorías sentencien en más ocasiones a favor de una 
convivencia compartida, y siempre que se considere que los cambios 
que puedan acontecer esas nuevas sentencias no supongan un per-
juicio para el bienestar de los/as menores.

Se considera que mediante este trabajo se ha podido verificar, que 
al amparo de esta nueva normativa valenciana que aboga por una 
mayoría de sentencias de guarda y custodia compartida (siempre que 
esto sea óptimo para los menores), no se ha generado un mayor nú-
mero de demandas de modificación de medidas. A su vez, también se 
ha comprobado que cuando los padres interponen una demanda de 
modificación de medidas, en sus argumentos existen en mayor me-
dida otras cuestiones que no son las de una coparentalidad real en 
tiempos y cuidados parejos para con la crianza de sus hijos/as meno-
res. Por último, se ha puesto en evidencia que en el año posterior a la 
nueva normativa en pro de la guarda y custodia compartida, en las 
sentencias de las modificaciones de medidas contenciosas, el por-
centaje de sentencias de guarda y custodia compartida es relativa-
mente menor, comparado con el grueso de otros tipos de modifica-
ciones.

Este estudio innovador puede resultar de interés al lector, toda 
vez que no proliferan en España trabajos que abordan el cambio de 
tendencia de un régimen de guarda y custodia, y mucho menos des-
de el punto de vista de las modificaciones de medidas, al amparo de 
una normativa en pro de la guarda y custodia compartida. Las impli-
caciones prácticas de estos resultados giran en torno a contradecir la 
idea de efecto de demandas masivas que se puede presuponer a prio-
ri de un cambio de ley, a la necesidad de promocionar, tanto en las 
partes como en los profesionales del derecho, la aplicación de la cus-
todia compartida, así como a la necesidad de separar los aspectos de 
custodia de los aspectos económicos, dada la predominancia de estos 
últimos en los procesos de argumentación de demandas.
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R E S U M E N

Existe un interés considerable en hallar métodos que nos ayuden a saber cuándo una persona miente y 
cuándo dice la verdad desde un punto de vista forense. Actualmente, una de las líneas de investigación se 
inclina hacia el uso de potenciales relacionados con eventos. Se pretende hacer una revisión de los artículos 
que estudian estos procedimientos mediante distintos métodos: propiedades, fiabilidad, validez y limita-
ciones. Los resultados indican tasas de acierto en la discriminación de culpables en un rango de 7 al 100 por 
ciento, y en la de inocentes de 31 a 100 por ciento. La gran variabilidad y la posibilidad de “falsear” las res-
puestas llevan a cuestionar la inexactitud utilizada en algunos círculos mediáticos respecto a las cualidades 
y finalidades de dicha prueba. Se concluye la necesidad de profundizar más la posibilidad de que esta prue-
ba sea utilizada con fines forenses.
© 2014 Colegio Oficial de Psicologos de Madrid. Producido por Elsevier España, S.L. Todos los derechos reservados.

Detection of concealed information using event-related potentials

A B S T R A C T

There is a considerable interest in finding methods that help us to know when a person is lying and when 
is telling the truth from a forensic point of view. Currently, one of the lines of research leans toward the use 
of event-related potentials. We intend to give a brief objective review of articles studying these procedures 
using different methods: properties, reliability, validity, and limitations. Results indicate success rates in 
discriminating the guilty in a range of 7 to 100 percent, and the not-guilty ones from 31 to 100 percent. The 
great variability and the ability to “distort” the answers lead to question the inaccuracy used in some media 
circles about the qualities and purposes of the test. The need to deepen the possibility that this test is used 
for forensic purposes is concluded.
© 2014 Colegio Oficial de Psicólogos de Madrid Production by Elsevier España, S.L. All rights reserved.

Mucha atención se le ha prestado a la investigación de la validez 
y fiabilidad del polígrafo para su aplicación en el ámbito judicial, 
pero por desgracia no se le ha prestado tanta atención a la investiga-
ción y los debates de otros métodos de detección psicofisiológica de 
información oculta como los potenciales relacionados con eventos 
(P300), en su uso tanto con el Test de Conocimiento Culpable (GKT) 
como con el Test de Información Oculta (CIT).

Potenciales relacionados con eventos

Los Potenciales Relacionados con Eventos (PRE), Potenciales Evo-
cados o Event-Related Potentials son registros de actividad eléctrica 
cerebral obtenidos mediante estimulación continua de una vía sen-
sorial o del procesamiento de información, dentro de un contexto 
determinado. Esta actividad está conformada por cambios o fluctua-
ciones de voltaje de pequeña magnitud que ocurren con una alta re-
solución en el tiempo (milésimas de segundos) y es el producto de la 
sumatoria de la actividad sináptica sincronizada de grandes pobla-
ciones neuronales. El atributo más ventajoso de los PRE es precisa-
mente su alta resolución en el tiempo, ya que los cambios eléctricos 
que se generan en el cerebro se propagan de forma prácticamente 
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instantánea a la superficie. Desde el punto de vista de la psicología 
cognitiva, los PRE pueden ser considerados como una ventana fun-
cional para poder estudiar ¨en tiempo real¨ lo que ocurre entre la 
presentación del estímulo o evento y la organización de la respuesta 
(Kotchoubey, 2006; Posner, 1978).

Los PRE se clasifican en: exógenos, que son respuestas tempranas 
que varían en función de los parámetros físicos del estímulo y se 
afectan poco con el estado de conciencia o la atención del sujeto; y 
endógenos, relacionados con la significación que para el sujeto tenga 
el estímulo en el desarrollo de una tarea psicológica, y se modifican 
con el estado de conciencia del sujeto y su atención a la tarea. Son 
estos potenciales endógenos los que tienen una importante significa-
ción para la psicología en general y para la psicología jurídica en par-
ticular.

Se han descrito diferentes componentes endógenos, cada uno de 
ellos relacionados con una tarea psicológica o paradigma experimen-
tal específico. La nomenclatura de los PRE más comúnmente usada 
se basa en describir los picos o valles de la onda registrada en térmi-
nos de su polaridad en micro voltios (P si la deflexión es positiva y N 
si es negativa) y latencia media en milisegundos a la que se encuen-
tra. Por ejemplo, P100 es un pico positivo que se registra con una 
latencia de 100ms. Algunos componentes de interés para la psicolo-
gía son: N100, N170, N200, P200, P300 y N400. Desde el punto de 
vista que nos ocupa los componentes P300 y N400 podrían ser lo 
más relevantes al estar relacionados con procesos atencionales y de 
memoria. 

Componente P300

El componente u onda P300 se describió inicialmente como un 
único componente positivo que alcanza su máxima amplitud (micro-
voltios) en una latencia de aproximadamente 300 milisegundos. Se 
obtiene de un paradigma consistente en que los sujetos deban detec-
tar estímulos diana infrecuentes que aparecen aleatoriamente en 
una secuencia repetitiva de estímulos base que es más frecuente. Es 
decir, es un indicador de detección de un evento improbable dentro 
de una secuencia de probables. Se registra típicamente con una dis-
tribución topográfica centroparietal que no varía con la modalidad 
sensorial de los estímulos que se utilizan. Es un indicador muy sen-
sible pero inespecífico porque se obtiene independientemente de la 
modalidad sensorial de los estímulos: visual o auditivo. 

Hansenne (2000) expone una amplia gama de usos del P300 para 
la investigación clínica, y usualmente es un indicador que se usa para 
detectar daños sutiles en los procesos atencionales (Alonso et al., 
2002; Marti et al., 2006). 

Las primeras observaciones de la P300 (más específicamente, el 
componente que más tarde sería nombrado P3b) fueron reportados 
a mediados de la década de 1960. En 1964, Chapman y Bragdon en-
contraron que las respuestas a los estímulos visuales ERP (Event Re-
lated Potential) difieren en función de si los estímulos tenían sentido 
o no1. En 1965, Sutton y sus colegas publicaron los resultados de dos 
experimentos que exploran aún más esta positividad tardía. Encon-
traron que la amplitud del complejo positivo fue mayor en respuesta 

1 Mostraron a los sujetos dos tipos de estímulos visuales: números y destellos de luz. 
Los sujetos vieron estos estímulos uno a la vez en una secuencia. Por cada dos 
números, se pidió a los sujetos que tomaran decisiones simples, como decir cuál de 
los dos números era numéricamente más pequeño o más grande, cual aparecía 
primero o segundo en la secuencia, o si eran iguales. Al examinar los PRE por estos 
estímulos, Chapman y Bragdon (1964) encontraron que tanto los números y los 
destellos provocaron las respuestas sensoriales esperadas, y que la amplitud de estas 
respuestas variaron de una manera esperada con la intensidad de los estímulos. 
También encontraron que las respuestas de PRE a los números, pero no a la luz 
destellada, contenían una gran positividad que alcanzó su punto máximo alrededor 
de 300 ms después de que el estímulo apareciera. Chapman y Bragdon especularon 
que esta respuesta diferencial a los números, que llegó a ser conocida como la 
respuesta P300, se debía al hecho de que los números eran significativos para los 
participantes, en base a la tarea que se les pidió llevar a cabo.

a los estímulos menos probables. En estudios posteriores Sutton y 
sus colegas (Sutton, Braren, Zubin y John, 1965; Sutton, Tueting, Zu-
bin y John, 1967) observaron que incluso en ausencia de un estímulo 
puede haber un complejo positivo tardío si dicho estímulo fue rele-
vante para la tarea. Estos primeros estudios alentaron el uso de mé-
todos de PRE para estudiar la cognición y proporcionaron una base 
para la amplia labor en el P300 en las décadas que siguieron.

La primera interpretación sobre la significación funcional de la 
P300 fue considerarlo como un correlato de la resolución de la incer-
tidumbre del estímulo infrecuente que es el que más contenido in-
formacional tiene para el individuo. Se observó que su amplitud au-
mentaba cuanto más improbable era el estímulo infrecuente (diana) 
y la latencia indicaba el momento en que se tomaba la decisión y se 
reducía la incertidumbre. La P300 no requiere de la presencia física 
del estímulo sino del contenido en información del evento. Es decir 
podía registrarse P300 incluso en ausencia del estímulo cuando la 
ausencia del mismo tenía una significación en el contexto de la tarea 
de procesamiento. 

Posteriormente varios autores han ofrecido interpretaciones dife-
rentes del significado de la P300. Una primera hipótesis más general 
relaciona este componente con los sistemas neurales adaptativos que 
anticipan y alertan acerca de la ocurrencia de eventos significativos 
o desviaciones en el medio ambiente. Otras explicaciones alternati-
vas más específicas lo relacionan con la actualización del contexto 
que ocurre en la memoria a corto plazo con la toma de decisión o con 
la concienciación de la información del estímulo relevante o diana 
(Donchin y Heffley, 1979; Johnson, Pfefferbaum y Koppel, 1985; Pic-
ton y Hillyard, 1988; Rugg y Curran, 2007). 

Desde el descubrimiento inicial, la investigación ha demostrado 
que el P300 no es un fenómeno unitario y que de hecho, contiene dos 
subcomponentes distinguibles: el P3 novedad y el P300 clásico. Tam-
bién denominadas como P3a y P3b respectivamente (Comerchero y 
Polich, 1999; Squires, Squires y Hillyard, 1975). El P3a se ha asociado 
con la actividad cerebral relacionada con la participación de la aten-
ción y el procesamiento de la novedad (Polich, 2003). El P3b es una 
amplitud de onda positiva que continua alcanzando un máximo de 
alrededor de 300 ms, aunque el pico de latencia puede variar 250 a 
500 ms dependiendo de la tarea (Polich, 2007). 

Donchin (1981) asegura que el P3b puede ser útil para estudiar los 
procesos cognitivos especialmente la investigación en psicología del 
procesamiento de información. Los eventos improbables provocarán 
una P3b mayor cuanto menos probable sea el evento, estando el 
“evento improbable” relacionado de alguna manera con la tarea en 
cuestión. 

Componente N400

La N400 es indicador de que el sujeto percibe una incongruencia 
semántica. Originalmente descrito en el proceso de lectura cuando se 
describió una deflexión negativa alrededor de los 400 milisegundos, 
cuando la palabra de cierre de una oración era incongruente con el 
sentido de la propia oración (Kutas, 1997). En una variación de ese 
paradigma, se utilizaron frases que contenían afirmaciones acerca de 
hechos y apareció N400 siempre que incluían una incongruencia. 
Con esto se concluyó que así como se produce N400 en las violacio-
nes de memoria semántica, también ocurre en las violaciones de me-
moria episódica (Rugg y Barret, 1987).

Considerando la diversidad de modelos experimentales en los que 
puede aparecer la N400 o sus análogos, se ha planteado que la con-
dición necesaria para la generación de este tipo de componente es 
que un estímulo sea inconsistente (no guarde relación) con cualquie-
ra de las representaciones de memoria activadas (preactivadas) por 
un contexto precedente. Esta idea ha llevado a muchos investigado-
res a estudiar los procesos de memoria implicados en la N400 (preac-
tivación o facilitación, en dominios de información diferentes al do-
minio verbal). Estudios recientes muestran que este componente 
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puede ser obtenido también por percepción de acciones y movi-
mientos humanos que resultan incongruentes con la lógica conocida 
por el sujeto y reflejan un mecanismo neurocognitivo común relacio-
nado con la construcción del significado mediante las expectativas 
creadas por experiencias previas y la información contextual actual 
(Amoruso et al., 2013; Amoruso et al.,  2014). 

Uso de los PRE en contextos forenses y criminalísticos

Desde mediados de la década de 1980, uno de los usos más discu-
tidos de los PRE está relacionado con la detección de culpables y de 
información oculta. Farwell y Donchin (1991) lo proponen como una 
prueba de conocimiento culpable en la que un sujeto es interrogado 
como lo sería en una situación típica del detector de mentiras. Ac-
tualmente el P300 está intentando abrirse paso para ser considerada 
como prueba legalmente aceptada. Aunque a día de hoy, no existe un 
consenso por parte de la comunidad científica sobre su fiabilidad y 
validez. Aún así, parece que en diferentes países el P300 está disfru-
tando de una cierta permisibilidad, mientras que la poligrafía con-
vencional ha visto disminuir su uso. En España al igual que en Italia, 
Alemania o Francia, el polígrafo nunca ha sido admitido como prueba 
ante los Tribunales de Justicia. 

La base de esta propuesta reside en que los potenciales relaciona-
dos con eventos, y más específicamente el P300, podrían determinar 
si una información específica está previamente almacenada en el ce-
rebro de una persona aunque no la haga explícita (Rosenfeld, Nas-
man, Whalen, Cantwell y Mazzeri, 1987). Por esta razón, según 
Farwell (2012) se podría utilizar como método para evaluar el cono-
cimiento que un sujeto tiene de la escena de un crimen o de los de-
talles de dicho crimen. Así podría ser utilizada para evaluar el cono-
cimiento particular que el sujeto tiene de la secuencia de eventos en 
relación a su coartada (Makeig, 2005), o si una persona conoce pre-
viamente a otra (Meijer, Smulders y Wolf, 2009). 

Algunos de los procedimientos de uso propuestos son el Test de 
Conocimiento Culpable (GKT) y el Test de Información Oculta (CIT). 
El GKT (Guilty Knowledge Test) (Lykken, 1959, 1960, 1974), utiliza 
una serie de preguntas de opción múltiple, cada una con una alter-
nativa relevante (por ejemplo, una característica del delito investiga-
do) y varias alternativas neutrales o de control, elegidas de manera 
que un sospechoso inocente no sea capaz de discriminar la alternati-
va relevante (Lykken, 1978). Si las respuestas fisiológicas del sujeto a 
las alternativas relevantes son consistentemente mayores que las 
respuestas al evento se le consideraría culpable.

Con este procedimiento, Farwell (2012) propone presentar al su-
jeto tres tipos de estímulos: 

•  Irrelevantes para la situación investigada y desconocidos para el 
sujeto y no relacionados con el caso (el 70 al 80%). Estos estímu-
los al no estar relacionados con el caso no deberían evocar un 
Potencial P300 

•  Objetivos y relevantes para la situación investigada y admitidos 
por el sujeto pero tampoco relacionados con el caso (el 10 al 
15%). Estos estímulos deberían evocar una onda P300 en todos 
los sujetos 

•  Estímulos sonda que son relevantes para la situación investigada 
y que el sujeto niega saber y que solo el culpable puede conocer 
(del 10 al 15%). Estos estímulos permitirían discernir más fina-
mente el reconocimiento de ciertos hechos

Tanto si el sujeto es testigo o autor de un crimen, su respuesta a 
los estímulos que traicionen los detalles precisos del hecho evocarán 
una P300. Otros ítems o estímulos que el sujeto conozca, estén o no 
relacionadas con el crimen, darán también una respuesta que facili-
tará el establecimiento de una línea base junto con los estímulos 
irrelevantes (Makeig, 2005). Por lo que los estímulos sonda se consi-
derarán los más reveladores para lo que estemos investigando. 

En cualquier caso, para que el procedimiento funcione deben 
cumplirse tres requisitos (Picton, 1992):

•  que el sujeto preste atención a la información presentada
•  que la información sea significativa para el sujeto
•  y que esta información aparezca ocasionalmente entre el flujo 

de estímulos irrelevantes.

Existen diferencias entre el polígrafo tradicional y los procedi-
mientos de evaluación neurofisiológica basados en PRE. El primero 
mide señales fisiológicas basadas en la emoción como la frecuencia 
cardíaca, la sudoración y la presión arterial con la intención de detec-
tar la mentira, el problema es que éstas variables son medidas indi-
rectas de la mentira, por lo que las respuestas pueden ser debidas a 
un estado de miedo o alerta y no sólo a que el sujeto esté mintiendo 
(Manzanero, 2010). Los PRE, en cambio, tratan de determinar si el 
sujeto reconoce o no los estímulos presentados.

Sin embargo, aunque se han estudiado las variables que pueden 
afectar la amplitud y latencia de la P300, como por ejemplo la pre-
sencia de patologías y la edad (Piccione et al., 2006; Polich, 2007), se 
desconocen los procesos cognitivos precisos que pueden estar impli-
cados. Como dijimos anteriormente, parece relacionada con la aten-
ción y la memoria contingentes a la ocurrencia de un estímulo y a la 
dificultad de la tarea, aunque también con procesos de toma de de-
cisión y otros procesos de pensamiento. Debido a que el deterioro 
cognitivo está a menudo correlacionado con modificaciones en el 
P300, la forma de onda se puede utilizar como una medida para la 
eficacia de diversos tratamientos sobre la función cognitiva, por lo 
que se ha sugerido su uso como un marcador clínico precisamente 
por estas razones. 

Validez de los PRE para detectar culpabilidad

Uno de los principales problemas que se ha señalado con este pro-
cedimiento es su falta de especificidad. Distintos autores (Allen y 
Mertens, 2009; Miller, Baratta, Wynveen y Rosenfeld, 2001) indican 
que el parámetro de la P300 utilizado para discriminar entre culpa-
bles e inocentes en este tipo de tareas, no parece diferenciar entre 
falsas memorias y recuerdos reales (“se puede producir un potencial 
P300 sospechoso porque la persona imagina o cree que recuerda algo 
que en realidad no ha vivido”). Esta es una limitación realmente im-
portante porque las preguntas y la información manejada durante un 
interrogatorio pueden distorsionar la memoria e inducir falsos re-
cuerdos en los interrogados. Así, la validez de la prueba se ve com-
prometida por las mismas limitaciones que el testimonio de testigos 
(Eysenck, 2010).

Otra amenaza a la validez que podría aumentar el número de fal-
sos positivos se relaciona con el diseño de los ítems sonda en el GKT/
CIT. Asegurarse de que la información que contienen es conocida 
únicamente por el culpable resulta muy sencillo en el laboratorio, 
pero no en la vida real, especialmente en los casos con mayor presen-
cia en los medios de comunicación.

Fiabilidad

La fiabilidad de la P300 para detectar culpables es reducida si con-
sideramos el grado de consistencia y estabilidad de los resultados 
obtenidos por los grupos de investigación que han utilizado este mé-
todo. Aparentemente las tasas de detección de culpables en situacio-
nes de laboratorio son variables y dependen mucho del tipo de aná-
lisis utilizado (ver Tabla 1). 

Farwell (2012) en un artículo de revisión realizado para justificar 
las bondades de  los PRE mediante su uso comercial Brain Fingerprin-
ting llega a afirmar en diversas ocasiones que esta técnica tendría un 
porcentaje de aciertos del 100%. Sin embargo, esta publicación gene-
ró profundas críticas. Ver por ejemplo, la réplica de Meijer, Ben-
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Shakhar, Verschuere, y Donchin (2013), donde afirman en la conclu-
sión:

“Muchos investigadores -los autores actuales incluidos- compar-
ten una visión positiva hacia el uso de sistemas PRE para la detec-
ción de información oculta (véase también Iacono, 2008). El CIT es 
considerado un paradigma válido (Verschuere, Ben-Shakhar y 
Meijer, 2011), la onda P300 es un fenómeno bien establecido e 
investigado en más de un millar de publicaciones revisadas por 
pares, y se han publicado en revistas revisadas por pares muchos 
estudios sobre el uso de ERP para la detección de información 
oculta. Sin embargo, la publicación de Farwell (2012) no se realiza 
en una revista revisada por pares. Al descartar selectivamente da-
tos relevantes, presentando resúmenes de congresos como datos 
publicados y, lo más preocupante, duplicando deliberadamente 
participantes y estudios, Farwell tergiversa el estatus científico 
del Brain Fingerprint. Por lo tanto, la revisión viola algunos de los 
cánones de la ciencia y si el Dr. Farwell es, como él dice ser, un 
“científico del Brain Fingerprint “ debe sentirse obligado a retirar 
el artículo”.

La respuesta de Farwell (Farwell y Richardson, 2013) a estas críti-
cas no parece del todo satisfactoria.

Así, lo porcentajes de acierto podrían variar enormemente depen-
diendo de distintas variables. Si consideramos que los sujetos pue-
den utilizar diferentes estrategias o contramedidas para “falsificar” 
los resultados tendremos porcentajes de aciertos menores (Hu, Chen 
y Fu, 2012). En función de la contramedida utilizada el porcentaje de 
aciertos se redujo del 82 al 18% (Rosenfeld, Soskins, Bosh y Ryan, 
2004) y del 47% al 27%  (Mertens y Allen, 2008). Wolpe, Foster y 
Langleben (2005) aseveran que el porcentaje de aciertos depende de 
la frecuencia con la que dicho efecto se da en la población y de que 
los porcentajes de mentirosos podrían diferir de los porcentajes en la 
vida real. 

Por otro lado, como podemos observar en los datos de los distin-
tos estudios e indica Rosenfeld (2005), la P300 será mayor en quie-
nes ocultan información, aunque se ha encontrado que la magnitud 
de la P300 puede ser mayor en quienes dicen la verdad que en los 
que mienten.

Como puede observarse en la Tabla 2 de los estudios que aportan 
datos sobre los aciertos en la discriminación de culpables, inocentes 
y globales (inocentes + culpables) mediante PRE (P300), el porcenta-
je medio de aciertos en la discriminación de culpables se sitúa en un 
67.91%, mientras que en el caso de los inocentes es de 82.51%. Cuando 
se consideran globalmente tanto los rechazos correctos (inocentes) 
como los aciertos (culpables) el porcentaje medio de aciertos se sitúa 
en el 82.61. Podría considerarse porcentajes altos vistos de manera 
descontextualizada, sin embargo en un contexto forense se requeri-
rían no ya altos porcentajes de acierto, sino sobre todo bajos porcen-
tajes de error, como se comentará más adelante. En cualquier caso 
véase cómo bajo determinadas circunstancias la discriminación de 
culpables no ha superado el diez por ciento, y la de los inocentes 
escasamente el 30 por ciento.

Falsos reconocimientos o falsos positivos

Los falsos positivos (inocentes considerados culpables) es el gran 
problema al que nos enfrentamos cuando se utilizan este tipo de pro-
cedimientos. Algunos autores (Lui y Rosenfeld, 2008) han señalado 
tasas de falsas alarmas del 36%, que invalidarían completamente el 
uso de los PRE en un contexto forense. Así, el desarrollo de estos 
métodos  pasa por disminuir estos errores. Para ello será fundamen-
tal considerar las posibles fuentes de error.

La posible incapacidad del método para detectar una falsa memo-
ria sería una de las fuentes de error. Roedigger y McDermott (1995) 
exponen que el falso reconocimiento de señuelos es un efecto sólido 

experimentado como subjetivamente similar al reconocimiento de 
las memorias reales. De hecho convienen en que suelen presentarse 
altos niveles de confianza en los falsos reconocimientos. Norman y 
Schacter (1996) sugieren que pueden darse los mismos sustratos 
neurales en los reconocimientos verdaderos y en los falsos. Algunos 
estudios de neuroimagen funcional mostraron un flujo sanguíneo 
similar en las áreas cerebrales en el reconocimiento verdadero y falso 
de las palabras conocidas y de las palabras señuelos (Schacter et al., 
1996). Asimismo, diferentes autores (Duzel, Yonelinas, Mangun, 
Heinze y Tulving, 1997; Johnson et al., 1997) demostraron correlatos 
electrofisiológicos de falso reconocimiento.

En cualquier caso, no solo es relevante si estadísticamente se en-
cuentran diferentes niveles de activación o PRE específicos en fun-
ción de si el sujeto es culpable o inocente, o de si conoce previamen-
te una determinada información. Lo realmente importante desde un 
punto de vista aplicado es la capacidad para discriminar en casos 

Tabla 1
Porcentaje de aciertos en la detección de culpables mediante P300 en la 
discriminación de culpables, inocentes y/o global

Estudio N Culpables Inocentes Global

Abootalebi et al. (2006) 62 74 80

Allen et al. (1992)

demorado 60 91.7 96

inmediato 96.7

Ambach et al. (2010) 31 70.4 73.1

Ebrahimzadeh et al. (2013) 32 84.6 – 89.7

Farwell y Donchin (1991)

exp. 1 20 90 85 87.5

exp. 2 4 100 75 87.5

Hu, Hegeman et al. (2012) 62 71 - 100 92

Hu et al. (2013) 63 55 - 79

Hu y Rosenfeld (2012) 33 67 - 75 100 95

Lui y Rosenfeld (2008) 45 71 - 87 64 - 71

Matsuda et al. (2013) 19 79.0 84.1 81.6

Mertens y Allen (2008)

Sujetos no entrenados 79 27 – 47 100

Sujetos entrenados 7 – 27

Miyake et al. (1993) 47 100

Rosenfeld et al. (2004)

SIZE 57 82 91

SIZE + contramedidas 18

FIT 54

Rosenfeld et al. (2007) 49 55

Winograd y Rosenfeld (2011) 32 82 92

Winograd y Rosenfeld 
(submitted)

79 -100 31 -86

N = número de participantes en cada estudio 

Tabla 2
Estadísticos descriptivos para los porcentajes de aciertos en la discriminación de 
culpables, inocentes y global, considerando los diferentes estudios de la Tabla 1

N Rango Mínimo Máximo Media DT Varianza

Culpable 26 93.0 7.0 100.0 67.91 26.51 703.16

Inocente 16 69.0 31.0 100.0 82.51 17.61 310.16

Global 7 40.0 55.0 95.0 82.61 13.10 171.81

N = número de estudios para cada tipo de discriminación
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concretos de procedimientos judiciales reales, donde estarán presen-
tes casi siempre factores relacionados con el estrés o amplios inter-
valos de tiempo desde la ocurrencia de los hechos que podrían incre-
mentar los falsos positivos. Ben-Shakhar (2012) señala a cuestiones 
perceptivas y de memoria, el nivel de estrés y la motivación como 
algunas de las variables a tener en cuenta al aplicar los procedimien-
tos de PRE. Por otro lado, se han señalado distintos resultados en la 
comparación de los potenciales obtenidos en función del tipo de in-
formación dependiendo del tipo de método utilizado (Farwell, Ri-
chardson y Richardson, 2013; Farwell y Smith, 2001). Así por ejem-
plo, se ha propuesto (Farwell y Smith, 2001) medir la P300-MERMER, 
el componente P300 seguido de un potencial demorado negativo 
como componentes más precisos en la discriminación de culpabili-
dad que el P300 clásico. Donchin et al. (Donchin, Spencer y Wijesing-
he, 2000) aseveran que la selección del examinador y la presentación 
de los estímulos precisos es “el punto donde la ciencia acaba y em-
pieza el arte” (Makeig, 2005)2.

Falsos Negativos

De la aplicación del procedimiento también pueden resultar fal-
sos negativos (es decir, que alguien culpable supere la prueba). Cuan-
do la prueba se realiza una o dos semanas después de que los parti-
cipantes lleven a cabo un crimen simulado, algunos ítems relevantes 
en el contexto del caso no se reconocen, y, por tanto, no provocan 
respuestas psicofisiológicas. Según Polich (2007), es un resultado es-
perable puesto que el tiempo entre eventos influye en la amplitud de 
la P300.

También conviene no obviar que alguien culpable puede utilizar 
contramedidas para falsificar o dificultar la detección de la P300 (Ro-
senfeld et al., 2004; Abootalebi, Moradi y Khalilzadeh, 2006; Mertens 
y Allen, 2008), y que como vimos anteriormente disminuye grande-
mente la capacidad de detección. Este tipo de acciones, realmente 
efectivas, pueden ser de naturaleza física (morderse la lengua, apre-
tar los puños o la mandíbula, etc.) o cognitiva (por ejemplo, contar 
mentalmente hacia atrás, imaginar situaciones que generen estrés o 
que se asocien a algún componente emocional). Aunque se están in-
vestigando métodos para tratar de contrarrestarlas y minimizar sus 
efectos (Rosenfeld, Hu, Labkovsky, Meixner y Winograd, 2013), aún 
se está lejos de resolver este problema. 

Dificultades para la extrapolación directa de los PRE a la 
psicología jurídica

Lamentablemente, no existen soluciones simples a problemas 
complejos y un índice psicofisiológico por sí solo no tiene valor tes-
timonial absoluto. Al menos existen tres problemas no resueltos: a) 
la P300 y la N400 pueden ser sensibles pero no específicas; b) no 
podemos identificar todavía exactamente cuánto del proceso cogni-
tivo que hipotetizamos que recoge el registro, está contaminado por 
artefactos de medición; y c) no sabemos con exactitud la localización 
de los generadores de los potenciales. 

Además, existen otros problemas operacionales no menos impor-
tantes. ¿Cuándo se puede considerar que 2 componentes son dife-
rentes en el sentido de indexar procesos cognitivos diferentes, o que 
por el contrario, son variantes de un mismo PRE que se modulan en 
función de un cambio o modificación menor en el paradigma? Por 
ejemplo el componente endógeno que se conoce como P300 puede 
variar en latencia en un amplio entorno alrededor de 300-1000 ms 
dependiendo de diferentes factores del sujeto y de manipulaciones 
de la tarea. 

No basta con determinar visualmente si las formas de onda o 
cambios de voltaje registrados difieren en morfología y/o distribu-

2 Aseveraciones pertinentes al caso de Harrington vs State en el que se admitieron los 
análisis llevados a cabo con el P300 y no las efectuadas con la MERMER.

ción tipográfica para decidir que dos PRE son diferentes y señalizan 
procesos cognitivos diferentes e independientes. 

Por último, una cuestión importante en el terreno de la psicofisio-
logía es el análisis y comparación estadística de los resultados. Aun-
que hay componentes endógenos muy robustos como la P300, que 
pueden identificarse visualmente en el PRE de un individuo, otros 
muchos, como por ejemplo los componentes lingüísticos y algunos 
relacionados con la atención, sólo se identifican visualmente en el 
potencial promedio de un grupo. Para poder determinar entonces su 
presencia o no en los PRE individuales, se requieren procedimientos 
estadísticos. Comúnmente se han utilizado métodos de estadística 
paramétrica como el análisis de componentes principales y el análi-
sis de varianza. Estos estadígrafos sin embargo no resultan totalmen-
te adecuados para analizar una actividad altamente correlacionada 
con son los PRE que se recogen en los diferentes sitios de registro, 
pues asumen determinados supuestos que no se cumplen para la ac-
tividad bioeléctrica.

Wolpe et al. (2005) consideran que aún no se han hecho estudios 
apropiados para asegurar que el uso de PRE para la detección de cul-
pables sea una técnica fiable. Al igual que todas las declaraciones 
dependen de la memoria de los sujetos, con el uso de P300 no se 
hacen preguntas ni se dan respuestas durante una prueba, ni se es-
pera discernir si dice la verdad o no, sino se intenta discernir si el 
sujeto tiene algún tipo de conocimiento sobre la información que se 
le presenta. Es decir el P300 puede ofrecer evidencia de la informa-
ción que es relevante para el sujeto y no de las conjeturas que se 
hacen con dicha información. Así pues, la principal limitación reside 
en que los métodos de PRE no detectan mentiras sino que, cuando 
aparece un positivo en esta prueba, sólo puede concluirse que esa 
información puede ser relevante para la persona, pero no porqué.

Además, entre las limitaciones de los PRE podemos mencionar 
que aunque detectemos respuestas cerebrales de procesamiento de 
información no podemos detectar el cómo llega la información al 
cerebro. Este hecho tiene implicaciones para cómo debe utilizarse 
esta técnica. Por ejemplo cuando un sospechoso afirma no haber es-
tado en la escena del crimen y no tiene razón legítima para conocer 
los detalles relacionados con cierto crimen (porque no hayan sido 
revelados públicamente) y obtengamos una respuesta P300 ante el 
estimulo “escena” podremos aseverar que conoce la escena o ésta le 
es familiar. Por lo tanto si al sujeto se le presentan estímulos que le 
puedan ser familiares por un motivo ajeno al crimen investigado, no 
podremos estimar que la respuesta sea relevante3.

Por otro lado, tanto el modelo GKT como el CIT han recibido críti-
cas por parte de diferentes autores. Matsuda et al. (Matsuda, Nittono 
y Allen, 2012) afirman que estos paradigmas tienen buena validez 
científica en estudios de laboratorio pero rara vez se han usado con 
investigaciones reales, excepto en Japón, que se ha usado el CIT en 
investigaciones penales aunque su valor ante un Tribunal no es fuerte. 

Así podría haber un problema a la hora de extrapolar los resulta-
dos de laboratorio a situaciones reales. En las investigaciones de la-
boratorio la asignación de los participantes a las condiciones experi-
mentales (culpable/inocente, verdad/mentira, etc.) es al azar, pero en 
la realidad no siempre se está seguro de la culpabilidad del partici-
pante. Además, en este tipo de pruebas los investigadores poseen 
mucha información acerca del propio sujeto, lo que puede sesgar los 
resultados (Rosenfeld et al., 2013). Por otro lado, en las investigacio-
nes de laboratorio se controla que los sujetos que acceden a ella sean 
personas sanas, sin ningún tipo de psicopatología, consumo de esti-
mulantes, etc., lo cual contrasta con el tipo de personas que requeri-

3 En el caso por ejemplo de Marta del Castillo la respuesta de Carcaño ante ciertas 
imágenes evocativas no descifra el cómo han llegado esas imágenes a almacenarse en 
su cerebro sino que están ahí. Lo que no quiere decir que solo estén presentes porque 
sea en ese lugar donde se haya enterrado a Marta. Que reconoce el lugar, por supuesto 
que lo reconoce con una probabilidad de error del 1% como establecido por 
numerosos autores. Pero ello no es indicativo de que lo reconozca porque esté ligado 
al crimen sino que reconoce el lugar.
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rían de esta prueba a nivel forense en la vida real, ya que la actividad 
cerebral varía con la edad, la prescripción de fármacos, consumo de 
drogas, depresión, presencia de trastornos de personalidad, etc., 
(Wolpe et al., 2005).  

Distintos autores (Greene y Paxton, 2009; Sip, Roepstorff, McGre-
or y Frith, 2008) ofrecen otro tipo de limitación referido a las tareas 
experimentales. Los sujetos de los experimentos son instruidos  a 
mentir, no siendo por tanto su comportamiento realmente desho-
nesto, por lo que la ausencia de este aspecto intencional puede llevar 
a una confusión experimental que hay que tener en cuenta.

Otra limitación que encontramos con este tipo de paradigmas es 
que la exposición reiterada de los ítems Sonda puede evocar la onda 
P300 en sujetos clasificados como inocentes. Aun así, también se 
plantea otro problema, y es que este tipo de test sólo se puede reali-
zar cuando se conoce suficiente información acerca del delito, tanto 
por parte de los investigadores como del sospechoso, para poder rea-
lizar el cuestionario con el número de preguntas y de alternativas 
adecuados (Manzanero, 2010; Wolpe et. al., 2005).  

Por último, no podemos obviar que según Rosenfeld et al. (2004) 
existen indicios de que el test de conocimiento culpable (GKT) se 
puede falsear con sencillas técnicas que se pueden aprender, como 
por ejemplo llevando a cabo otra actividad cognitiva. 

Conclusiones 

 Los PRE pueden ser una ayuda atractiva en las investigaciones 
policiales y procedimientos judiciales. Además, la GKT puede ser di-
señada de una manera estandarizada y la interpretación de sus resul-
tados puede hacerse sobre la base de criterios objetivos y procedi-
mientos de medición cuantificados. 

Sin embargo, según Church (2012), la falta de validez científica es 
un argumento sobre el que reivindicar la necesidad de proteger los 
derechos humanos. Específicamente, el tipo de validez de que adole-
cen los PRE es la validez ecológica, que garantizaría que los resulta-
dos obtenidos en condiciones de laboratorio son interpretables en el 
contexto de la vida real (Burgess et al., 2006).

Si los tribunales optan por admitir evidencia neurocientífica antes 
que se establezca su fiabilidad, se estaría violando el derecho de una 
persona a un juicio imparcial e independiente. Sería por tanto nece-
sario establecer el correlato neural que se corresponde de manera 
unívoca con un estado psicológico, detectando no solo si el sujeto 
reconoce la información sino la intención que pudiera tener para 
adulterar o burlar los resultados. Sería más adecuado utilizar esta 
prueba más como un método para obtener pistas en una investiga-
ción que como un “test de la verdad”. Aunque se están haciendo pro-
gresos sobre la fiabilidad y validez de la prueba, la existencia de los 
falsos reconocimientos obliga a alentar el que se prosiga la investiga-
ción. Es evidente que se necesitan más investigaciones para exami-
nar los posibles fallos de tal manera que la GKT se convierta en un 
método forense eficiente y factible.

En conclusión, el registro de PRE constituye una prometedora 
fuente de información para la psicología forense. Pero precisamente 
por esa importancia, no debemos extrapolar simplistamente proce-
dimientos y se necesitan investigaciones que demuestren la validez 
ecológica de estos registros.
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R E S U M E N

El presente trabajo trata de poner de manifiesto el riesgo, para jueces y tribunales, de valorar de forma acrí-
tica los informes periciales psicológicos referidos a la valoración del daño psíquico en supuestos de abuso 
sexual infantil (ASI). Desde la revisión bibliográfica realizada se han detectado serias limitaciones para de-
tectar ASI en la utilización de indicadores clínicos que han surgido del contexto sanitario y asistencial. Se 
cuestiona el modelo teórico subyacente y la rigurosidad de los estudios sobre las consecuencias psicológi-
cas asociadas al ASI. Igualmente, son debatidos algunos métodos de exploración clínica, extrapolados al 
contexto forense, y desaconsejados debido a su baja fiabilidad y validez. Se concluye señalando lo inade-
cuado de trasladar modelos y procedimientos del contexto clínico-asistencial al pericial, y la necesidad de 
exigir requisitos técnicos a los informes forenses.
© 2014 Colegio Oficial de Psicologos de Madrid. Producido por Elsevier España, S.L. Todos los derechos reservados.

Admissibility of clinical indicators for the detection of child sexual abuse in 
forensic contexts

A B S T R A C T

This paper tries to highlight the risk to judges and courts, to assess uncritically psychological expert reports 
relating to the assessment of psychological injury in cases of child sexual abuse (CSA). From the literature 
review have been identified serious limitations in the use of clinical indicators to detect CSA, that have 
emerged in the context of health care. The underlying theoretical model, and thoroughness of the studies 
on the psychological consequences associated with CSA are questioned. Also, some methods of clinical 
examination, extrapolated to forensic context, and advised against because of their poor reliability and 
validity, are discussed. It concludes by pointing out the inadequacy of moving models and procedures of 
the expert clinical-care context to forensic, and the need of demanding technical requirements to forensic 
reports.
© 2014 Colegio Oficial de Psicólogos de Madrid Production by Elsevier España, S.L. All rights reserved.

La prueba pericial psicológica estaría incluida dentro de las deno-
minadas pruebas científicas al aportar en la sala de justicia los cono-
cimientos de la Psicología para auxiliar a jueces y tribunales en la 
toma de sus decisiones. Cada vez es mayor el recurso por parte de 
jueces y tribunales al asesoramiento de distintos conocimientos 
científicos (Duce y Riego, 2007; Roxin, 2000).

La valoración judicial de la prueba científica está sometida en 
nuestro ordenamiento jurídico a los criterios difusos de la sana críti-

ca del juzgador o principio de libre apreciación (por  ejemplo en España 
el art. 741 LECrim) que se materializa en una dispar jurisprudencia al 
respecto, tanto del Tribunal Supremo, como de las Audiencias Pro-
vinciales. El único límite legislativo a este criterio personal y subjeti-
vo del juez son las reglas de la lógica o criterios de racionalidad y prin-
cipios de la experiencia al exigir la motivación del fallo judicial (art. 
120.3 CE).

La realidad es que la valoración judicial de la prueba científica 
versa sobre elementos indirectos a ésta: la autoridad científica del 
perito, su imparcialidad, la coincidencia del dictamen pericial con las 
reglas lógicas de la experiencia común, los métodos científicos apli-
cados y, sobre todo, la coherencia lógica de la argumentación desa-
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rrollada por el perito. Junto con estos, coinciden también otros ele-
mentos secundarios y que aluden a la forma de exposición del 
dictamen en el acto del juicio oral por parte del perito (Manzanero y 
Muñoz, 2011).

Hablar de admisibilidad de la prueba pericial en nuestro ordena-
miento jurídico es por tanto hacer referencia a requisitos procesales 
de pertinencia y relevancia de la prueba, y de tacha o recusación del 
perito (Duce, 2005). Si bien no se hace alusión entre los requisitos 
legales a las necesarias garantías científicas que deberían cumplir 
estas periciales, sin estos requisitos será difícil diferenciar entre co-
nocimiento científico o pseudo-científico. Ello con las graves conse-
cuencias que puede tener para la resolución judicial, máxime si aten-
demos al poder de persuasión que en ocasiones tiene para el juzgador 
(Gold, 2003).

Un aspecto distintivo de la ciencia es que no es identificada en 
cuanto a su objeto de estudio, sino por los procedimientos que utili-
za, siendo el método científico el procedimiento que permite distin-
guir si un conocimiento es válido o no. Así, el conocimiento que no 
aplica el método científico para obtener las conclusiones a las cuales 
llega no puede ser considerado como ciencia.

Además de no existir ese filtro técnico en la admisibilidad de la 
prueba pericial científica, tampoco existen unos criterios técnicos-
científicos para la valoración judicial de la prueba una vez admitida 
en el procedimiento judicial.  

Conscientes de las consecuencias que conocimientos pseudo-
científicos pueden tener en las resoluciones judiciales, en Estados 
Unidos durante los últimos veinte años se han implementado crite-
rios técnicos para valorar las pruebas periciales de carácter científico. 
En un primer esfuerzo de dar forma operativa a la admisibilidad del 
testimonio experto se guiaron por los criterios Frye (Frye vs. United 
States, 1923) que exigían que la prueba pericial cumpliese con la re-
gla de aceptación general, es decir, eran admisibles aquellas valora-
ciones basadas en teorías o métodos que estuvieran entre los más 
aceptados por los científicos de la especialidad.

Posteriormente se incorporaron los criterios Daubert (Daubert vs. 
Merrell Dow Phamaceuticals, 1993), que establecen dos premisas ge-
nerales y cuatro requisitos para su cumplimiento como prueba admi-
sible a juicio. Las premisas son: a) en la ciencia no hay certezas y los 
científicos buscan nuevas teorías (siempre provisionales) para expli-
car del mejor modo posible los fenómenos observados, y b) la validez 
científica para un determinado objetivo no implica necesariamente 
validez para otros objetivos relacionados con el primero. Los requisi-
tos son: a) la falsabilidad de la teoría o posibilidad de que esta sea 
contrastada, b) la determinación del porcentaje de error que tiene la 
técnica empleada y la existencia de estándares que controlan la in-
vestigación sobre la cual se basa la teoría, c) que haya sido sometida 
a revisión de pares y publicada, y d) la aceptación general de la me-
todología que subyace a la teoría en la comunidad científica.

Las exigencias a la prueba pericial tienen aún más sentido en los 
procedimientos de abuso sexual infantil, por el protagonismo que 
adquiere, en este caso la prueba psicológica, en la toma de decisiones 
judiciales. Estos delitos, en un gran número de casos, se llevan a cabo 
en la intimidad, sin testigos, no deja huellas físicas y en ocasiones, 
cuando se produce en el contexto intrafamiliar, es ocultado por el 
entorno adulto del menor. Como señala Myers (2010): “en última ins-
tancia, les corresponde a los jueces examinar el testimonio de expertos 
y separar el trigo de la paja. Ya es hora de que los jueces de primera 
instancia y de apelación vuelvan a comprometerse con el escrutinio ri-
guroso de la prueba pericial aportada en el procedimiento del abuso 
sexual infantil. El riesgo es demasiado alto para exponer a los miembros 
del jurado al testimonio de expertos no confiables”.

Las dos áreas de exploración pericial psicológica en supuestos de 
abuso sexual infantil son el análisis del testimonio aportado por el 
menor en relación a los hechos denunciados y la valoración del posi-
ble daño psíquico derivado de dicha situación (Pereda y Arch, 2012). 
En el presente artículo nos centraremos en mostrar las limitaciones 

de esta segunda área a la luz de la investigación científica, propo-
niendo una serie de requisitos técnicos que debieran exigirse a estas 
periciales para facilitar el análisis por parte de jueces y tribunales.

Los indicadores clínicos de abuso sexual infantil como área de 
exploración psicológica forense

Los inicios de la psicología forense se caracterizaron por la inexis-
tencia de modelos de intervención propios, recurriéndose principal-
mente al contexto clínico para diseñar el proceso de evaluación peri-
cial (Grisso, 1987). Con el paso del tiempo son escasos los modelos y 
protocolos de actuación creados específicamente para el contexto 
forense, habiéndose asentado las primeras iniciativas de origen clíni-
co (Echeburúa, Muñoz y Loinaz, 2011).

Esta situación es especialmente significativa en el caso de la valo-
ración del daño psíquico asociado a la exposición a situaciones de 
victimización criminal, donde la psicopatología cobra un papel pro-
tagonista (Muñoz, 2013). La literatura científica revisada constata 
esta realidad para el caso de la evaluación forense en supuestos de 
abuso sexual infantil (Pereda y Arch, 2012).

La exploración pericial psicológica del impacto psíquico asociado 
a experiencias de abuso sexual infantil se sustenta en los siguientes 
pilares:

a)  La existencia de un modelo teórico subyacente.
b)  La existencia de un amplísimo número de investigaciones so-

bre las consecuencias psicológicas asociadas al abuso sexual 
infantil.

c)  La creencia en la existencia de indicadores psicológicos asocia-
dos específicamente al abuso sexual infantil, especialmente, las 
alteraciones en la esfera sexual del menor.

El modelo teórico subyacente. La evaluación pericial psicológica 
del daño psíquico como forma de acreditación del supuesto delito 
denunciado se sustenta en el modelo traumatogénico (Finkelhor, 
1979; Summit, 1983).Según este modelo la respuesta más habitual 
del ser humano ante la exposición a una situación de victimización 
criminal, es el desequilibrio de su estado psicológico previo. Esto es 
así por el potencial de impacto traumático que tienen estas situacio-
nes: es un daño causado por personas e implica la trasgresión de la 
normativa social. Estas características quebrarían el sentimiento de 
seguridad de la persona en sí misma y en los demás (Echeburúa, 
2004). A partir de este modelo explicativo, la detección de la huella 
psicopatológica del delito se propone para acreditar la ocurrencia del 
mismo. En el caso de menores hay diversas publicaciones sobre vic-
timización criminal, principalmente en el contexto familiar, y los 
efectos traumáticos asociados (Cantón y Cortés, 2007; López-Soler, 
2008).

El interés por el estudio de la victimización infanto-juvenil ha 
dado lugar a la perspectiva teórica denominada victimología del 
desarrollo (Finkelhor, 2007), que  considera dos áreas. La primera 
se ocuparía del análisis del riesgo de victimización dependiendo 
del estadio evolutivo. La segunda abordaría el análisis del impacto 
de la victimización infanto-juvenil en los diferentes estadios evo-
lutivos.

Esta segunda línea  ha generado investigaciones que han intenta-
do poner de manifiesto las consecuencias psicológicas, en forma de 
desajustes clínicos, derivados de la exposición a situaciones de victi-
mización en la etapa infanto-juvenil. En el caso del abuso sexual se 
han organizado estos desajustes, en primer lugar, en torno a un cri-
terio cronológico, consecuencias a largo y corto plazo, y en segundo 
lugar, en relación a la afectación de las distintas áreas del funciona-
miento psicológico, esfera cognitiva y de rendimiento académico, 
emocional y relacional (Beitchman et al., 1992; Echeburúa y Guerri-
caechevarría, 2011; Pereda, 2009).

Esta perspectiva que nace en el contexto clínico-asistencial para 
elaborar programas de prevención y tratamiento de menores victi-
mizados sexualmente, se extrapola al modelo forense con la lógica 
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de que la detección de los indicadores psicológicos o consecuencias 
psicológicas del abuso servirían para acreditar la ocurrencia de los 
mismos (Bommert, 1993; Ecker, Graf, Mepel, Scheidt, y Tempel-Grie-
be, 1991).

Sin embargo, la hipótesis fundamental del modelo traumatogéni-
co, que la exposición a un evento traumático tiene como efecto en la 
mayoría de las ocasiones una desestabilización del estado psíquico 
de la persona expuesta a él, ha sido cuestionada hace tiempo, hasta 
el punto de ser desestimada para probar casos de abuso sexual en 
contextos judiciales (por ejemplo en Estados Unidos desde 1985, ver 
Fisher y Whiting, 1998). Distintos estudios han evidenciado la diver-
sidad de respuestas que el ser humano genera al afrontar una situa-
ción traumática, prevaleciendo principalmente la resiliencia y la re-
cuperación espontánea. Sólo un reducido grupo de personas 
desarrollan un cuadro clínico traumático, de carácter puntual o cró-
nico (Bonano, Westphal y Mancini, 2011). Así, aunque se ha tratado 
de relacionar el Trastorno de Estrés Post-Traumático (TEPT) con el 
abuso sexual infantil, no han sido pocos los trabajos que muestran la 
falta de validez de los criterios diagnósticos del TEPT para detectar 
abuso sexual (Kiser et al., 1988; McLeer, Deblinger, Atkins, Foa, y Ral-
phe, 1988).

Desde la teoría transaccional (Lazarus y Folkman, 1986) el impac-
to de la exposición a una situación de victimización criminal, enten-
dida como un potente estresor psicosocial, estará en función de la 
interacción entre variables individuales y contextuales, de la persona 
y la situación de victimización. Variables provenientes de la situa-
ción de victimización (frecuencia, intensidad y duración), la vincula-
ción afectiva con el agresor, la fase del desarrollo psicoevolutivo en la 
que se encuentra la víctima, el género, el contexto socio-cultural, el 
nivel de vulnerabilidad y la capacidad de resiliencia modulan el efec-
to de una situación de victimización sexual en la infancia y adoles-
cencia (Cortés, Cantón y Cantón, 2011; Ramírez y Fernández, 2011; 
Rind, Tromovich y Bauserman, 1998; Sarasua, Zubizarreta, De Corral 
y Echeburúa, 2013).

Una variable que también debe ser examinada a la hora de con-
templar las posibles consecuencias negativas derivadas de la exposi-
ción a una situación de victimización sexual infantil es el proceso de 
valoración o interpretación de la experiencia de victimización. Se dis-
tinguiría así dos formas de victimización: la victimización mediatiza-
da por el dolor y la victimización mediatizada por el significado (Finke-
lhor, 2007). Una situación de victimización que cursa con dolor (i.e., 
un ataque violento) es experimentada hasta por un niño de preesco-
lar de forma negativa, aunque carente de significado sexual; sin em-
bargo, una situación de victimización sexual que se produce en un 
contexto lúdico y con experimentación placentera por parte del me-
nor necesitará de un nivel de desarrollo cognitivo suficiente para que 
éste lo dote de una valoración negativa. En muchas ocasiones esta 
última percepción negativa no vendría por la experiencia victimizan-
te en sí, sino por la reacción de su entorno próximo (valoración so-
cialmente mediatizada).

Lo expuesto lleva a concluir que tratar de detectar el abuso sexual 
infantil desde el modelo traumatogénico condiciona el trabajo por 
hipótesis, exigencia mínima del método científico, ya que estos plan-
teamientos establecen una cadena argumentativa tautológica: el 
trauma tiene que haber sucedido porque el testigo está traumatizado 
y el testigo está traumatizado porque ha vivido dicho trauma (Steller 
y Böhm, 2006). Por lo tanto, el uso de estos modelos por los profesio-
nales que evalúan casos de delitos sexuales puede tener graves con-
secuencias para los menores, ya que la interpretación errónea de las 
anomalías en el comportamiento, en el sentido de síntomas de abu-
so, puede conllevar a interrogatorios inadecuados, consolidación de 
falsas memorias y finalmente a una pseudo-verificación de la sospe-
cha (Schulz-Hardt y Köhnken, 2000).

Las investigaciones sobre las consecuencias psicológicas aso-
ciadas al abuso sexual infantil. Una revisión de las distintas investi-
gaciones surgidas en torno al estudio de las consecuencias psicológi-

cas asociadas al abuso sexual infantil pone de manifiesto algunas 
limitaciones metodológicas, principalmente relacionadas con la defi-
nición del objeto de estudio (abuso sexual infantil), el tipo de mues-
tra seleccionada y el método de recogida de datos.

No existe una definición consensuada sobre victimización sexual 
infantil. Se encuentran discrepancias en diversos criterios como la 
edad límite del victimario o de la víctima, las conductas a considerar, 
etc., muchas veces moduladas por el efecto de la cultura o el contex-
to de evaluación (clínico-social vs. judicial). Por consiguiente, los in-
vestigadores suelen acogerse a aquella que mejor les sirve para los 
objetivos de sus estudios. La definición de abuso sexual infantil de-
terminará el tipo de muestra seleccionada y, por tanto, las conse-
cuencias psicológicas que puedan evaluarse, así como los instrumen-
tos de evaluación utilizados (Manly, 2005).

En relación a las muestras, la mayoría de los estudios utilizan 
muestras provenientes de contextos clínico-asistenciales o del siste-
ma de protección de menores que recogen casos procedentes de di-
versas fuentes de derivación y con distinto grado de certeza o confir-
mación del abuso sexual (Sánchez y Martín, 2007). En ocasiones, la 
selección del grupo experimental se ha basado en la presencia de 
estos indicadores conductuales de abuso, resultando, por tanto, tau-
tológico el proceso de inferencia para interpretarlos como evidencias 
de abuso sexual (Ricci, Drach y Wientzen, 2005). Por otro lado, a este 
tipo de dispositivos suelen acudir los casos más graves, pudiéndose 
sobreestimar la severidad de la sintomatología asociada al abuso 
sexual infantil. 

Otras limitaciones surgen en la dificultad de acceder a amplias 
muestras, lo que restringe la generalización de los resultados. Tam-
bién, en ocasiones, se incluyen menores polivictimizados, es decir 
expuestos a otro tipo de victimizaciones además de los abusos 
sexuales, lo que agravaría su condición psicopatológica y dificultaría 
delimitar una sintomatología específica y diferenciada para el caso 
del abuso sexual infantil (Pereda, 2009). Tampoco son escasos los 
estudios que se realizan mediante encuestas a estudiantes de las fa-
cultades de psicología donde se pregunta por supuestas situaciones 
abusivas (de todo tipo) en la infancia, extrapolando luego a la pobla-
ción general.

En relación a la metodología de recogida de datos, casi en exclusi-
vidad se recurre a la información que proporcionan adultos significa-
tivos en la vida del menor, básicamente los progenitores, a través de 
la aplicación de algún cuestionario de desajustes psicológicos infan-
tiles (por ejemplo el Sistema de evaluación de la conducta de niños y 
adolescentes –BASC-, el Child Behavior Checklist –CBCL-, o el Child 
Sexual Behavior Inventory –CSBI-). Diversos estudios han puesto de 
manifiesto la inconsistencia cuando se comparan datos obtenidos de 
fuentes adultas y del propio menor, sobre todo, en lo que respecta a 
las conductas interiorizantes  (Barry, Frick y Grafeman, 2008). Espe-
cial sesgo puede introducirse en los casos en los que el denunciado 
por abuso sexual del menor es uno de sus progenitores, y el que 
aporta la información sobre el estado psicológico del hijo es el otro 
progenitor, denunciante de la situación. En estos casos se han encon-
trado elevadas tasas de instrumentalización de denuncias sobre todo 
cuando eclosionan en un proceso de divorcio contencioso (Masip y 
Garrido, 2007).

Por otro lado, estas investigaciones son de carácter trasversal, si-
tuación inadecuada para afrontar el psicodiagnóstico en la etapa in-
fanto-juvenil ya que hay que tener en cuenta que en esta etapa evo-
lutiva el menor está en continuo cambio, siendo necesario adoptar 
una perspectiva longitudinal que contemple estas modificaciones 
asociadas al paso del tiempo, así como de las circunstancias ambien-
tales concomitantes (Del Barrio, 2009). Entendemos que las dificul-
tades y los costos que entrañan todo seguimiento condicionan la 
forma de investigar.

Se aprecia también en las distintas investigaciones una falta de 
control de otras variables (estresores psicosociales), antecedentes, 
concomitantes o posteriores al supuesto abuso que podrían explicar 
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los desajustes psicológicos encontrados en los menores. Además de 
detectarse la utilización de análisis estadísticos inadecuados para el 
establecimiento de relaciones causales (Pereda, 2009).

Con todas las limitaciones señaladas tenemos que ser cautos a la 
hora de considerar los datos concernientes a las repercusiones psico-
lógicas asociadas al abuso sexual infantil. De especial importancia en 
el contexto forense tiene este aspecto a la hora de contrastar la hipó-
tesis basada en el supuesto de semejanza, mediante la cual compara-
mos los desajustes psicológicos encontrados en el menor evaluado 
con los datos recogidos en la literatura científica en relación a las 
consecuencias psicológicas encontradas en menores víctimas de 
abuso sexual.

Por estas razones y debido a la falta de evidencia empírica, pro-
puestas como el Síndrome de acomodación (Summit, 1983) han sido 
descartadas para evaluar el abuso sexual infantil en contextos foren-
ses (Fisher y Whiting, 1998). Incluso el propio Summit (1992) esta-
bleció lo inapropiado del uso de esta propuesta en la evaluación fo-
rense, en el artículo titulado Abuso del síndrome de acomodación en 
abuso sexual infantil. A pesar de ello, en la literatura popular e incluso 
en algunas campañas públicas de prevención de estos delitos, se si-
guen publicando listas de rasgos llamativos del comportamiento 
como indicadores del supuesto abuso sexual, en contra de las evi-
dencias científicas.

La creencia en la existencia de indicadores psicológicos asocia-
dos específicamente al abuso sexual infantil, especialmente, las 
alteraciones en la esfera sexual del menor. Además de las limita-
ciones metodológicas reseñadas en el punto anterior, otro problema 
con las diversas y variadas cohortes de síntomas que la literatura 
científica ha asociado al abuso sexual infantil es que pueden corres-
ponder a la exposición del menor a cualquier otro estresor psicoso-
cial, es decir, no son específicas de esa situación de victimización 
sexual. Especificidad indica la probabilidad de que un síntoma apa-
rezca como efecto asociado o bien como consecuencia de un hecho 
concreto y sólo de ese hecho (Köhnken, 2006).

En la Tabla 1 se pueden comparar los síntomas asociados a abuso 
sexual en menores preescolares y los problemas encontrados en este 
mismo periodo evolutivo ante una situación de separación parental.

Como puede observarse, básicamente las diferencias estarían en 
la aparición en los casos de abuso de conductas sexualizadas, por lo 
que algunos autores (Finkelhor y Browne, 1985; Friedrich et al., 1992) 
propusieron evaluar las manifestaciones sexuales en los menores. 
Sin embargo, existe una sobrevaloración a la hora de considerar las 
conductas sexualizadas como un indicador de abuso sexual infantil 
(Pons, Martínez, Pérez y Borrás, 2006; González, Orgaz y López, 
2012). En concreto, las interacciones sexuales coercitivas con iguales 

especialmente en el caso de las niñas, tener conocimiento sexuales 
precoces o impropios para la edad y realizar juegos sexuales con mu-
ñecos son considerados por distintos profesionales como indicadores 
de abuso sexual infantil. Sin embargo, estas conductas pueden de-
berse a la presencia de otros estresores, o ser simplemente conductas 
propias del desarrollo sexual infantil, por lo que no deben interpre-
tarse como evidencias de abuso. Además, alguno de estos indicado-
res deja mucho margen a la interpretación subjetiva del evaluador 
(por ejemplo, ¿cuándo una conducta sexual es excesiva, prematura o 
impropia?) (González et al., 2012). En este sentido, Volbert (1997) ya 
señaló que es frecuente observar en niños de 3 a 6 años actividades 
auto-eróticas tales como mostrar los propios genitales o la observa-
ción y tocamiento de genitales ajenos. Advertía también, este autor, 
acerca del riesgo de definir comportamientos inapropiados para una 
cierta edad, ya que estarían determinados en gran medida por valo-
res sociales, culturales y morales. Lamb y Coakley (1993) encontra-
ron que los estudiantes universitarios al describir una experiencia de 
juego sexual “normal” en la infancia incluían caricias genitales con o 
sin ropa, contacto oral-genital y, en algunos casos, intentos de rela-
ciones sexuales. De esta forma es recogido por la mayoría de los in-
formes sobre sexualidad (Hite, 1976/2004; Kinsey, 1953) donde se 
informa cómo la sexualidad forma parte de la vida desde los prime-
ros años, incluyendo actividades de exploración que resultan placen-
teras. Así, se considera dentro del desarrollo psicosexual del ser hu-
mano normal la aparición durante la infancia  de conductas como la  
exploración de partes del cuerpo, incluyendo los genitales, la auto-
estimulación sexual, la curiosidad por las diferencias corporales y los 
juegos sexuales, entre otras (Freud, 1962; Gómez, 2013; Singer, 
2002).

En definitiva, ni la presencia ni la ausencia de desajustes psicoló-
gicos en el menor, por sí mismos y fuera de una valoración integral 
de toda la información disponible, pueden confirmar o descartar la 
existencia del abuso (Seto y Lalumière, 2010). 

La evaluación de los indicadores psicológicos de abuso sexual 
infantil

La evaluación clínica infanto-juvenil resulta compleja incluso en 
el contexto clínico, situación que se incrementa en el contexto foren-
se por su propia idiosincrasia (Echeburúa et al., 2011). Entre las ca-
racterísticas que dificultan el psicodiagnóstico en esta etapa evoluti-
va podíamos señalar (Del Barrio, 2009):

–  Los menores se encuentran en constante cambio y evolución, es-
tando mucho más dominados por las emociones que experimentan 
que los adultos, lo que pone en riesgo la estabilidad de la evalua-
ción. Además, la exploración forense es una intervención trasversal 
cuando lo adecuado para un psicodiagnóstico infanto-juvenil es 
una perspectiva longitudinal (seguimiento del menor a lo largo del 
tiempo observando su evolución así como de las circunstancias 
ambientales concomitantes).

–  Es imprescindible atender al contexto socializador donde está cre-
ciendo el menor. En este sentido, y para el caso del abuso sexual 
infantil, hay que poner atención a la evaluación de niños de padres 
separados, siendo imprescindible tener datos de ambos progenito-
res.

Respecto a la metodología a utilizar, especialmente en el contexto 
forense, es importante utilizar distintas fuentes de información y 
aplicar distintas técnicas de evaluación, buscando  la validez conver-
gente (Echeburúa et al., 2011). 

Los estudios nos dicen, sin embargo, que mayoritariamente se usa 
como fuente de datos principal la información aportada por los pro-
genitores (principalmente en niños que por su corta edad tienen li-
mitaciones verbales) y a veces, también la facilitada por los centros 
educativos. Si bien, una cosa es la conducta del niño y otra muy dis-

Tabla 1
Síntomas asociados a ASI y a situaciones de divorcio parental en pre-escolares

Síntomas asociados al abuso sexual 
infantil en preescolares (Echeburúa y 
Guerricaechevarría, 2005)

Respuestas de preescolares ante el 
divorcio parental (Pedreira y 
Lindstrom, 1995)

• Trastornos del sueño
• Cambio en los hábitos alimenticios
• Pérdida del control de esfínteres
• Hiperactividad
• Retrocesos en el proceso de aprendizaje
• Miedos desproporcionados
• Culpa y vergüenza
• Sintomatología ansioso-depresiva
• Conocimiento sexual precoz
• Conductas sexualizadas 
• Curiosidad sexual
• Conductas agresivas
• Retraimiento social
• Desconfianza y rencor hacia el adulto

• Miedos
• Represión
• Fantasmas amenazantes
• Aturdimiento, perplejidad
• Suplencia afectiva
• Fantasías negativas
• Juego alterado/ inhibido
• Incremento de conductas agresivas
• Inhibición, agresividad
• Culpabilidad
• Mayores necesidades emocionales
• Problemas de alimentación
• Problemas escolares
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tinta a lo que los adultos atienden, aceptan, valoran, ocultan o exhi-
ben acerca de ella. Los adultos que informan tienen sus expectativas 
y motivaciones lo que condiciona la información que proporcionan 
(Del Barrio, 2009). Esta cuestión es de especial interés en el contexto 
forense donde siempre hay unas consecuencias derivadas del infor-
me pericial. 

Respecto a los instrumentos de evaluación, su selección por parte 
del evaluador está condicionada, sobre todo en el contexto clínico, 
más por el marco teórico en el que éste se ha formado, que por los 
índices de fiabilidad y validez. En este sentido, para la detección de 
los indicadores clínicos derivados de una supuesta situación de abu-
so sexual infantil en ocasiones se utilizan los test proyectivos, princi-
palmente gráficos, y la técnica del juego con muñecos anatómica-
mente correctos o normales.

Las técnicas proyectivas gráficas han sido utilizadas en los contex-
tos clínico, educativo y asistencial infanto-juvenil, para explorar el 
grado de madurez intelectual y el estado emocional de los menores. 
Estos instrumentos, interpretados en base a las teorías psicodinámi-
cas, parten del supuesto de que tanto a través del énfasis que el me-
nor pone en los diferentes elementos de su dibujo, como de la expre-
sión gráfica en su totalidad, se puede llegar a conocer lo que le pasa, 
cómo le afecta y el modo en el que lo maneja (Maganto y Garaigor-
dobil, 2009). 

En el caso del abuso sexual infantil se han propuesto distintos 
indicadores gráficos, por ejemplo, en el protocolo H-T-P: nubes en 
cualquier dibujo; genitales dibujados en la  persona; manos dema-
siados grandes; ojos de la persona enfatizados, grandes; ojos de la 
persona pequeños u omitidos; piernas de las personas juntas; árbol 
fálico; sombreado de la cara, cuerpo, extremidades, manos o cuello 
de la persona; formas triangulares acentuadas en los dibujos de la 
persona; énfasis vertical en el dibujo de la casa (Buck, 1995). Trabajos 
en esta línea han sido ampliamente criticados por la comunidad 
científica, por su escasa rigurosidad metodológica, principalmente 
por la falta de estandarización de estas pruebas, existiendo consenso 
al desaconsejar su uso para la evaluación del abuso sexual infantil, 
especialmente en el contexto forense (Allen y Tussey, 2012; Kuehnle, 
2003; Lally, 2001; Smith y Dumont, 1995). Lilienfeld, Wood, y Garb 
(2000) en un meta-análisis, revisaron el estado actual de la literatura 
en relación con las propiedades psicométricas (normas, fiabilidad, 
validez y utilidad del tratamiento) de las tres técnicas proyectivas 
más utilizadas: Test de Rorschach, Test de Apercepción Temática 
(TAT), y Test Gráficos. Concluyen que existe apoyo empírico a la vali-
dez de sólo un pequeño número de índices derivados del Rorschach 
y TAT. Sin embargo, la gran mayoría de los índices de Rorschach y TAT 
no están empíricamente validados. Por otra parte, la validez empírica 
para los test gráficos sería aun más limitada.  En cuanto a la utiliza-
ción de estas técnicas para la detección del abuso sexual infantil con-
cluyen que aunque  algunos estudios muestran que los instrumentos 
proyectivos fueron mejores que el azar para detectar el abuso sexual 
infantil, los resultados no han sido replicados. Por ello, recomiendan 
abstenerse de aplicar estas técnicas en contextos específicamente 
forenses debido a: a) las técnicas proyectivas son altamente contro-
vertidas, b) son factibles de falsear y son influenciables por diferen-
tes situaciones, c) son utilizadas para objetivos para los cuales no 
fueron creadas y sin evidencia que las sustente, d) las puntuaciones 
son poco fiables, e) carecen de datos normativos o son poco claros, f) 
son sesgadas con minorías étnicas y culturales, y g) no cumplen con 
los criterios Daubert.

El juego con muñecos anatómicamente correctos también ha sido 
una metodología utilizada para la detección de los indicadores clíni-
cos de abuso sexual infantil, principalmente, en menores de seis años 
por sus limitaciones de lenguaje. La utilización de esta metodología 
para detectar los indicadores clínicos de abuso se basa en que duran-
te la interacción con los muñecos, el menor abusado sexualmente 
mostrará de manera espontánea y gráfica conductas sexuales con 
ellos (Cantón y Cortés, 2000). Sin embargo, distintas investigaciones 

(Bruck, Ceci, Francouer, y Renick, 1995; Greuel, 1994; Wetzels, 1994) 
han cuestionado la fiabilidad de esta metodología para la detección 
de indicadores de abuso sexual infantil, debido, principalmente, a 
que por su propia naturaleza sugieren y sobreestimulan la sexuali-
dad, con lo cual niños no abusados puedes recrear situaciones de 
interacción sexual con estos muñecos. Por otro lado, se critica la au-
sencia de un protocolo estándar que homogenice la recogida de in-
formación, la no existencia de un sistema válido que permita inter-
pretar los datos y por último, también se hace crítica en relación a 
que la utilización de muñecos anatómicos hace que el entrevistador 
cometa errores y usos inadecuados, en concreto, su uso estimula a un 
estilo de exploración inapropiado (directivo y sugerente), la sobre-
interpretación del juego del niño, y el exceso de confianza en un úni-
co instrumento de evaluación  (Cantón y Cortés, 2000).

El juego con muñecos sin características sexuales también es des-
aconsejado por la comunidad científica, ya que no existe un patrón 
de conducta lúdica específica de abuso sexual (Köhnken, 2006).

Estas técnicas de juego han sido también criticadas por sus efec-
tos en la generación de falsas memorias, al contaminar los recuerdos 
de los menores con fantasías procedentes del entorno del juego 
(Bruck, Ceci, y Francouer, 2000; Hungerford, 2005).

Conclusiones

La detección de indicadores clínicos es un método tradicional en 
la exploración psicológica forense en supuestos de abuso sexual in-
fantil, en base a modelos, investigaciones y prácticas del contexto 
clínico-asistencial (Pereda y Arch, 2012). Sin embargo, extrapolar 
métodos clínicos al contexto pericial ha sido objeto de diversas críti-
cas, tanto académicas (por ejemplo, Lawlor, 1998) como profesiona-
les (por ejemplo las recomendaciones éticas para la práctica forense 
realizadas por la Asociación Americana de Psicología en 2013). Revi-
sando la literatura científica, son muchas las limitaciones encontra-
das en la utilización de estos indicadores como forma de acreditar 
una posible situación de victimización sexual en la infancia.

Por un lado, el modelo traumatogénico de partida está siendo cues-
tionado ya que no siempre la respuesta de un menor expuesto a una 
situación de abuso sexual va a ser el desequilibrio de su estado psico-
lógico previo. Son muchas las variables que modulan el impacto psí-
quico de un menor expuesto a una situación de victimización sexual, 
e incluso, en ocasiones, el menor puede aparecer asintomático (lo que 
no significa que los hechos no hayan podido ocurrir). Puede no haber 
existido una vivencia traumática del hecho por parte del menor, o que 
éste posea variables de protección, personales y contextuales, que ha-
yan amortiguado el impacto psíquico.

Por otro lado, las investigaciones generadas en torno a las conse-
cuencias psicológicas derivadas de una situación de abuso sexual 
infantil tienen muchas limitaciones metodológicas, principalmente, 
relacionadas con la disparidad de definiciones del objeto de estudio, 
las muestras utilizadas y los instrumentos usados para la recogida de 
datos. Además, la cohorte de síntomas señalados, incluidas las alte-
raciones en el plano sexual, se encuentran en menores expuestos a 
otros estresores psicosociales o podrían ser expresiones propias de 
su etapa evolutiva. 

Por último, algunos de los procedimientos de evaluación de los 
indicadores clínicos carecen de la fiabilidad y validez que demanda 
el contexto de exploración forense.

Por todo ello, resulta arriesgado confirmar o desestimar denuncias 
de abuso sexual infantil atendiendo a la presencia o ausencia de des-
ajustes psicológicos en el menor. Ante la situación descrita y teniendo 
en cuenta la responsabilidad del informe psicológico forense, espe-
cialmente en los supuestos de abuso sexual infantil, donde en muchas 
ocasiones es la única prueba de cargo con la que va a contar el juez, 
se sugieren en consonancia con otras propuestas (Hernández, 2010), 
algunos requisitos técnicos que deberían exigirse a estas periciales, 
para facilitar una valoración crítica por parte de jueces y tribunales:
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–  Cualificación y experiencia profesional y/o académica del perito 
acerca de la materia objeto de la pericial (evaluación pericial psico-
patológica infanto-juvenil).

–  Identificación de las concretas actuaciones técnicas realizadas. De 
especial interés es el proceso de contraste de hipótesis alternativas, 
tanto de la probabilidad de existencia de desajustes psicológicos 
como de su ausencia. Por otro lado, deberá realizarse una adecuada 
valoración de todos aquellos factores moduladores del impacto 
psíquico, así como de otros estresores psicosociales que pudieran 
explicar el estado psicológico del menor al margen de los hechos 
denunciados, en el caso de que presentase desajustes psicológicos 
(valoración de concausas). La presencias de desajustes psicológicos 
tiene que dar lugar, por tanto, a la generación por parte del perito 
de distintas hipótesis de trabajo (Köhnken, 2006). El desarrollo del 
trabajo por hipótesis es el criterio por excelencia de demarcación 
entre aquello que es valorado por la ciencia versus las teorías pseu-
do-científicas. 

–  Referencia de las pruebas psicológicas utilizadas con sus índices de 
fiabilidad y validez, así como de investigaciones que apoyen su uso 
en el contexto forense. Se deberán adjuntar los perfiles de las prue-
bas. También deberán recogerse las fuentes de recogida de infor-
mación consultadas.

Junto a estas exigencias a los informes periciales, la utilización de 
los criterios de la jurisprudencia americana (particularmente los 
asentados en el caso Daubert) ofrecería una guía adecuada a jueces y 
tribunales para valorar la admisibilidad de las pruebas periciales psi-
cológicas del daño psíquico en supuestos de abuso sexual infantil 
(Hernández, 2010).

Podemos concluir señalando que en la sala de justicia únicamente 
debería admitirse un informe pericial basado en la evidencia empíri-
ca. Sólo así el trabajo de los jueces podrá satisfacer el carácter plena-
mente racional para la valoración de este medio de prueba.
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Sobre la cientificidad de la prueba científica en el proceso judicial

Carmen Vázquez-Rojas*

Universidad de Girona, España 

R E S U M E N

En los últimos años diversos ordenamientos, resoluciones jurisprudenciales y la doctrina han venido consi-
derando como criterio de admisión o de valoración de las pruebas periciales su “cientificidad”. Con inde-
pendencia de cualquier problema procesal que esto pudiera generar, parece presuponerse una diferencia 
sustantiva entre una prueba pericial científica y una prueba pericial no-científica o incluso entre una prue-
ba pericial y una prueba científica. Evidentemente, la pregunta inicial sería, pues, en qué consiste dicha 
cientificidad. Y este es precisamente el problema que este trabajo pretende abordar, arrojando, a su vez, un 
poco de luz sobre la “imagen jurídica” de la empresa científica. Entre otras cosas, a dichos efectos, se aborda 
la experiencia estadounidense en el tema básicamente mediante el paradigmático caso Daubert. Todos es-
tos problemas fundamentalmente teóricos tienen o han tenido ya grandes implicaciones en la práctica de 
los tribunales de justicia.
© 2014 Colegio Oficial de Psicologos de Madrid. Producido por Elsevier España, S.L. Todos los derechos reservados.

Discussing about the scientificity of the scientific evidence in Court proceedings

A B S T R A C T

During the last years several laws, precedents and legal scholars have been considering as a criteria for the 
assessment of expert evidence its scientific character. Regardless of any procedural problem that this 
situation could produce, it would seem to be assumed a substantive difference among scientific-expert 
evidence and non-scientific-expert evidence; or even among expert evidence and scientific evidence. 
Manifestly, the initial question would be what the scientific character is.  This is the problem that this work 
is dealing with, trying to shed light on the “law picture” of scientific enterprise; among other issues, the 
paradigmatic Daubert decision is analyzed as an example of that picture. All those mainly theoretical 
problems have practical implications for the everyday life of Courts.  
© 2014 Colegio Oficial de Psicólogos de Madrid Production by Elsevier España, S.L. All rights reserved.

La ciencia como elemento de prueba en el proceso judicial

Parece muy aceptable afirmar que en la actualidad la ciencia y la 
tecnología permean gran parte de las actividades cotidianas del ser 
humano y que su desarrollo hasta ahora permite vaticinar que su 
impacto en nuestras sociedades seguirá aumentando. Entre las muy 
diferentes cuestiones que esta dinámica plantea está la apreciación 
social de la ciencia y la actitud que con ello se asume hacia todo lo 
relacionado con la empresa científica. En este sentido, en las socieda-
des actuales es muy común la idealización, implícita o explícita, de la 
ciencia, asumiendo que ésta es siempre sinónimo de conocimiento 
garantizado, es decir: porque es científica es confiable. Así pues, la 
carga valorativa que ha adquirido el ser etiquetado como ciencia o 
científico es una de las muestras más comunes de esta actitud. 

El mundo jurídico no es la excepción. Así, por ejemplo, cada vez 
más tratados, leyes, reglamentos o sentencias, se elaboran con su-
puesto fundamento en información de carácter científico y, también 
con suma frecuencia, se enarbola un uso de la palabra “ciencia” que 
parece suponer una imagen “romántica” de la empresa científica.

En esta convergencia, la ciencia (y la tecnología) no sólo ha susci-
tado nuevos problemas jurídicos, como la regulación de la investiga-
ción en células madre o el comercio electrónico, sino que ha provo-
cado el replanteamiento de cuestiones que se habían considerado no 
problemáticas jurídicamente, por ejemplo, la llamada maternidad 
subrogada1 o la fecundación postmortem; o exclusivamente jurídicas, 
como el potencial impacto de la neurociencia en el ámbito de la res-

*La correspondencia sobre este artículo debe enviarse a la autora a la Univeritat 
de Girona. Facultat de Dret. Carrer de la Universitat de Girona, 12. 17071 Girona.   
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1 Ahora, con todos los desarrollos de la ingeniería genética en la separación de los 
componentes de la procreación y la maternidad, es perfectamente posible que un 
niño potencialmente pueda tener hasta cinco “padres”: el padre y la madre que 
figuran jurídicamente como sus padres, la madre genética que es la donadora del 
óvulo, la madre subrogada que facilitó el útero en que se desarrolló el embrión y el 
padre genético que donó el esperma.   
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ponsabilidad penal; o, por el contrario, de poco interés para el dere-
cho, v.gr., los cambios climáticos o la teoría del creacionismo.

Entre las diversas implicaciones de esta situación están las fre-
cuentes controversias judiciales que tienen origen en la ciencia o al-
guna relación con ella. Los casos van desde los daños por el empleo 
de sustancias tóxicas, la cotidiana prueba de ADN, el detector de 
mentiras, los dictámenes psicológicos, la responsabilidad médica, y 
un largo etcétera. En ese contexto jurídico procesal ahora es bastante 
común y muchas veces necesario que las partes del juicio con el fin 
de probar sus afirmaciones presenten supuesto conocimiento cientí-
fico como elemento de prueba y/o que el juzgador haga uso de éste 
para determinar los hechos o, incluso, para valorar otros elementos 
probatorios (Vazquez, 2013).

Ese impacto de la ciencia en toda la actividad probatoria debe ir 
acompañada de ciertocontrol judicial que permitan el uso de informa-
ción relevante y fiable para la determinación racional de las premisas 
fácticas del razonamiento judicial. Un objetivo (epistemológico) com-
partido por todos los sistemas jurídicos, con independencia de sus 
posibles diferencias. Podemos suponer, en todo caso, que con dichos 
controles se debe busca tener una mayor probabilidad de acierto en la 
decisión o una toma de decisiones judiciales materialmente correctas. 

Es de suma importancia distinguir esos dos criterios a valorar en 
las pruebas científicas (aunque no sólo en éstas): la relevancia y la 
fiabilidad. El criterio básico a considerar para que determinada infor-
mación forme parte de los elementos de prueba que pueden probar 
una proposición fáctica es la relevancia (en algunos sistemas se hace 
referencia a la pertinencia). Para la definición de la relevancia, me 
parece oportuno acudir a Stephen (1876, p. ix): “un hecho es relevan-
te para otro hecho cuando se puede demostrar que la existencia de 
uno es la causa o una de las causas, el efecto o uno de los efectos, de 
la existencia del otro, o cuando la existencia de uno, ya sea por sí solo 
o con otros hechos, hace más probable o improbable la existencia del 
otro, de acuerdo al común devenir de los eventos.” Subrayo este último 
punto porque da pauta para diferenciar la relevancia como una cues-
tión que depende del mundo y es, en ese sentido, a posteriori; y el 
juicio de relevancia como una decisión más bien a priori. 

El juicio de relevancia de una prueba es una decisión judicial que 
suele caracterizarse por ser individual, relacional, de todo-nada y di-
námico. Es individual dado que se hace sobre cada uno de los diver-
sos elementos de prueba; aunque, el hecho de que se deba valorar la 
admisibilidad de cada elemento ha dado pie a una postura atomista 
cuando, en cambio, la relevancia (o irrelevancia) de un ítem algunas 
veces podría resultar más clara en vinculación con el resto de prue-
bas, es decir, si se adopta una posición un tanto más holista. Ahora 
bien, una prueba no es relevante o irrelevante en sí misma, sino en 
función de su relación con los hechos a determinar, por tanto, es re-
lacional. Es dinámico porque depende de las circunstancias concretas 
de cada caso existentes al momento de determinar la admisibilidad. 
Y, finalmente, a efectos procesales es categórico dado que el resultado 
de calificar a una prueba como relevante o irrelevante sólo puede ser 
su admisión o su exclusión: si es relevante, prima facie, es admisible 
y, por el contrario, es inadmisible si se considera irrelevante.

 Respecto a este último punto, resulta muy oportuno acudir a Mi-
chael y Adler (1931, p. 99), quienes sugieren distinguir entre la cuali-
dad de “ser probatorio” (“probativity”) y la calidad de “ser probato-
rio”.  Una proposición es o no-es probatoria y, si lo es, entonces lo es 
en mayor o menor grado (lo que identifican como “fuerza probato-
ria”). La cualidad de ser probatorio es la relevancia: “una proposición 
es relevante con independencia de cuán lejana pueda estar en una 
serie de proposiciones probatorias; en ese caso, se puede hablar de 
una ‘proposición remotamente relevante’, donde ‘remoto’ califica a la 
proposición y no a su relevancia”. Por su parte, por ejemplo, Ander-
son, Schum y Twining (2005) usan la expresión “relevancia indirec-
ta” (indirectly relevant). Un caso claro de esta posibilidad se da en las 
llamadas pruebas sobre la prueba, es decir, aquellos elementos de 
juicio que se presentan para fortalecer o acreditar la fiabilidad de 

otras pruebas claramente relevantes; por ejemplo, un testimonio so-
bre la credibilidad de un testigo presencial o una prueba pericial so-
bre la fiabilidad de un instrumento determinado, etc. (al respecto, 
véase Gáscon-Inchausti, 1999).

Por otro lado, vale la pena preguntarse bajo qué condiciones el 
juez podría aceptar como fiable una prueba científica. En la literatura 
jurídica muchas veces el término “fiabilidad” suele usarse como si-
nónimo de “credibilidad”, “autenticidad”, “aceptabilidad” o “validez”, 
pese a tratarse de términos que pudiesen tener diversos significados 
e implicaciones. Si, consideramos, por ejemplo, la noción de “credi-
bilidad” como criterio para admitir o para asignar valor probatorio a 
las pruebas científicas presentadas (y enfatizo a las pruebas científi-
cas, o si se quiere a las pruebas periciales en general, porque me es-
toy refiriendo exclusivamente al uso de tales criterios a efectos de 
valorar éstas, y no otros tipos de pruebas para las cuales los criterios 
mencionados podrían tener un significado diverso), generalmente la 
credibilidad del perito se entiende limitada a considerar la relación 
del científico con las partes o la confianza psicológica que el perito 
“inspira” al juez, es decir, como una cuestión eminentemente moti-
vacional y no cognitiva. El uso de este tipo de criterios posiblemente 
ha sido promovido de alguna manera por que los conocimientos 
científicos entran al proceso en forma de declaraciones o afirmacio-
nes y, por ello, son valoradas con esquemas semejantes a los usados 
para la prueba testimonial o la prueba confesional (Igartua, 2007). 

Sin embargo, el conocimiento científico, a diferencia de la infor-
mación que un testigo declara haber percibido personalmente, im-
plica ciertos criterios de evaluación social relacionados con la calidad 
de las afirmaciones que realiza. En los últimos años, la calidad de una 
prueba pericial ha sido identificada con su cientificidad, i.e., una 
prueba sería fiable si es científica. En este sentido, tiene total sentido 
preguntarse por el carácter científico de este tipo de pruebas y su 
adecuación como criterio de evaluación para los juzgadores. 

Responder a estas cuestiones implica una serie de problemas teó-
ricos, pero de eminentes consecuencias prácticas, en la presentación, 
admisión, práctica y asignación de valor probatorio a aquellos elemen-
tos de prueba que tienen algún fundamento de carácter científico. 
Problemas que no sólo requieren analizar el derecho probatorio y sus 
alcances en el razonamiento judicial, sino que también incorporan 
cuestiones, por decirlo de alguna forma, más científicas. 

Cientificidad y valoración judicial

Aún es común, aunque quizá cada vez menos, la idea de que aque-
llo que se califica como científico o toda afirmación aplicable al caso 
hecha en el ámbito científico es particularmente eficaz para determi-
nar con certeza los hechos del caso.2 Si esto fuera así, sería posible 
considerarla como el medio más adecuado o hasta ideal para que las 
partes demuestren, incluso sólo con pruebas de carácter científicas 
(cuando fuese técnicamente posible), en grado suficiente sus afirma-
ciones sobre los hechos y/o el juez, tomándolas como pruebas defi-
nitivas o concluyentes dado su fundamento, determine correctamen-
te la premisa fáctica. 

Bajo este supuesto, el problema radicaría en encontrar al científi-
co adecuado que determinara si “x está científicamente probado” o 
si “x tiene validez científica”, presuponiendo que ese “x” es un hecho 
relevante en el juicio concreto. Como afirman Gascón, Lucena y Gon-

2Quizá contribuye a esto la práctica al parecer común por parte de los expertos de 
redactar el contenido de su informe con conclusiones científicas supuestamente 
incontrovertibles o categóricas o cercanas a la certeza. En este sentido, se ha 
destacado la necesidad de exigir a los peritos conclusiones que impliquen el 
reconocimiento, digamos, de las debilidades, posibles fuentes de error o rangos de 
error de la técnica o método empleado, de su análisis o de sus resultados (véase, por 
ejemplo, Champod y Vuille, 2010 o Gascón et al., 2010). En todo caso, este tipo de 
prácticas deben ir acompañadas necesariamente de una mejor comprensión por 
parte de los juzgadores de los hechos sobre la imposibilidad de obtener certezas pese 
a la riqueza de cualquier conjunto de pruebas. 
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zález (2010, p. 5), “si los datos [obtenidos mediante estas pruebas] 
dijesen directamente lo que el juez necesita saber… y el grado de 
probabilidad con que lo afirman fuese tan elevado que pudiera con-
siderarse infalible, no tendría ningún sentido deferir al juez la valo-
ración de dicho enunciado, pues ésta puede ser adelantada ya por el 
perito de manera categórica… Lo normal, sin embargo, es que sea 
necesario realizar inferencias a partir de esos datos”.  

Aunado a esta cuestión sustantiva, el posible sometimiento, bási-
camente de forma automática a la autoridad del perito, produce tam-
bién un problema jurídico - institucional. Esto es, se convierte implí-
citamente a la prueba pericial en una especie de prueba legal y, 
además, se debilita uno de los cimientos del sistema judicial, el que 
el poder de decisión corresponde al juez (Igartua, 2007). 

 Para evitar esto y, a la vez, seguir con nuestro científico adecuado, 
algunos autores han sugerido tener jueces-psiquiatras, jueces-inge-
nieros, etc., pues “[e]l juez ideal, cuando el proceso se trate de enve-
nenamiento debería ser un experto en toxicología; cuando se trate 
de falsificación debería ser un experto en grafología, al paso de que 
si se trata de los daños de un edificio debería ser un experto arqui-
tecto o ingeniero” (Vázquez-Sotelo, 1984, p. 471). Esta “solución”, 
digamos, del mejor situado epistemológicamente, implicaría un gra-
do de especialización quizá no asumible para el sistema jurídico al 
requerir algo así como el mejor juez para cada caso. Un problema no 
sólo de recursos económicos, sino, por ejemplo de predeterminación 
del juzgador, ¿cómo sabemos cuál científico sería el mejor juez para 
los hechos de un caso concreto si, en principio, no podríamos tener 
un control de fiabilidad hasta que se identificara el experto? 

Ahora bien, en los sistemas actuales se plantea la tradicional pa-
radoja de cómo un lego en la ciencia, el juzgador de los hechos, debe 
ejercer algún control  sobre el dictamen de un experto que presupo-
ne información desconocida para aquel. Al respecto conviene decir 
que al comparar el conocimiento del juez sobre los hechos con el co-
nocimiento del experto sobre los hechos partimos de un equívoco al 
menos por dos cuestiones. Primera, por lo que respecta al estado 
epistémico, al menos al juez no se le exige conocimiento sino una 
justificación para otorgarle cierto valor probatorio a las afirmaciones 
del experto. Y, segunda, aunque en ambos cuernos se alude a “los 
hechos”, tanto el objeto como el contenido del estado epistémico al 
que se refirieren podría ser distinto, el conocimiento del juez sería 
sobre los enunciados fácticos concretos que se presentan a un proce-
so judicial concreto, mientras el contenido de la prueba aportado por 
un científico no es sobre los hechos concretos del caso. No está por 
demás decir también que la cuestión de las actitudes proposicionales 
o estados mentales del juez se puede plantear tanto en los enuncia-
dos declarativos de hechos probados una vez que se ha valorado el 
conjunto de elementos de prueba (vgr. “está probado que Juan mató 
a Pedro”), como de enunciados probatorios concretos (como en “el 
científico afirma que la prueba de ADN es fiable”). Ahora bien, decir 
que el juez conoce “P ha afirmado E” no significa que conoce “E” 
(Dwyer, 2007b). Por lo que respecta al contenido de la prueba peri-
cial, puede ser tanto sobre la existencia de leyes científicas generales 
como sobre la aplicación técnica de esas leyes a los hechos del caso.

Un dato histórico que podría resultar interesante, relacionado 
precisamente con la aplicación de conocimiento experto a los hechos 
particulares de un caso, es que los cambios que han ocurrido en la 
sustancia de las pruebas periciales han estado relacionados particu-
larmente con la complejidad de las inferencias implicadas dado que 
actualmente a los expertos se les permite realizar cada vez más nive-
les de inferencias sobre los hechos (Dwyer, 2007a). Para poner un 
ejemplo sobre este desarrollo, acudamos al derecho inglés del siglo 
XVI, donde las cuestiones de especialización giraban en torno a pre-
guntas como ¿qué significa esta palabra de un lenguaje extranjero?, 
por lo que los expertos eran básicamente lingüistas. Mientras en el 
siglo XVII, se añadieron otras preguntas como: ¿cuál cree el experto 
que es la naturaleza de las cosas? (por ejemplo, la duración de la 
gestación), y ¿cuál es la práctica de los expertos? (como el uso de 

medidas estándares). Después, desde 1730 se ven casos en los que se 
pide a cirujanos, farmacéuticos o médicos apliquen su conocimiento 
a individuos y no sólo se limiten a describir el estado del arte de la 
cuestión. 

Y quizá esa complejidad de las inferencias del razonamiento ex-
perto ha llevado a que la valoración judicial de las pruebas científicas 
vaya acompañada de cierto temor a su sobrevaloración por parte del 
juzgador de los hechos, tanto por su falta de formación científica 
como por la carga valorativa de la etiqueta “ciencia” (Gascón, 2007). 
Sin embargo tomar seriamente esa supuesta sobrevaloración “psico-
lógica” del juez y, por ende, la toma de medidas pertinentes a efectos 
de contrarrestarla, implicaría necesariamente tener estudios empíri-
cos que demostraran la práctica de tales patrones de inferencia y no 
únicamente presuponerlas. Pero, aun más, suponiendo que se conta-
ra con tal información empírica, aún cabría discutir cuáles son las 
medidas pertinentes para contrarrestar tal sobrevaloración. 

En Estados Unidos, por ejemplo, se han llevado a cabo tales estu-
dios empíricos y los resultados han sido al menos en dos sentidos, 
algunos confirman que los juzgadores de los hechos sobrevaloran las 
pruebas científicas mientras otros, por el contrario, concluyen que 
los juzgadores de los hechos tienden a infravalorarlas (Redmayne, 
2001). En todo caso, vale la pena enfatizar que tales estudios tienen 
como sujeto de análisis al jurado qua juzgador de los hechos, confor-
mado por individuos legos incluso en cuestiones jurídicas y que par-
ticipan una sola vez en el contexto judicial; a diferencia de otros sis-
temas jurídicos donde el juzgador de los hechos es un juez 
ampliamente conocedor del derecho y un repeat pleayer. Respecto a 
los controles correspondientes, dado que al jurado no le es exigible 
la fundamentación o motivación de su veredicto, se presta especial 
atención al establecimiento de filtros para la admisión de las prue-
bas; podría ser distinto en aquellos sistemas en los que se exige a los 
juzgadores de los hechos que motiven sus decisiones. 

Llegados aquí, es necesario enfatizar que pese a la gran incidencia 
que pueden tener las partes de un juicio en este ámbito, por ahora, el 
análisis se centrará básicamente en la figura del juzgador. Por ello, 
me parece interesante distinguir entre un productor de conocimien-
to, como el químico o el físico, y un consumidor sofisticado de conoci-
miento, cómo en este caso debería ser el juzgador. Las habilidades 
necesarias para valorar ciertas afirmaciones parece que son menos 
complejas que aquellas necesarias para contribuir sustantivamente 
en alguna área del conocimiento.

La doctrina y la jurisprudencia han propuesto muy diversos crite-
rios de justificación,  bien a través de fórmulas generales o de cáno-
nes singulares (Igartua, 2007). Entre los primeros se plantea la sana 
crítica, el libre convencimiento o el prudente arbitrio del juzgador; 
entre los segundos, se ha planteado la credibilidad personal del peri-
to, sus credenciales o cualificaciones profesionales (digamos su ido-
neidad), su “institucionalización” jurídica (vgr. estar en la lista oficial 
de peritos), su credibilidad en el plano científico, su claridad exposi-
tiva, la ausencia de contradicciones, la conformidad entre dos o más 
peritos, etc. 

En este contexto, una de las respuestas más comunes, y para mu-
chos hasta obvia, es que el juez está justificado cuando determina, de 
alguna manera, que la prueba es científica. Esta concepción de la 
cientificidad de la prueba suele presuponer que “ciencia” es sinóni-
mo de “conocimiento garantizado” o “conocimiento fiable”. Uno de 
de los puntos debatibles que pueden ponerse sobre la mesa es si la 
empresa científica es una actividad homogénea, es decir, si pese a la 
diversidad de “ciencias” que parece haber actualmente, tienen algu-
na unidad compartida que, por ejemplo, de sentido al uso en singular 
de “ciencia”. Lo que en la filosofía y en la historia de la ciencia se ha 
identificado como “la tesis de la unidad de la ciencia”. Tal unidad, 
según Hacking (1996), ha sido abordada en al menos tres sentidos, 
no relacionados necesariamente, que son: 1) práctico, es decir, cierto 
compromiso de buscar conexiones entre fenómenos; 2) metafísico, 
el sentimiento de que existe un mundo susceptible de investigación 
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científica, una realidad accesible a la descripción científica y una ver-
dad abierta igualmente para todos aquellos científicos que compar-
ten técnicas y experiencias; y 3) metodológico, que refiere a la exis-
tencia de un solo estándar de razón que se extiende a través de las 
distintas disciplinas y de diferentes circunstancias. 

Si bien, en el ámbito probatorio, como afirma Allen (2003), la ta-
rea del juez recae sobre cuestiones científicas muy concretas aplica-
das a hechos también concretos y no en cuestiones o modelos más 
globales sobre la empresa científica, considero indispensable, sólo 
como primer paso, hacer congruente la idea de que pese a que el co-
nocimiento científico es quizá el mejor que tenemos, tanto ese cono-
cimiento como su aplicación son falibles (Laudan, 1984). Por lo que, 
por ejemplo, es bastante problemático tener a la cientificidad como 
criterio de valoración de la fiabilidad de estas pruebas.

La cientificidad y el cientificismo 

Haack (2012) presenta una lista de seis supuestos que suelen mo-
tivar una confianza ciega hacia la autoridad de la ciencia, actitud que 
identifica como cientificismo. Paradójicamente, una actitud anticien-
tífica hacia lo científico. El listado es el siguiente: 

a)  El problema de establecer una línea clara de demarcación entre 
la ciencia y la no-ciencia. 

b)  Una preocupación por identificar al llamado “método científi-
co”.

c)  El uso de la palabra ciencia en un sentido epistémicamente elo-
gioso. 

d)  Buscar en la ciencia respuestas a preguntas que van más allá de 
sus posibilidades. 

e)  Tomar como estándar algunos instrumentos usados en las cien-
cias duras que llevan a poner más énfasis en la forma que en el 
fondo. 

f)  Negar o denigrar la legitimidad o la importancia de otras formas 
de investigación o conocimiento. 

Quizá encontremos muchos ejemplos de cada uno de estos pre-
supuestos en el tratamiento judicial, tanto a nivel práctico como 
teórico, de la prueba científica. Pero, sin duda, los tres primeros han 
sido más empleados, se les toma como criterios para valorar la 
cientificidad y con ello la fiabilidad de las pruebas científicas, por lo 
que suelen ser un (mal) fundamento recurrente en las sentencias o 
criterios (inadecuados) establecidos por el sistema. Por esto y da-
dos los fines de este trabajo, en lo que resta me centraré básicamen-
te en ellos.  

A efectos de concretizar lo dicho hasta ahora en un ejemplo jurí-
dico, acudiré al llamado caso Daubert v. Merrell Dow Pharmaceuti-
cals Inc., resuelto en 1993 por la Corte Suprema de los Estados Uni-
dos, considerando, además, que gran parte de la discusión sobre la 
prueba científica (e incluso más general, sobre la prueba pericial), 
sobretodo en el mundo anglosajón pero con una muy fuerte influen-
cia en los sistemas de tradición romano-germánica ha girado en tor-
no a éste. Con independencia de su fortísimo impacto3, su mayor in-
terés radica en sus planteamientos y exigencias de carácter 
epistemológico, incitando por un lado la discusión sobre la fiabilidad 
del conocimiento científico más allá de cualquier característica per-
sonal o profesional del experto e identificándola con el carácter cien-
tífico que debían observar las pruebas; y, por otro, exigiendo al juz-
gador una mejor justificación del uso de estos elementos en su 
razonamiento probatorio. 

Debo recalcar que dados los objetivos de este trabajo, sólo se ex-
pondrán los aspectos más destacables de los hechos del caso y, bási-
camente, se discutirán los presupuestos considerados por la Corte 
respecto a la empresa científica para la resolución de éste, no se pro-
fundizará en su análisis ni en su interesante desarrollo posterior.  
Aunque vale la pena mencionar se integró lo que se ha identificado 
en la doctrina estadounidense como “la trilogía Daubert” (Daubert 
trilogy) o Daubert y su descendencia (Daubert and its progeny) con 
otros dos casos posteriores General Electric Company, et al. v. Joiner, et 
ux. y Kumho Tire Co., Ltd., et al. v. Carmichael. 

Los hechos del caso Daubert 

En 1984, los padres de los menores Jason Daubert y Eric Schuller 
promovieron un juicio civil por daños tóxicos contra Merrell Dow 
Pharmaceuticals Inc., ante la California State Court, alegando que la 
causa de sus graves y permanentes malformaciones congénitas en 
sus extremidades superiores fue la ingesta materna del fármaco Ben-
dectin durante su gestación (un antihistamínico patentado por dicha 
farmacéutica para aliviar las nauseas y mareos causados por el em-
barazo).

Vale la pena advertir que el caso Daubert fue uno de las más de 
1700 demandas presentadas contra Merrell Dow, farmacéutica que 
patentó el medicamento, alegando que las malformaciones congéni-
tas sufridas era la ingesta de Bendectin (Sanders, 1992). Ahora bien, 
según Angell (1996), la probabilidad de este tipo de defectos en 
aquella época, era 1 en 1000 nacimientos. Sin embargo, entre 1958 y 
1983, la ingesta de Bendectin, antihistamínico para aliviar las náu-
seas y mareos causados por el embarazo, era tan común en las muje-
res embarazadas, casi equiparable a tomar algún tipo de vitaminas, 
que es perfectamente explicable la concurrencia del uso de éste fár-
maco y las malformaciones genéticas de algunos bebés sin que exis-
ta una conexión causal entre ambas.

Merrell Dow contra-argumentó que el Bendectin no era un medi-
camento con efectos teratogénicos por lo que los demandantes no 
podrían presentar pruebas admisibles para probar su dicho. Entre los 
medios de prueba presentados por la farmacéutica para fundamen-
tar sus afirmaciones estaba un informe de Steven H. Lamm, médico 
especialista en epidemiología con una amplia acreditación como ex-
perto en riesgos por exposición a sustancias químicas y biológicas, 
entre ellas el Bendectin. En su testimonio el Dr. Lamm afirmó que no 
había estudios epidemiológicos publicados que hubiesen encontrado 
una correlación estadísticamente significativa entre la ingesta de 
Bendectin durante el primer trimestre de embarazo y las malforma-
ciones del feto. Para llegar a esta conclusión argumentó haber revisa-
do más de treinta estudios publicados en diversas revistas especiali-
zadas, los cuales  implicaban una muestra aproximada de 130.000 
pacientes, en los que no se comprobó que la ingesta maternal de Ben-
dectin fuera un factor de riesgo para los defectos congénitos.      

Ante esto, los actores presentaron el testimonio de sus propios 
expertos para intentar probar los efectos del fármaco en cuestión. 
Éstos afirmaron que el Bendectin podría causar daños congénitos, 
fundamentando esto en un conjunto de experimentos que en el ám-
bito farmacológico entonces se realizaban para probar los efectos de 
un nuevo medicamento, a saber:

a)  Estudios realizados en células animales (test tube) y con anima-
les vivos que demostraban los efectos teratogénicos del Ben-
dectin en éstos. 

b)  Estudios farmacológicos que revelaban cierta similitud entre la 
estructura química del Bendectin y otras sustancias cuyos efec-
tos teratogénicos eran conocidos.  

c)  Un re-cálculo (no publicado) de estudios epidemiológico-esta-
dísticos publicados anteriormente que no habían encontrado 
una relación causal entre la ingesta de tal fármaco y los daños 
congénitos. 

3 Podemos encontrar un “trasplante” de éste al menos en México (cfr. tesis 1a. 
CLXXXVII/2006, emitida por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XXV, Marzo de 2007, p. 258.); 
en la ley 906 de Colombia (en especial los artículos 420 y 422); en Inglaterra Law 
Comission (2009, p. 50); y, en Canadá en el caso R. v. Mohan, 1994 J 2 S.C.R. 9), etc. 
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La District Court resolvió la exclusión de esta prueba, consideran-
do que las pruebas científicas para ser admisibles, deberían “estar lo 
suficientemente fundadas como para tener la aceptación general del 
área de conocimiento correspondiente” y ésta no cumplía tal criterio. 
El cual, por cierto, fue emitido en 1923 por la Circuit Court of the Dis-
trict of Columbia en la resolución del caso penal Frye vs. United States. 
Se estableció para excluir como prueba a un entonces novedoso aná-
lisis de la presión sanguínea sistólica que supuestamente servía 
como detector de mentiras. El fundamento “científico” de éste ins-
trumento era que las afirmaciones verdaderas se hacían de manera 
espontánea mientras que las mentiras requerían un esfuerzo cons-
ciente que se reflejaba en el aumento de presión en la sangre. El ar-
gumento de este tribunal reza: 

“Es muy difícil detectar el momento preciso en el que un principio 
o descubrimiento científico cruza la línea que hay entre su etapa 
experimental y aquella en la que es demostrable. En algún lugar de 
esta zona de penumbra, el valor de las pruebas a su favor debe ser 
reconocido, y mientras que los tribunales recorren un largo camino 
para admitir expert testimony derivado de principios científicos o 
descubrimientos bien reconocidos, aquello de lo que estas pruebas 
se deducen debe estar lo suficientemente fundado para tener la acep-
tación general del área de conocimiento correspondiente.”   

Como ya se puede advertir, este criterio constituye un cambio im-
portante en los criterios de valoración de las pruebas periciales al ir 
más allá de las credenciales del experto y valorar un aspecto sobre el 
conocimiento que fundamenta o subyace a la técnica aludida. Con 
independencia de las especificidades procesales, este es un impor-
tante giro epistemológico en la experiencia estadounidense, que 
puso el énfasis en la información que se usa para la determinación de 
los hechos y no en el sujeto que brinda dicha información.    

Volviendo al caso Daubert, la conclusión del juzgado respectivo se 
argumentó diciendo, por un lado, que para establecer la causalidad 
era indispensable tener como fundamento pruebas epidemiológicas, 
por lo que ni a) ni b) eran en sí mismas suficientes para probar la 
causalidad; y, por otro lado, que el “re-análisis” aludido no había sido 
publicado o sujeto a una revisión por pares.  

Los demandantes apelaron esta decisión. El tribunal superior, la 
United States Court of Appeals del noveno circuito, confirmó la deci-
sión de exclusión de la District Court, tomando también como criterio 
de admisibilidad para este tipo de pruebas “la aceptación general de 
la comunidad científica de referencia”. En este sentido, siguiendo al-
gunos precedentes de otros tribunales, enfatizaron que la publica-
ción o la revisión por pares eran una condición necesaria para la ad-
misión de estas pruebas dado que sólo así sería posible saber si una 
comunidad científica aceptaba como fiables los conocimientos sub-
yacentes al elemento de prueba. 

También en esta instancia los demandantes recurrieron la deci-
sión del tribunal superior. Aquí la disputa se centró en la aplicabili-
dad del estándar de admisión que se había usado pues, en su opinión, 
había sido superado por las Federal Rules of Evidence (FRE) emitidas 
con posterioridad a aquél. Así, por contradicción de criterios, el caso 
llegó a la Corte Suprema de los Estados Unidos en marzo de 1993, 
cuyos integrantes resolvieron: 

1.  La aplicabilidad de las FRE y no del estándar de “la aceptación ge-
neral” resuelto en la sentencia del caso Frye, concretamente de la 
Regla 702 que regulaba la admisión de pruebas periciales.

2.  El deber del juez instructor de valorar no sólo la relevancia de este 
tipo de pruebas sino la “fiabilidad probatoria” de los principios o 
la metodología (no de las conclusiones) subyacentes para efectos 
de su admisión al proceso.Lo que se conoce como gatekeeper role. 

3.  El fundamento del testimonio rendido por el experto para ser 
fiable deberá ser científico, es decir, pertenecer al conocimiento 
científico.

4.  Y, finalmente, para ayudar al juez instructor en la tarea citada 
en el punto precedente, se indica, supuestamente a manera de 
mera recomendación o sugerencia, el siguiente listado, no ex-
haustivo ni definitivo sino ilustrativo y flexible, de factores de 
cientificidad: 
a)  Si la teoría o técnica puede ser (y ha sido) comprobada. Presu-

poniendo que lo distingue a la ciencia de otro tipo de activida-
des humanas es el método científico que se basa en la genera-
ción y contrastación de hipótesis para ver si pueden ser 
falsables.

b)  Si la teoría o técnica empleada ha sido publicada o sujeta a peer 
review. Esto “sólo” como un componente de la buena ciencia y 
no condición sine qua non de la admisibilidad.   

c)  Cuando se trate de una técnica científica, será necesario va-
lorar su margen o rango de error conocido o posible, así 
como la existencia y el cumplimiento de estándares durante 
su proceso.  

d)  Y, por último, el grado de aceptación de la teoría o técnica em-
pleada, por parte de la comunidad científica relevante, aun 
cuando no se deberá considerar como condición necesaria de 
la fiabilidad de estos elementos probatorios.

En cuanto al fondo del caso Daubert, la Corte Suprema revocó la 
resolución de segunda instancia pero no aplicó los criterios recién 
expuestos, se limitó a remitir el expediente a la Court of Appeals 
ordenándole realizar tal tarea. Este tribunal de apelaciones, en la 
ponencia del juez Kozinski, hizo una interesante lectura sobre la 
recién dictada sentencia concluyendo que correspondería a los tri-
bunales la muy difícil tarea de resolver disputas entre respetados 
científicos con buenas credenciales sobre cuestiones que pertene-
cen totalmente a la expertise de éstos; para lo cual no deberían cen-
trarse en lo que los expertos dijeran sino en la base que tienen para 
decir lo que dicen.    

Bajo este supuesto el tribunal, después de valorar la prueba ofre-
cida por los demandantes, aplicando los cuatro factores indicados 
por la Corte Suprema, consideró que otro factor a tomar en cuenta 
era si los expertos ofrecidos habían llevado a cabo investigaciones 
científicas anteriores e independientes al proceso en cuestión, pues 
esto proveería el fundamento más persuasivo para concluir que el 
testimonio derivaba del método científico. Según el tribunal, no se 
debería olvidar que el lugar de trabajo normal de los científicos es el 
laboratorio y no los tribunales o los despachos de los abogados; con 
excepción explícita de las llamadas ciencias forenses, cuyo ámbito de 
acción es fundamentalmente el proceso judicial. 

Ahora bien, dado que el testimonio ofrecido por los expertos no 
cumplía con éste nuevo factor, el tribunal argumentó que la parte 
con la carga de la prueba debería ofrecer pruebas objetivas y verifi-
cables de que dicho testimonio estaba basado en principios científi-
cos válidos. Y un medio para mostrar esto era la revisión por pares 
para la publicación que, pese a no garantizar la corrección de lo dicho 
por los expertos, avalaba la solidez o consistencia de la metodología 
empleada. Esto último, según el tribunal, era lo que importaba bajo 
el criterio Daubert. 

En el caso Daubert, el tribunal de apelaciones considerando que la 
cuestión básica era si los actores aportaban elementos suficientes 
para probar el hecho fundamental de la demanda, es decir, que el 
Bendectin causó los daños congénitos de Jason y Eric, resolvió la in-
admisibilidad de las pruebas y terminó dictando sentencia sumaria a 
favor de la farmacéutica. 

Podría hacerse un análisis exhaustivo de cada uno de los factores 
antes mencionados (Allen, 1994; Sanders, 1994), sin embargo vale la 
pena centrarse ahora en el punto de partida de la Corte Suprema: la 
cientificidad de las pruebas periciales. Sobre todo me interesa anali-
zar los problemas epistemológicos, con independencia de los jurídi-
cos, que abre la cientificidad como posible criterio de valoración de la 
fiabilidad de las pruebas periciales.  
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La cientificidad como criterio de demarcación entre la ciencia y la 
no-ciencia

En la filosofía de la ciencia se conoce como “el problema de la 
demarcación” al problema de establecer un criterio preciso para dis-
tinguir a la ciencia de aquellas creencias, conocimientos, actividades, 
etc. que no lo son (Laudan, 1982; 1984). Ahora bien, cabe enfatizar 
que no se trata sólo de una definición de “ciencia”, sino que la bús-
queda de tales condiciones necesarias y suficientes va más allá, pues 
pretende caracterizar la empresa científica como epistémicamente 
superior. Por otro lado, no se trata tampoco de una mera definición 
estipulativa, pues no se trata de una cuestión completamente a prio-
ri, sino que la definición que se proponga deberá dar cuenta de aque-
llos casos que consideramos paradigmáticos de ciencia, como la físi-
ca o la biología. Así pues, un criterio de demarcación debería ser lo 
suficientemente adecuado para incluir a dichos casos y excluir otros 
casos paradigmáticos de no-ciencia.  

En su versión más fuerte y tradicional, el criterio de demarcación 
debería permitir incluir aquello que es científico y excluir aquello que 
no lo es; en versiones más débiles, en cambio, debería poder permitir 
incluir aquello que es científico o bien excluir aquello que no lo es. En 
otras palabras, la versión fuerte exige un conjunto de condiciones 
necesarias y suficientes para decidir si “x” es científico; y, en cambio, 
una versión débil parecería sólo exigir o bien un conjunto de condi-
ciones necesarias o bien un conjunto de condiciones suficientes. El 
punto controversial aquí es que contar sólo con condiciones necesa-
rias de cientificidad no permitiría identificar con certeza aquello que 
sí es científico, aun cuando permitiera determinar aquello que cier-
tamente no es científico; lo único que podríamos afirmar es que “‘x’ 
podría ser científico”. En cambio, si sólo se cuenta con condiciones 
suficientes, no podría determinarse que ‘x’ no es científico, sólo po-
dría afirmarse que ‘x’ es científico o que posiblemente no es científico. 
Por ello, parecería que el criterio de cientificidad ideal sería aquel 
que pudiese identificar ambas condiciones; es por esto que la discu-
sión clásica sobre el problema de la demarcación ha presupuesto este 
objetivo (i.e., la versión fuerte del criterio de demarcación). 

Qué constituye la no-ciencia tampoco es una cuestión fácil, ¿res-
pecto de qué se está demarcando la ciencia?, ¿qué “objetos” entra-
rían en la categoría de la ciencia y en la categoría de la no-ciencia? 
Respecto a la no-ciencia, algunas veces ese ámbito es descrito como 
precientífico o paracientífico, pseudociencia, sentido común o inclu-
so se llega a aludir a la metafísica o a la religión. En opinión de Haack 
(2007, p. 115), la categoría de la no-ciencia incluye todas las activida-
des humanas que no son investigación, varias formas de pseudo-in-
vestigación, investigación de carácter no empírico e investigación 
empírica de carácter no científico; además, existirían muchos casos 
límite y combinaciones entre tales actividades. Ahora, por lo que toca 
al calificativo “científico”, se suele atribuir a áreas del conocimiento, 
teorías, ideas, proposiciones, experimentos, diferentes tipos de téc-
nicas o herramientas, ciertos tipos de prácticas o comunidades, etc. 
Dado que no hay un “objeto” común a todos los planteamientos y 
propuestas que afrontan el problema de la demarcación y dada la 
gran diversidad de lo que pertenece a la categoría de la no-ciencia, 
veremos caso a caso qué se está demarcando y respecto de qué. 

Siguiendo a Laudan (1983), en la historia de la filosofía de la cien-
cia es posible agrupar en dos grandes tradiciones a las diversas pro-
puestas que han intentado trazar esta diferenciación: la tradición 
antigua o versión epistémica y la tradición moderna o versión se-
mántica.  

La versión epistemológica. Nos lleva a la distinción entre conoci-
miento (episteme) y mera opinión (doxa), sostenida por la filosofía 
occidental desde finales de la edad media y el renacimiento, la cual 
tomó como punto de referencia al conocimiento científico, conside-
rado entonces como “el saber genuino”. Según Aristóteles, la ciencia 
buscaría las causas últimas de los fenómenos, emplearía demostra-
ciones lógicas e identificaría a los universales implícitos en los parti-

culares. Por ello, conocer científicamente era tener una certeza apo-
díctica. Así, lo que separaría a la ciencia de otras formas de creencias 
sería la infalibilidad de sus fundamentos, por lo que los componentes 
de las teorías serían irrefutables. Entre los filósofos que aceptaban 
este criterio de demarcación (Bacon, Locke, Leibniz, Descartes, 
Newton) las grandes divergencias radicaban en cómo demostrar la 
certeza del conocimiento, pero todos consideraban que “ciencia” y 
“conocimiento infalible” eran términos coextensivos.  

Posteriormente, a mediados del siglo XIX con la irrupción de una 
perspectiva epistemológica falibilista, la mayoría de los pensadores 
en el tema aceptaron que la ciencia tampoco podría ofrecer certezas, 
por lo que toda teoría científica sería falible. De esta forma, la dife-
rencia entre conocimiento y opinión se intentó debilitar diciendo 
que el conocimiento científico eran opiniones genuinas. 

En este contexto, la propuesta teórica fue que aquello verdadera-
mente distintivo de la ciencia sería su metodología: el método cien-
tífico que, pese a su compromiso con el falibilismo, sería la mejor 
técnica para comprobar las afirmaciones empíricas. Entonces, habría 
que distinguir cuál era el método compartido por las ciencias y sólo 
por ellas, que serviría como criterio de identificación. Las propuestas 
fueron de lo más variado y sin llegar a algún acuerdo mínimamente 
significativo. En todo caso, en el próximo punto volveremos a la uni-
cidad del método de las ciencias. 

Más tarde, ante los problemas no resueltos por las propuestas 
epistemológicas, los miembros del círculo de Viena abordaron el pro-
blema de la demarcación como una cuestión lógica o sintáctica a 
través de la teoría del significado, afirmando que un enunciado sería 
científico siempre y cuando tuviera significado.4 Los enunciados con 
significado empírico serían sólo aquellos susceptibles de ser, al me-
nos en principio, verificables.  La verificabilidad alude a la posibilidad 
lógica de ser probado, expresada mediante enunciados observacio-
nales. Siendo ésta una noción semántica y no epistémica, no tiene 
implicaciones en aquello que es digno de creer. 

Dejando de lado los diversos matices de cada una de las posturas 
que conforman ambas tradiciones, entre sus diferencias relevantes 
está la exigencia de garantías vigentes de la primera, es decir, para 
determinar la cientificidad sería necesario hacer un juicio retrospec-
tivo acerca de cómo la hipótesis o teoría ha resistido su comprobación 
empírica; lo que tiene fuertes implicaciones sobre todo respecto qué 
se considera como “haber resistido determinadas pruebas”, pues las 
diversas propuestas involucran muy diversos estándares; y, luego, 
cuáles son las consecuencias de que haya sido comprobado. 

La versión semántica. La tradición moderna, en cambio, sólo se 
compromete con cierta comprobación potencial, una afirmación que 
puede ser potencialmente probada aun cuando no se le hubiera some-
tido a ninguna prueba o, incluso, si ha sido sometida a tales pruebas 
y no las pasó es “científica”. En este punto, otra diferencia significa-
tiva, por ejemplo entre Popper y Hempel es que el primero entendía 
“testable” como potencialmente falsable, mientras que para el segun-
do significaba potencialmente confirmable. Por ello Popper (1934, p. 
58) no pide “que sea preciso haber contrastado realmente todo 
enunciado científico antes de aceptarlo: sólo requier[e] que cada uno 
de estos enunciados sea susceptible de contrastación; dicho de otro 
modo: [se] niega a admitir la tesis de que en la ciencia existan enun-
ciados cuya verdad hayamos de aceptar resignadamente, por la sim-
ple razón de parecer imposible –por razones lógicas- someterlos a 
contraste”.

Consideremos un poco más, a manera de ejemplo, la propuesta 
de Popper, quien además de ser uno de los grandes teóricos del 

4 Saber bajo qué condiciones un enunciado tiene significado, esto es, significado 
cognitivo (empírico o lógico), es saber si es verdadero o falso. Por lo tanto, el 
significado de un enunciado es, en cierto sentido, determinar su verdad o falsedad: 
“verifiable by experience”. Una oración es fácticamente significante para cualquier 
persona dada si, y sólo si, sabe cómo verificar la proposición que trata de expresar, es 
decir, si conoce qué observaciones le conducirían, bajo ciertas condiciones, a aceptar 
la proposición como verdadera o falsa.   
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problema de la demarcación, fue citado en el caso Daubert. Popper 
(1934, p. 42 y 1991, p. 57), creía que la demarcación era “formular 
una caracterización apropiada de la ciencia empírica. . .  de tal ma-
nera que, ante un sistema de enunciados, seamos capaces de decir 
si es asunto de la ciencia empírica el estudiarlo más de cerca.”  En-
tiéndase bien, “el problema que [le preocupaba] no era ¿cuándo es 
verdadera una teoría? ni ¿cuándo es aceptable una teoría? [Sino] 
distinguir, entre la ciencia y la pseudociencia, sabiendo muy bien 
que la ciencia a menudo se equivoca y la pseudociencia a veces da 
con la verdad”. Para ello, Popper propone como criterio de demar-
cación la falsabilidad (esto es, “¿puedo describir algún resultado 
posible de observación o de experimento que, si realmente se lo-
grara, refutase mi teoría?”), diferenciándolo totalmente del criterio 
de falsación de las teorías, que, en todo caso alude únicamente a 
una situación que puede llevar a preferir unas teorías a otras, pero 
nada dice ni de su rendimiento futuro (para él las teorías no son 
predictivas) ni de su fiabilidad.

“El método científico” como criterio de fiabilidad   

Uno de los grandes criterios usados para distinguir a la ciencia 
como la empresa racional, suponiendo su unidad es el llamado mé-
todo científico. Es decir la existencia de un estándar de racionalidad 
que se extiende a lo largo del tiempo, a través de las disciplinas y de 
las diferentes circunstancias, un camino hacia la verdad.  

En este contexto es importante distinguir entre (Hacking, 1996): 

1.  Un estándar de razón, y sólo uno, por el cual se demuestran y eva-
lúan las hipótesis científicas.

2.  Y la forma para investigar el mundo y cómo funciona, es decir, 
cómo llegamos a describir las hipótesis y teorías.

Consideremos la primera noción. Muchos filósofos de la ciencia 
acudieron a la lógica con la pretensión de desarrollar un modelo del 
razonamiento científico, asimilando “racional” con “representable en 
términos lógico-formales.” Haack (2007) identifica a este modelo ló-
gico de la racionalidad de la ciencia como “el viejo deferencialismo”, 
en donde se agrupan: el deductivismo, el inductivismo y el probabi-
lismo bayesiano.  

En todo caso, tales propuestas enfrentan al menos dos grandes 
problemas:   

a.  El presupuesto de que todas las ciencias y sólo éstas siguen tal 
metodología de investigación, de lo contrario, no nos serviría 
como criterio de identificación.
Entiéndase bien, la idea en discusión no es si los científicos 
usan o no este tipo de inferencias o si la lógica es o no relevan-
te en la ciencia (cuya respuesta sería afirmativa), sino que éstas 
sean usadas por todos los científicos y sólo por ellos, cuya res-
puesta parece ser negativa, ¿acaso no usan estos tipos de razo-
namiento los historiadores o los periodistas, por ejemplo?

b.  Y segundo, las credenciales epistémicas de tal método. Un pun-
to álgido, dado que estas propuestas parecen presuponer que 
las cuestiones más relevantes para adoptar o rechazar una hi-
pótesis son exclusivamente de carácter filosófico y no depen-
dientes del mundo.  

Por otro lado, tradicionalmente aquellos que han afirmado la no-
existencia del método científico, a su vez, afirman que la ciencia es 
una empresa irracional. La idea de base es que como todos los mode-
los lógicos de la racionalidad científica fallan, entonces la ciencia no 
es una empresa racional. Aunado a esto, también han considerado, y 
en esto están de acuerdo con sus “adversarios” (los viejos deferencia-
listas), que las cuestiones de carácter social en la empresa científica 
suponen la irracionalidad de la ciencia. Observemos que ambas pos-
turas dan por hecho la unicidad de la empresa científica. 

 Ahora bien, afirmar que no hay un método científico seguido por 
todas las ciencias y sólo por ellas, no implica negar la posibilidad de 
que exista un método o métodos en cada ciencia o disciplina. En el 
tema que nos ocupa, esto nos permitiría distinguir, por ejemplo, el 
problema de si la psicología es o no una ciencia de “esta prueba psi-
cológica es acorde al método de su disciplina”. 

“Método” puede ser entendido también como herramienta tecno-
lógica concreta, aunque estas tradicionalmente no se han venido pro-
poniendo como criterio unificador, básicamente por dos razones 
muy simples: algunos de estos instrumentos se inventaron, por de-
cirlo toscamente, hace dos segundos, dado la velocidad con la que la 
tecnología avanza; y, luego, su relevancia suele ser más bien “local”, 
de determinadas áreas y/o tipos de investigación concretas. Al res-
pecto, Hacking (1996) plantea un ejemplo muy comprensible. Un 
grupo de investigación en genética coordinado por el Dr. Lap-CheeT-
sui en la Univeristy of Toronto, que después de siete años de intensa 
investigación, identificaron material genético que transporta la ma-
yor parte de la fibrosis quística, a través de métodos como genetic link 
age analysis, pulse field electrophoresis, saturation zapping, zoo blot-
ting, chromosome jumping, etc. Y, sería algo absurdo esperar que agre-
gasen “y el método científico”.    

En todo caso, “cuando el científico se aventura a criticar el trabajo 
de otro científico, que no es una situación poco común, éste no criti-
ca con fundamento en brillantes generalidades como el haber fallado 
en seguir el ‘método científico’, sino que su crítica es específica, ba-
sada en alguna cuestión característica de la situación particular” 
(Bridgman, 1955).    

Resta decir que, además del “método científico”, hay otras pro-
puestas de criterios de unificación de la ciencia diversos y también 
con alcances diversos, por ejemplo: la habilidad para hacer predic-
ciones sorprendentes de forma exitosa o alguna especie de “práctica 
social” específica. Más allá de las dificultades que enfrentan estos 
criterios, permanece la misma cuestión, ¿qué se dice exactamente 
cuando se pone la etiqueta de “ciencia”? Y, esto a su vez plantea, 
¿cuáles serían sus credenciales epistémicas?   Resolver este tipo de 
problemas, de ser esto posible, no corresponde al derecho y trasla-
darlos al ámbito probatorio, en mi opinión, sólo amplía el problema 
de la valoración de la prueba, abriendo la puerta para aquellos que se 
aprovechan de esa etiqueta.

El uso de la palabra “ciencia” en un sentido epistémicamente 
elogioso

Como afirman Martínez y Suárez (2008, p. 35), “…una de las ideas 
constitutivas de la imagen moderna del mundo [es que] la ciencia 
constituye un tipo de conocimiento distinguible, por la naturaleza de 
sus explicaciones, de otras formas de acceder al mundo”. Esto gene-
ralmente ligado, además, con “una concepción de las explicaciones 
científicas que las considera como leyes que tienen aplicación uni-
versal, y que se corresponden con un orden subyacente, [es decir], 
formalizables e independientes del contexto en que se aplican” 
(Martínez y Suárez, 2008, p. 70). Presupuestos como estos parecen 
implicar que el conocimiento científico tiene en sí mismo un estatus 
mayor que cualquier otro tipo de conocimientos. Bajo esta idea, afir-
mar que una prueba científica es fiable, válida o genuina, nada aña-
diría a su calificación como “científica”, puesto que la fiabilidad, va-
lidez, etc., sería ya definitoria del carácter científico de la prueba. 

Una vez más, nos encontramos en los problemas ya señalados en 
los puntos anteriores. Pero, si ya hemos aceptado los problemas de la 
“cientificidad”, entonces no será complicado aceptar que es suma-
mente engañoso establecer una relación conceptual entre “ciencia” y 
“fiabilidad”.

La independencia del grado de fiabilidad y el carácter científico se 
muestra, por ejemplo, en que no todas las pruebas que se considera-
rían científicas tienen el mismo grado de fiabilidad. En el contexto 
jurídico, pensemos en las diferencias cualitativas entre las pruebas 
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psicológicas y las pruebas de ADN, aun cuando reconozcamos su es-
tatus científico no se le atribuye el mismo grado de fiabilidad. 

Los ejemplos de este uso elogioso en el ámbito jurídico probatorio 
son muy abundantes, para muestra los siguientes que, en mi opinión, 
son muy representativos.  

a.  La Audiencia Provincial de Barcelona, Sección 14a, en la senten-
cia número 181/2006 del 24 de marzo, afirma que el nuevo pa-
radigma se caracteriza, entre otras notas por el hecho de que el 
papel del juez se ha de centrar en el control de la cientificidad 
del proceso de investigación llevado a cabo por el perito. 

b.  Una de las obras más recientes sobre el tema en castellano, 
Pérez-Gil (2010, p. 46), afirma que “[e]n el caso del proceso civil 
[la jurisprudencia española] viene invariablemente eligiendo el 
término ‘prueba científica’ cuando una actividad probatoria, 
casi siempre pericial, se ha desarrollado empleando tecnologías 
que arrojan resultados ampliamente fiables”.  

c.  O, incluso Taruffo (2008, p. 245), “…el juez contará con infor-
mación dotada de validez científica y, por tanto, fiable”; “una 
verdadera prueba científica garantiza un alto grado de fiabilidad 
de la información que produce… Por decirlo así, el carácter cien-
tífico de la prueba demuestra con tendencial certeza la veraci-
dad de su resultado”.

El uso honorífico que se suele hacer de “ciencia” y “cientificidad” 
disfraza gran parte de cuestiones tan importantes como el rol de las 
comunidades científicas, los diversos contextos de aplicación de la 
información científica, el carácter probabilístico de la ciencia, etc.; 
así como la posibilidad de que haya científicos incompetentes, des-
honestos o simplemente equivocados. En suma, no todo, y no sólo, 
aquello que de una manera u otra conforma la empresa científica es 
fiable. 

Conclusiones 

Sin duda, es indispensable controlar judicialmente la calidad de 
las pruebas que se presentan y usan en un juicio. Por lo que respecta 
a las llamadas pruebas científicas, como hemos visto, su “cientifici-
dad” no satisface este objetivo. La cientificidad, dependiendo de 
cómo se entienda, podría dar pautas para averiguar la fiabilidad de 
las pruebas, pero hay que insistir “cientificidad” y “fiabilidad” no son 
términos coextensivos. 

Luego, si pretendemos indagar en la cientificidad, lo mejor a lo 
que podemos  aspirar es a identificar, como diría Wittgenstein “un 
aire de familia” entre las ciencias, que nos permita explicar y enten-
der el concepto de ciencia mediante ejemplos paradigmáticos con 
semejanzas superpuestas y entrecruzadas entre sus miembros. Aho-
ra bien, este tipo de acercamiento a la cientificidad, quizá permitiría 
describir cierto tipo de actividades, pero no justificarlas. La cientifici-
dad no asegura la fiabilidad de los conocimientos presentados como 
tales, una cosa es identificar a las ciencias y otra es el grado de fiabi-
lidad de las afirmaciones científicas. 

En aquello que describimos como “ciencia”, pues, hay tal hetero-
geneidad epistémica de actividades, métodos o técnicas, teorías, 
creencias, etc., que parece poco fructífero buscar un criterio categó-
rico para diferenciarlos. El uso del término ‘fiabilidad’ se ha venido 
convirtiendo en una constante en el análisis de la prueba pericial en 
general, quizás debido a la expansión jurisprudencial y doctrinal del 
caso Daubert en los diversos sistemas jurídicos. A nadie escapa que 
se trata de un término vago y que también se le atribuyen sentidos 
muy diversos en función del contexto en que es empleado. 

En mi opinión, la fiabilidad de cualquier prueba pericial debe estar 
constituida por información empírica respecto a si: a) Cuando se re-
produce en condiciones adecuadas es posible prever que alcanzará 
resultados consistentes en X número de veces y, b) Se ha comprobado 
sólidamente que tiene la capacidad de establecer lo que pretende es-

tablecer. El juicio de fiabilidad justificaría la razonabilidad de formu-
lar inferencias con fundamento en la prueba calificada como fiable. 
Hay que introducir además una distinción entre medir la fiabilidad y 
controlar la fiabilidad, procedimientos que pueden (y generalmente, 
deben) llevarse por sujetos diferentes (el experto y el juez). En princi-
pio, estaremos interesados en el control de la fiabilidad de los elemen-
tos probatorios de carácter científico por parte del juez. 

Pero vale la pena enfatizar que se trata de información empírica y 
no simplemente de meras explicaciones por parte del experto. Mu-
chas veces en lugar de preguntarse si las afirmaciones del perito de 
parte son truth-conducive la preocupación suele girar en torno a si el 
sujeto es “realmente” un experto, si tiene la formación o habilidades 
correspondientes, si tiene los conocimientos suficientes, etc. Si, por 
el contrario, nos centramos en las afirmaciones periciales, el perito 
debería decir por qué sería razonable creer que p, más allá de mos-
trar sus credenciales; su deber epistémico es ofrecer la información 
suficiente tanto en su informe pericial como durante su participación 
en la práctica de la prueba mediante el principio de contradicción. El 
test de la expertise no puede ser la propia expertise (Redmayne, 
2001).

Como afirman Martínez y Suárez (2008, p. 25), “[l]a historia nos 
muestra que la ciencia y la tecnología no pueden caracterizarse de 
acuerdo a criterios abstractos, sean metodológicos o metafísicos 
(como el supuesto método científico o la naturaleza universal de sus 
afirmaciones) pero también, precisamente como resultado de su his-
toria, se trata de dos de las actividades humanas que más apreciamos 
por su capacidad de producir soluciones efectivas a un buen número 
de problemas.” 

En el ámbito jurídico probatorio es indispensable desmitificara la 
ciencia y desterrar la actitud cientificista en su tratamiento judicial. 
Y, desde luego, queda mucho por hacer respecto a la tarea de valora-
ción de este tipo de conocimientos por parte del juzgador. Las pro-
pias comunidades expertas deberían decirnos más sobre cómo nues-
tros jueces pueden obtener mayor información sobre la calidad de 
las diversas pruebas periciales. Y, para ello, una cuestión indispensa-
ble es el acercamiento entre las comunidades jurídicas y las comuni-
dades expertas, no en procesos judiciales concretos sino en diversos 
escenarios que permitan un dialogo fructífero entre ambas. 
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